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INICIATIVA LEGISLATIVA 

PROYECTO DE LEY 

8-10/PL-000003, Proyecto de Ley de la Calidad 
Agroalimentaria y Pesquera de Andalucía 

 

Sesión de la Mesa del Parlamento de 15 de septiembre 
de 2010 
Envío a la Comisión de Agricultura, Ganadería y Pesca 
Apertura del plazo de quince días hábiles, a partir de su publi-
cación, para la presentación de enmiendas a la totalidad 
Orden de publicación de 16 de septiembre de 2010 

PROYECTO DE LEY DE LA CALIDAD 
AGROALIMENTARIA Y PESQUERA DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

El sector industrial agroalimentario y pesquero es 
uno de los más importantes de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, tratándose de un sector innova-
dor y dinámico que se ha modernizado de manera 
destacada en los últimos años. 

La tecnología ha permitido mejorar sensiblemente 
los niveles de calidad de los productos agroalimenta-
rios y pesqueros andaluces, erigiéndose en motor so-
cioeconómico para el desarrollo y la fijación de pobla-
ción en el medio rural. En el ámbito pesquero, para 
ganar en fortaleza y competitividad ante producciones 
procedentes de otros países, se están estableciendo 
mecanismos para poner en valor la excelencia de sus 
productos, reforzando la calidad de los pescados y 
mariscos puestos a la venta, e impulsando su diferen-
ciación en los canales de comercialización y ante los 
propios consumidores. 

El fomento y la promoción son acciones estratégi-
cas encaminadas a informar a los diferentes segmen-
tos del consumo sobre la calidad de los productos, a 
la vez que constituyen un instrumento adecuado que 
permite a los operadores de las empresas agroalimen-
tarias y pesqueras, que basan gran parte de la com-
petitividad de sus productos en la calidad de los mis-
mos, que puedan darlos a conocer, contribuyendo a 
abrir nuevos mercados e incrementando su presencia 
en los tradicionales. 

II 

La certificación de la calidad se ha convertido en un 
proceso necesario para que los productos andaluces 
puedan competir en unos mercados cada vez más 

globalizados y exigentes, con una distribución muy 
concentrada y una Política Agraria Común menos in-
tervencionista. Por otra parte, tras las últimas crisis 
alimentarias, el consumidor exige mayores garantías 
de calidad en los alimentos, al mismo tiempo que de-
manda productos con características diferenciales, 
más allá de cubrir sus necesidades nutritivas, mos-
trándose además muy sensibilizado con la conserva-
ción del medio ambiente. 

El nivel actual de calidad de las producciones del 
sector agroalimentario y pesquero, no habría sido po-
sible sin la intervención de los organismos indepen-
dientes de control, cuyo campo de actividad se centra 
fundamentalmente en las labores de inspección, aná-
lisis y certificación, que permiten evaluar los sistemas 
de producción y gestión implantados por el resto de 
los operadores, y que les posibilita a su vez, garanti-
zar en el etiquetado de sus productos, determinadas 
indicaciones, símbolos o menciones facultativas. 

Atendiendo a los requisitos del control de los pro-
ductos agroalimentarios y pesqueros, y de los proce-
sos con ellos relacionados, resulta imprescindible re-
gular las actuaciones de los organismos que realizan 
controles específicos de la calidad incluyendo en ellos 
la toma de muestras, así como las de los laboratorios 
que participan en la obtención de los resultados que 
servirán para la caracterización, clasificación y eva-
luación de los productos, asignación de calidades y 
valoración del cumplimiento de los pliegos de condi-
ciones para la certificación. Por otra parte, los requisi-
tos que, en cuanto a trazabilidad, incorporan las nor-
mas que gestionan los procesos de garantía de 
calidad, unido a los requisitos de carácter obligatorio, 
constituyen una potente herramienta en el seguimien-
to y localización de las diferentes partidas, a la vez 
que permite a los operadores demostrar las declara-
ciones que, referidas a las características de sus pro-
ductos, puedan realizar en su etiquetado. 

En el ámbito de la calidad comercial, resulta priori-
tario potenciar el marco de competencia leal que debe 
existir entre todos los niveles que intervienen en las 
distintas etapas de la cadena alimentaria. Ello implica, 
contemplar y definir los requisitos a cumplir por los di-
ferentes operadores, ampliando las actividades de 
control hasta abarcar a los propios organismos inde-
pendientes de control que intervienen en el reconoci-
miento de la calidad, proporcionando así al resto del 
sector, un nivel de confianza adecuado sobre el fun-
cionamiento de estos operadores, permitiendo a los 
mismos apostar por una producción de calidad con 
adecuación a las normas, velando a su vez por la ve-
racidad de la información que sobre tales productos y 
a través de la publicidad y el etiquetado reciben los 
consumidores. 
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Resulta por tanto fundamental, el establecimiento 
de sistemas efectivos de control de la calidad que 
permitan velar por los derechos de las personas con-
sumidoras, fundamentados en que las actividades de 
control realizadas tanto por la Administración como 
por los organismos independientes de control, o las de 
autocontrol realizadas por los propios operadores, se 
realicen con la adecuada competencia técnica, respe-
tando la normativa internacional correspondiente de 
manera coherente y coordinada. 

Tradicionalmente la verificación del cumplimiento 
de estos requisitos mediante inspección en las etapas 
de producción y almacenamiento se ha conocido co-
mo la prevención y lucha contra el fraude, siendo 
competencia de la Consejería competente en materia 
agraria y pesquera. 

III 

Andalucía es la Comunidad Autónoma donde se 
reconocieron las primeras denominaciones de origen 
españolas, germen de los actuales sistemas de certifi-
cación. El auge de las denominaciones de calidad y 
de la certificación en el sector agroalimentario y pes-
quero es patente en los últimos años, resultado de la 
tradición y de la calidad conseguida, existiendo ade-
más una superficie importante dedicada a la Produc-
ción Ecológica y a la Producción Integrada, así como 
también una gran tradición de elaboración artesanal 
de productos con unas características específicas. 
Son más de 125.000 el número de operadores con un 
nivel de calidad reconocido, y más de 60 las entidades 
que intervienen en el control y certificación de los dife-
rentes sectores y eslabones de la cadena alimentaria. 

La Unión Europea con la aprobación de un elenco 
de normas sobre protección, producción, etiquetado y 
control permite proteger a las denominaciones de ca-
lidad, al garantizar unas condiciones de competencia 
leal entre los productos amparados, evitando su ano-
nimato en el mercado y asegurando la transparencia 
de todas las fases de la producción y elaboración, 
aumentando así la credibilidad de estos productos en-
tre los consumidores. 

La labor de control y tutela de los nombres geográfi-
cos protegidos, se extiende a la verificación del cum-
plimiento del pliego de condiciones registrado en la 
Unión Europea, conforme a lo establecido en el Regla-
mento (CE) n.º 510/2006, del Consejo, de 20 de marzo 
de 2006, y basado en un régimen de controles oficiales, 
regulado en el Reglamento (CE) n.º 882/2004, del Par-
lamento europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004. 

IV 

Con la presente Ley y la Ley 10/2007, de 26 de no-
viembre, de Protección del Origen y la Calidad de los 
Vinos de Andalucía, se configura el marco legislativo 

adecuado en relación con la calidad de los productos 
agroalimentarios y pesqueros andaluces. En lo que 
respecta al control oficial de la calidad agroalimenta-
ria, se establecen las bases para desarrollo de los re-
quisitos establecidos por la reglamentación europea 
en nuestra comunidad autónoma. 

La Ley se estructura en seis Títulos. En el Título I 
dedicado a Disposiciones generales, se establece el 
objeto, su ámbito de aplicación, definiciones y a la 
promoción y fomento de la calidad de los productos 
agroalimentarios y pesqueros. 

El Título II se refiere al aseguramiento de la calidad 
comercial agroalimentaria y pesquera, siendo su obje-
tivo establecer los principios y mecanismos que permi-
ten garantizar la conformidad de los productos y un 
marco de competencia leal entre los operadores del 
sector. 

En el Título III dedicado a la calidad diferenciada se 
definen las denominaciones de calidad protegidas por 
la Ley, así como las marcas de titularidad pública, y se 
establece el procedimiento para su reconocimiento y 
registro, así como la estructura, funciones y financia-
ción de los Consejos Reguladores. Es preciso remar-
car que la presente Ley introduce la consideración de 
los Consejos Reguladores de las Denominaciones de 
Origen Protegidas, Indicaciones Geográficas Protegi-
das e Indicaciones Geográficas de bebidas espirituo-
sas, como Corporaciones de Derecho Público con 
personalidad jurídica propia, para dar más relevancia 
a los productores y elaboradores en la autorregulación 
del sector, atribuyendo a los órganos de control de los 
mismos, la función administrativa de verificación del 
cumplimiento del pliego de condiciones, reservando a 
la Consejería competente en materia agraria y pes-
quera las funciones de tutela y supervisión sobre el 
funcionamiento y adaptación a las determinaciones de 
la Ley. Por otra parte, la Ley establece el sistema de 
control que regirá cada una de las denominaciones de 
calidad previstas. 

El Título IV regula la evaluación de la conformidad, 
que incluye la autorización, inscripción, retirada y obli-
gaciones de los organismos de evaluación de la con-
formidad. 

En el Título V se regula el control oficial de la cali-
dad agroalimentaria y pesquera. Asimismo, se atribu-
ye a los órganos de control de las denominaciones de 
calidad diferenciada la función administrativa de verifi-
cación del cumplimiento del pliego de condiciones, re-
servando a la Consejería competente en materia agra-
ria y pesquera las funciones de tutela y supervisión 
sobre el funcionamiento y adaptación a las determina-
ciones de la Ley. 

Y en el último Título, el VI, se establece el régimen 
sancionador, regulando tanto las actuaciones previas 
y las medidas cautelares a adoptar como las infrac-
ciones y las sanciones en materia de calidad agroali-
mentaria y pesquera. 
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La Ley contiene cuatro disposiciones adicionales, dos 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y 
tres disposiciones finales, una de las cuales se dedica a 
la modificación de la Ley 10/2007, de 26 de noviembre, 
de Protección del Origen y la Calidad de los Vinos de 
Andalucía, con el objetivo de adecuar la gravedad de las 
infracciones a la normativa de salud pública, así como 
para hacer menos restrictivo el uso de marcas u otros 
símbolos, en otros productos distintos a los protegidos, 
siempre que no se cause perjuicio a las denominaciones 
de calidad y a las personas consumidoras y para hacer 
extensivo el régimen en materia de verificación del cum-
plimiento del pliego de condiciones de otros productos 
alimentarios a los vínicos, de conformidad con lo dis-
puesto en la normativa comunitaria de aplicación. 

Por todo ello, se hace necesario regular la calidad de 
los productos agroalimentarios y pesqueros y su promo-
ción en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, en el ejercicio de las competencias asumidas en 
virtud del Estatuto de Autonomía. Cabe invocar el artícu-
lo 48 que establece que corresponde a la Comunidad 
Autónoma la competencia exclusiva en materia de agri-
cultura, ganadería y desarrollo rural, en materia de pesca 
marítima y recreativa en aguas interiores, marisqueo y 
acuicultura, almadraba y pesca con artes menores, el 
buceo profesional y la formación y las titulaciones en ac-
tividades de recreo. Asimismo, de acuerdo con las bases 
y la ordenación de la actuación económica general, y en 
los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 
149.1.11.ª, 13.ª, 16.ª, 20.ª y 23.ª de la Constitución, os-
tenta la competencia en materia de ordenación, planifi-
cación, reforma y desarrollo de los sectores agrarios, ga-
nadero y agroalimentario y, de forma especial, la mejora 
y la ordenación de las explotaciones agrícolas, ganade-
ras y agroforestales. La regulación de los procesos de 
producción agrarios, con especial atención a la calidad 
agroalimentaria, la trazabilidad y las condiciones de los 
productos agroalimentarios destinados al comercio, así 
como la lucha contra los fraudes en el ámbito de la pro-
ducción y comercialización agroalimentaria, la agricultura 
ecológica, la suficiencia alimentaria, y las innovaciones 
tecnológicas. Finalmente, cabe invocar en particular, el 
artículo 83 que establece que corresponde a la Comu-
nidad Autónoma, respetando lo dispuesto en el artícu-
lo 149.1.13.ª de la Constitución, la competencia exclusiva 
sobre denominaciones de origen y otras menciones de 
calidad, que incluye, en todo caso, el régimen jurídico de 
creación y funcionamiento, el reconocimiento de las de-
nominaciones o indicaciones, la aprobación de sus nor-
mas reguladoras y todas las facultades administrativas 
de gestión y control de la actuación de aquéllas. 

La presente Ley se dicta en el ejercicio de la com-
petencia exclusiva que otorga el Estatuto de Autono-
mía de Andalucía en el artículo 46.1.ª, para establecer 
la organización y estructura de sus instituciones de 
autogobierno y en el artículo 47.1.1.ª, para establecer 
las normas de procedimiento administrativo que se 

deriven de las especialidades propias de la organiza-
ción de la Comunidad Autónoma. 

 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto. 

La presente Ley tiene por objeto, en el marco de la 
normativa de la Unión Europea y de la normativa bá-
sica del Estado: 

a) La ordenación de las denominaciones de calidad 
de los productos agroalimentarios y pesqueros de An-
dalucía, y de los Consejos Reguladores. 

b) El establecimiento de las normas necesarias pa-
ra garantizar la calidad, el origen en su caso, y la con-
formidad de los productos agroalimentarios y pesque-
ros con sus normas específicas de calidad y asegurar, 
en este ámbito, la protección de los derechos y legíti-
mos intereses de los agentes económicos, operadores 
y de las personas consumidoras finales, garantizando 
a éstas una información correcta y completa sobre la 
calidad agroalimentaria y pesquera de los productos. 

c) El fomento y la promoción de la calidad de los 
productos agroalimentarios y pesqueros. 

d) El establecimiento de las obligaciones, en mate-
ria de calidad, de los agentes económicos y de los 
profesionales del sector agroalimentario y pesquero. 

e) La regulación de los requisitos exigibles a los or-
ganismos de la evaluación de la conformidad, y las 
obligaciones requeridas a los operadores agroalimen-
tarios y pesqueros y sus entidades auxiliares, para la 
demostración de la conformidad de los productos. 

f) La regulación de la inspección, el control de la 
calidad, la prevención y lucha contra el fraude y el ré-
gimen sancionador en materia de calidad y conformi-
dad de los productos agroalimentarios y pesqueros. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

Esta Ley se aplicará a todas las actuaciones que 
se realicen en el territorio de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía en materia de calidad agroalimentaria y 
pesquera, sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa 
de seguridad alimentaria y en las normativas específi-
cas en materia de disciplina de mercado y de defensa 
de las personas consumidoras. 

Artículo 3. Definiciones. 

A los efectos de la presente Ley se entiende por: 
a) Calidad comercial agroalimentaria y pesquera: 

conjunto de características objetivas de un producto 
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agroalimentario y pesquero, consecuencia del cum-
plimiento de los requisitos relativos a las materias pri-
mas, a los procedimientos utilizados en su producción, 
transformación y comercialización y a su composición 
final, distintas de aquellas que lo hacen apto para el 
consumo desde la perspectiva de la seguridad alimen-
taria. 

b) Calidad diferenciada agroalimentaria y pesquera: 
conjunto de características objetivas de un producto 
agroalimentario y pesquero, consecuencia del cum-
plimiento de los requisitos establecidos en las normas 
y pliegos de condiciones específicos, relativos a sus 
materias primas o procedimientos de producción, trans-
formación o comercialización, y adicionales a las exi-
gencias de calidad comercial obligatorias para un pro-
ducto agroalimentario y pesquero. 

c) Productos agroalimentarios: cualquier sustancia o 
producto obtenido de la agricultura, ganadería, aprove-
chamientos cinegéticos o forestales, o derivado de 
ellos, destinado a ser ingerido por los seres humanos o 
con probabilidad de serlo, así como cualquier sustancia 
o producto destinado a la alimentación animal, siempre 
que éste vaya destinado a la alimentación humana. 

Se consideran excluidos del concepto de producto 
agroalimentario: 

Las semillas y plantas de vivero. 
Los animales vivos, salvo que estén ya dispuestos 

para ser comercializados para consumo humano. 
Las plantas antes de la cosecha. 
Los medicamentos. 
Los cosméticos. 
El tabaco y los productos del tabaco. 
Las sustancias estupefacientes o psicotrópicas. 
Los residuos y contaminantes. 
Los productos fitosanitarios. 
Los productos zoosanitarios. 
Los productos fertilizantes. 
d) Productos pesqueros: productos capturados en 

el mar o en aguas continentales y los procedentes de 
la acuicultura que vayan a ser destinados a la alimen-
tación humana, incluyendo cualquier sustancia o pro-
ducto destinado a la alimentación de las distintas es-
pecies. 

e) Bebida espirituosa: la bebida alcohólica destina-
da al consumo humano, poseedora de unas cualida-
des organolépticas particulares, con un grado alcohó-
lico mínimo de 15% vol. y producida de conformidad 
con lo establecido en el artículo 2.1 del Reglamento 
(CE) núm. 110/2008, de 15 de enero, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, relativo a la definición, desig-
nación, presentación, etiquetado y protección de la in-
dicación geográfica de bebidas espirituosas y se de-
roga el Reglamento (CEE) núm. 1576/1989, de 29 de 
mayo. 

f) Acreditación: declaración por un organismo nacional 
de acreditación o, en su caso, por la autoridad pública 
competente, de que un organismo de evaluación de la 

conformidad cumple los requisitos fijados con arreglo a 
normas armonizadas y, cuando proceda, otros requisitos 
adicionales, incluidos los establecidos en los esquemas 
sectoriales pertinentes, para ejercer actividades específi-
cas de evaluación de la conformidad. 

g) Auditoría: el examen sistemático, independiente 
y documentado para determinar si las actividades y 
sus resultados se corresponden con los planes previs-
tos, y si éstos se aplican eficazmente y son adecua-
dos para alcanzar los objetivos. 

h) Certificación: el procedimiento mediante el cual 
la autoridad competente de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía o los organismos autorizados, propor-
cionan garantía escrita de que un producto, proceso o 
servicio es conforme con unos requisitos establecidos 
por la normativa de aplicación. 

i) Comercialización: la posesión, tenencia, almace-
naje, suministro o depósito de productos y de materias 
y elementos para la producción y la distribución con el 
objetivo de venderlos. Se incluye la oferta de venta o 
de cualquier otra forma de transferencia o cesión, ya 
sea remunerada o gratuita. 

j) Entidad colaboradora: 0rganismo de evaluación de 
la competencia técnica de un organismo de evaluación 
de la conformidad o de las entidades auxiliares. 

k) Etapas de la producción, la transformación y la dis-
tribución de productos: cualquiera de las fases, incluida 
la de importación, que van desde la producción primaria, 
incluyendo la cosecha, el ordeño y cría de animales de 
abasto, la caza, la pesca y la recolección de productos 
silvestres, hasta la venta y distribución al consumidor fi-
nal de un producto, contemplando la importación, pro-
ducción, fabricación, manipulación, acondicionamiento, 
conservación, almacenamiento y transporte. 

l) Inspección: el examen de cualquiera de los aspec-
tos relativos a los productos agroalimentarios y pesque-
ros, a fin de verificar que dichos aspectos cumplen los 
requisitos establecidos, en normas y pliegos de condicio-
nes específicas. 

m) Materias y elementos para la producción y comer-
cialización agroalimentarias: los productos o sustancias 
que sean utilizados o existan probabilidades razonables 
de que vayan a ser utilizados en la producción, transfor-
mación o comercialización agroalimentarias, incluyendo 
las materias primas, los fertilizantes agrícolas, los aditi-
vos, los productos intermedios, los productos acabados y 
los productos de adición; los envases y etiquetas de los 
productos agroalimentarios y los documentos asociados 
a los mismos; las herramientas e instalaciones utilizadas 
para la producción, transformación y comercialización 
agroalimentarias, y en general, las actividades y servicios 
que se relacionan directamente con los mismos. 

n) Operadores agroalimentarios y pesqueros: las 
personas físicas o jurídicas que, con o sin ánimo de 
lucro, llevan a cabo cualquier actividad relacionada 
con la producción, transformación y comercialización 
de productos agroalimentarios y pesqueros. 
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ñ) Organismos de evaluación de la conformidad: las 
personas físicas o jurídicas encargadas de hacer, de 
manera independiente, una declaración objetiva de que 
los productos o servicios cumplen unos requisitos espe-
cíficos, de acuerdo con lo establecido en normas de ca-
rácter obligatorio o en normas y pliegos de condiciones 
específicas que incluyen calibración, ensayo, certifica-
ción e inspección. Dentro de estos se distinguen: 

1.º Órganos de control de Denominaciones de Ori-
gen Protegidas, Indicaciones Geográficas Protegidas 
e Indicaciones Geográficas de bebidas espirituosas: 
órganos de la denominación que verifican el cumpli-
miento del pliego de condiciones. 

2.º Organismos independientes de control: orga-
nismos autorizados por la Consejería competente en 
materia agraria y pesquera, y acreditados en el cum-
plimiento de la norma sobre “Requisitos generales pa-
ra entidades que realizan la certificación del producto” 
(UNE-EN 45011 o norma que la sustituya). 

3.º Organismos independientes de inspección: or-
ganismos autorizados por la Consejería competente 
en materia agraria y pesquera, y acreditados en el 
cumplimiento de la norma sobre “Criterios generales 
para el funcionamiento de los diversos tipos de orga-
nismos que realizan inspección” (ISO 17020 o norma 
que la sustituya). 

4.º Laboratorios de control: centro público o privado 
en el que se realizan ensayos fisicoquímicos, microbioló-
gicos y organolépticos de productos agrarios y alimenta-
rios para el control de la calidad de los mismos. 

o) Trazabilidad: la capacidad de encontrar y seguir 
el rastro de los productos y las materias y elementos 
para la producción, transformación y la comercializa-
ción, mediante el establecimiento y mantenimiento ac-
tualizado de un sistema de procedimientos de registro 
de datos predefinidos que consten por escrito e identi-
fiquen el lote o la partida y, si procede, la unidad o in-
dividuo, tanto en las empresas como durante la circu-
lación de los productos, de cara a permitir realizar su 
seguimiento en el espacio y en el tiempo, a lo largo de 
todas las etapas de producción, transformación y dis-
tribución, con el objetivo de poder conocer también las 
características cualitativas de los productos, las con-
diciones en que han sido producidos y distribuidos, y 
la identidad y localización de los operadores agroali-
mentarios y pesqueros que han intervenido en éstas. 

p) Alcance: estándar de referencia, requisitos y nor-
mas para cuya evaluación de la conformidad, una enti-
dad puede ser declarada técnicamente competente. 

q) Verificación: la comprobación, mediante examen 
y estudio de pruebas objetivas, del grado de cumpli-
miento de los requisitos especificados. 

r) Informe de ensayo: documento, en soporte papel o 
electrónico, que contiene información veraz de, al me-
nos, la naturaleza del producto analizado y los resultados 
analíticos obtenidos. Este documento debe ser firmado 
por la persona que ostenta la responsabilidad técnica del 

área de análisis que lo emite, la cual se hace cargo de 
que los resultados obtenidos son veraces y se corres-
ponden con las características del producto. En su caso, 
este documento debe contener información de si se 
cumple o no, la legislación vigente aplicable al producto, 
así como del laboratorio que lo emite o, en su caso, si es 
un centro subcontratado por éste. 

s) Informe de inspección: Documento que contiene 
una descripción detallada de las actuaciones de inspec-
ción y sus resultados. Puede emitirse en soporte digital y 
debe ser firmado por la persona que ostenta la respon-
sabilidad técnica del área de la inspección. 

t) Informe de certificación: Documento que recoge 
toda la información obtenida durante el proceso de 
evaluación de los requisitos de calidad, establecidos 
en el procedimiento de obtención del producto. Este 
documento puede emitirse en soporte digital, debien-
do ser firmado por la persona que ostenta la Dirección 
Técnica de la entidad, y puede referenciar todo tipo de 
información relativa a controles realizados, acciones 
correctoras propuestas, controles analíticos si proce-
den y cualquier otra que se considere pertinente. 

u) Entidad auxiliar: aquella que formando parte de 
la estructura de la organización del operador agroali-
mentario, cumple las funciones de los organismos de 
evaluación de la conformidad. 

v) Producción primaria: la producción, la cría o cul-
tivo de productos primarios, con inclusión de la cose-
cha, el ordeño y la cría de animales de abasto previa 
a su sacrificio. Abarcará también la caza, la pesca y la 
recolección de productos silvestres. 

Artículo 4. Promoción y fomento de la calidad. 

1. En materia de promoción y fomento de la calidad 
agroalimentaria y pesquera, la presente Ley tiene los 
objetivos siguientes: 

a) Incentivar entre los operadores agroalimentarios 
y pesqueros del sector la utilización de las diferentes 
denominaciones de calidad. 

b) Contribuir a la promoción de los productos anda-
luces de calidad en el mercado. 

c) Preservar y valorar el patrimonio de los produc-
tos de calidad de Andalucía. 

d) Propiciar las iniciativas de colaboración e inter-
acción entre los operadores agroalimentarios y pes-
queros para la realización de actuaciones conjuntas 
en materia de promoción. 

e) Incorporar la política de promoción de productos de 
calidad en las políticas de desarrollo rural, medioambien-
tal, turística, gastronómica, artesanal, cultural, entre otras. 

f) Articular las iniciativas públicas y privadas en fa-
vor de la calidad de los productos. 

2. La Administración de la Junta de Andalucía, bien di-
recta o indirectamente, podrá financiar campañas de in-
formación y promoción de productos agroalimentarios y 
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pesqueros de calidad, en el marco de la normativa euro-
pea, básica estatal y de acuerdo con la normativa auto-
nómica que se establezca reglamentariamente. 

3. Las campañas financiadas con fondos públicos de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, deberán atener-
se a alguno o algunos de los siguientes criterios: 

a) Informar sobre los productos de calidad como in-
tegrantes de la alimentación mediterránea. 

b) Recomendar el consumo de productos de calidad. 
c) Difundir e informar sobre la calidad, propiedades y 

características diferenciales de los productos de calidad 
andaluces, impulsando su conocimiento tanto en el mer-
cado interior como en el exterior, destacando los aspec-
tos históricos, tradicionales, culturales, su vinculación con 
el territorio, las innovaciones y nuevas elaboraciones. 

TÍTULO II 
ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD COMERCIAL 

AGROALIMENTARIA Y PESQUERA 

Artículo 5. Concepto y ámbito. 

1. Por aseguramiento de la calidad comercial se 
entiende el conjunto organizado y planificado de acti-
vidades encaminadas a obtener un nivel de confianza 
adecuado de que en el ámbito de la calidad comercial 
agroalimentaria y pesquera se cumplen los requisitos 
establecidos en la normativa de aplicación. 

2. Corresponde a los operadores agroalimentarios y 
pesqueros asegurar y garantizar que los productos 
agroalimentarios y pesqueros, o las materias y elemen-
tos para la producción y comercialización alimentarias 
cumplen con la legislación vigente en materia de calidad 
y evaluación de la conformidad. Los gastos que se deri-
ven de las actuaciones de control y certificación necesa-
rias para garantizar el cumplimiento de dicha exigencia, 
irán a cargo de los referidos operadores. 

3. El presente Título se aplica a todas las etapas de la 
producción, transformación y distribución de los produc-
tos, materias y elementos utilizados en la producción y 
comercialización de productos agroalimentarios y pes-
queros. 

4. Se excluyen del ámbito de aplicación del presen-
te Título los aspectos en los que interviene cualquier 
componente regulado por la normativa específica so-
bre seguridad alimentaria. 

Artículo 6. Obligaciones de los operadores agroali-
mentarios y pesqueros. 

1. Con el fin de cumplir las obligaciones, los opera-
dores agroalimentarios y pesqueros deben implantar 
un sistema de gestión de la calidad comercial. Que-
dan exceptuados de dicha obligación los agricultores, 
ganaderos, pescadores y demás operadores de pro-

ductos primarios, siempre que no destinen directamen-
te su producción al consumidor final, o estén incluidos 
en una denominación de calidad, en cuyo caso se esta-
rá a lo que disponga la normativa aplicable. 

2. El referido sistema de gestión de la calidad de-
berá incluir, como mínimo, la definición y descripción 
de los siguientes elementos y procedimientos: 

a) Equipos, maquinaria e instalaciones, las fases 
del proceso de elaboración y de los procedimientos 
empleados para garantizar su control. 

b) Trazabilidad de los lotes o partidas de productos 
alimentarios y materias y elementos para la produc-
ción y comercialización alimentarias con que trabajen. 

c) Sistema de registro y tratamiento de las recla-
maciones, así como de la sistemática de retirada in-
mediata de los productos defectuosos existentes en el 
circuito de distribución o comercialización. 

d) Sistema utilizado para la identificación y etique-
tado de los productos, tanto acabados susceptibles de 
ser comercializados, como los productos agroalimen-
tarios o materias y elementos para la producción y la 
comercialización agroalimentarias y pesqueras que se 
encuentren a granel. 

e) Sistema de registro empleado para conservar la 
información y realizar la contabilidad material de los 
productos agroalimentarios y pesqueros, y de las ma-
terias y elementos que utilicen para la producción, la 
transformación y la comercialización agroalimentarias 
y pesqueras. 

f) Sistemática empleada conforme a la legalidad vi-
gente, para la emisión, gestión, archivo y conservación, 
en su caso, de los documentos de acompañamiento. 

g) Plan de control de calidad que prevea, como mí-
nimo, los procedimientos empleados, la periodicidad y 
la frecuencia de las tomas de muestras, las especifi-
caciones y el destino de los productos en el caso de 
que no se ajusten a la normativa. Este plan también 
debe justificar si es necesario o no que los operadores 
dispongan de un laboratorio de control. 

3. El sistema de gestión a que se refiere el apartado 1, 
describirá, además, la forma en que los operadores: 

a) Disponen de los elementos necesarios que de-
muestren la veracidad y exactitud de las informacio-
nes facilitadas o que figuren en el etiquetado, en los 
documentos de acompañamiento, en los documentos 
comerciales, en la publicidad y la presentación de los 
productos alimentarios, materias y elementos para la 
producción y comercialización alimentarias que co-
mercialicen, así como de los productos utilizados en 
su producción o transformación. 

b) Verifican que en todas las etapas de la produc-
ción, la transformación y la distribución bajo su con-
trol, los productos cumplen los requisitos de la legisla-
ción aplicable a su actividad. 

c) Aseguran la trazabilidad de sus productos. 
d) Disponen de un sistema de reclamaciones y reti-

rada de productos. 
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e) Garantizan que los productos cumplen con los 
requisitos de calidad especificada. 

f) Justifican las verificaciones y controles efectua-
dos sobre los productos. 

g) Retiran del mercado los productos no conformes 
con la normativa de referencia. 

h) Garantizan el acceso a sus instalaciones a los 
organismos de evaluación de la conformidad. 

4. En caso de que los elementos y procedimientos 
establecidos en el apartado 1, o parte de ellos, se en-
cuentre integrados en otros sistemas derivados de la 
aplicación de la reglamentación vigente o de índole 
voluntaria, el operador, en un documento central, de-
tallará la referencia al sistema o sistemas que conten-
gan la información. 

5. Los operadores agroalimentarios y pesqueros de 
las denominaciones de calidad están obligados a su 
vez, a presentar aquellos documentos que se requieran 
para su verificación por los organismos de evaluación 
de la conformidad, los cuales desarrollarán la sistemáti-
ca implantada para cumplir los requisitos adicionales 
que figuran en los pliegos de condiciones, y a su vez 
generen los registros que permitan verificarlos. Para la 
producción primaria, establecerán el sistema de gestión 
con los requisitos que se desarrollen reglamentaria-
mente. 

6. En el supuesto de exenciones del etiquetado re-
glamentario, cualquier transporte o circulación de pro-
ductos alimentarios o materias y elementos para la 
producción y comercialización alimentarias, habrá de 
ir acompañado de un documento en el cual constarán 
los datos necesarios para que el receptor o consumi-
dor de la mercancía tenga la adecuada y suficiente in-
formación. Este documento, como mínimo, habrá de 
incluir la identificación y domicilio del suministrador, 
las características principales del producto, en particu-
lar la calidad, naturaleza, origen, composición, utiliza-
ción, finalidad, designación, denominación, categoría, 
fecha de producción o caducidad, instrucciones de 
uso, condiciones de producción y distribución, el nom-
bre, dirección e identificación del fabricante, y el deta-
lle correspondiente a la certificación, en su caso. 

7. Los originales de los documentos de acompa-
ñamiento de productos recibidos y las copias de los 
documentos de acompañamiento de productos expe-
didos, han de conservarse durante un periodo de cin-
co años a disposición de los servicios de inspección y 
control. 

Podrán establecerse reglamentariamente otros sis-
temas de identificación y codificación de los productos 
que sustituyan a los documentos de acompañamiento 
de los productos durante su transporte y circulación. 

8. Además de las obligaciones a que se refieren los 
apartados anteriores, los operadores deberán: 

a) Estar inscritos en los registros administrativos li-
gados al desarrollo de la actividad que realicen o 
haber presentado la declaración responsable o la co-

municación previa conforme a lo previsto en la norma-
tiva sectorial vigente. 

b) Poner en conocimiento de la Administración com-
petente cualquier forma de fraude, falsificación, altera-
ción, adulteración, abuso, negligencia o alguna otra 
práctica que induzca a engaño, perjudique o ponga en 
peligro la calidad de los productos alimentarios, la pro-
tección del consumidor o los intereses generales, 
económicos o sociales del sector alimentario. 

c) Comunicar inmediatamente a la Administración 
competente, la comercialización de productos alimen-
tarios o de materias y elementos para la producción y 
comercialización alimentarias que ellos mismos hayan 
comercializado y que no cumplan la legislación vigen-
te en materia de calidad y conformidad. 

d) Suministrar a la Administración competente, in-
formación y permitir el acceso a los locales, a los ve-
hículos utilizados para el transporte de las mercancías 
y a la documentación justificativa de los sistemas de 
producción, transformación o comercialización, a los 
efectos de su comprobación, así como a las explota-
ciones, de conformidad con lo establecido en la nor-
mativa de denominaciones de calidad. 

e) Permitir las visitas de inspección y la toma de 
muestras o cualquier otro tipo de control o ensayo so-
bre los productos que produzcan, elaboren, distribu-
yan o comercialicen, y sobre las materias primas, adi-
tivos o materiales utilizados. 

f) Facilitar a la Administración competente, copia o 
reproducción de la documentación relativa a los pro-
ductos. 

g) Disponer de un sistema de autocontrol eficaz. 

TÍTULO III 
CALIDAD DIFERENCIADA 

CAPÍTULO I 
Denominaciones de calidad diferenciada 

Artículo 7. Denominaciones de calidad. 

1. A los efectos de esta Ley las denominaciones de 
calidad diferenciada son las siguientes: 

a) Denominación de Origen Protegida. 
Se entiende por Denominación de Origen, el nom-

bre de una región, de un lugar determinado o, en ca-
sos excepcionales, de un país, que sirve para desig-
nar un producto agrícola o un producto alimenticio 
originario de dicha región, de dicho lugar determinado 
o de dicho país, cuya calidad o características se de-
ban fundamental o exclusivamente al medio geográfi-
co con sus factores naturales y humanos, y cuya pro-
ducción, transformación y elaboración se realicen en 
la zona geográfica delimitada; también se considerará 
denominación de origen la denominación tradicional, 
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geográfica o no, que designe un producto agrícola o 
alimenticio que cumpla las condiciones mencionadas 
anteriormente. 

Se entenderá por Denominación de Origen Protegida, 
en adelante DOP, aquella denominación de origen que 
cumpliendo las condiciones y requisitos establecidos en 
la normativa estatal y comunitaria de aplicación, esté ins-
crita en el Registro comunitario correspondiente. 

b) Indicación Geográfica Protegida. 
Se entiende por Indicación Geográfica, el nombre 

de una región, de un lugar determinado o, en casos 
excepcionales, de un país, que sirve para designar un 
producto agrícola o un producto alimenticio originario 
de dicha región, de dicho lugar determinado o de di-
cho país, y que posea una cualidad determinada, una 
reputación u otra característica que pueda atribuirse a 
dicho origen geográfico y cuya producción, transfor-
mación o elaboración se realicen en la zona geográfi-
ca delimitada; también se considerará indicación geo-
gráfica la denominación tradicional, geográfica o no, 
que designe un producto agrícola o alimenticio que 
cumpla las condiciones mencionadas anteriormente. 

Se entenderá por Indicación Geográfica Protegida, en 
adelante IGP, aquella indicación geográfica que cum-
pliendo las condiciones y requisitos establecidos en la 
normativa estatal y comunitaria de aplicación, esté inscri-
ta en el Registro comunitario correspondiente. 

c) Indicación Geográfica de Bebidas Espirituosas. 
La Indicación Geográfica de Bebidas Espirituosas, en 

adelante IGBE, es aquella que, inscrita en el Registro 
comunitario correspondiente, identifica a una bebida es-
pirituosa como originaria del territorio de un país o de una 
región o localidad de ese territorio, si determinada cali-
dad, reputación u otras características de la bebida espi-
rituosa son imputables fundamentalmente a su origen 
geográfico. 

d) Especialidad Tradicional Garantizada. 
La Especialidad Tradicional Garantizada, en ade-

lante ETG, es una certificación de características es-
pecíficas que reconoce, mediante la inscripción en el 
Registro comunitario, un producto agroalimentario que 
tiene una composición tradicional o que ha sido obte-
nido a partir de materias primas tradicionales o me-
diante un método de producción o transformación de 
tipo tradicional. 

La protección de las ETG se estructura en dos ni-
veles:  

1º) La ETG con reserva de nombre. En este su-
puesto los elaboradores que cumplan el pliego de 
condiciones tienen el derecho de utilizar el nombre re-
gulado, la denominación ETG y el símbolo comunitario 
específico. 

2º) La ETG sin reserva de nombre. En este supues-
to los elaboradores pueden utilizar libremente el nom-
bre del producto, pero solamente los que cumplan el 
pliego de condiciones pueden utilizar la denominación 
ETG y el símbolo comunitario. 

e) Producción ecológica. 
La producción ecológica es un sistema general de 

gestión agrícola y producción de alimentos que combina 
las mejores prácticas ambientales, un elevado nivel de 
biodiversidad, la preservación de recursos naturales, la 
aplicación de normas exigentes sobre bienestar animal y 
una producción conforme a las preferencias de determi-
nados consumidores por productos obtenidos a partir de 
sustancias y procesos naturales. 

En la producción ecológica no podrán utilizarse Orga-
nismos Modificados Genéticamente, en adelante OMG, 
ni productos obtenidos a partir de, o mediante OMG como 
alimentos, piensos, coadyuvantes tecnológicos, productos 
fitosanitarios, abonos, acondicionadores del suelo, semi-
llas, material de reproducción vegetativa, microorganis-
mos, ni animales. Igualmente, queda prohibida la utiliza-
ción de radiaciones ionizantes para tratar alimentos o 
piensos ecológicos, o materias primas utilizadas en ali-
mentos o piensos ecológicos, debiendo estar en pose-
sión de los instrumentos de prevención y control ambien-
tal que le sean de aplicación. 

f) Producción integrada de Andalucía. 
La producción integrada de Andalucía es un siste-

ma utilizado, para diferenciar los productos obtenidos 
de conformidad con la reglamentación técnica de la 
producción integrada, que para cada uno de ellos se 
establezca, consistiendo la misma en sistemas de 
producción, manipulación, transformación o elabora-
ción de productos agrarios que utilizan al máximo los 
recursos y los mecanismos de producción naturales y 
aseguran a largo plazo una producción sostenible, in-
troduciendo en ella métodos y técnicas que compatibi-
licen las exigencias de la sociedad, la protección del 
medio ambiente, el bienestar animal, la productividad 
agraria, y la calidad y seguridad de los alimentos, de-
biendo estar en posesión de los instrumentos de pre-
vención y control ambiental que le sean de aplicación. 

g) Niveles de protección del origen establecidos en 
la Ley 10/2007, de 26 de noviembre, de Protección del 
Origen y la Calidad de los Vinos en Andalucía. 

Los niveles de protección del origen así como su ges-
tión y control previstos en el Título II de la Ley 10/2007, 
de 26 de noviembre, se adecuarán reglamentariamen-
te en cuanto a su denominación, solicitudes, procedi-
miento de reconocimiento, órganos de gestión, fines, 
funciones y control, a lo establecido en la presente 
Ley y en la normativa comunitaria y estatal que sea de 
aplicación. 

2. Las denominaciones de calidad diferenciada re-
lacionadas anteriormente, lo serán sin perjuicio de 
otras denominaciones que reglamentariamente pue-
dan establecerse de conformidad con lo establecido 
en la presente Ley o en la normativa básica estatal y 
comunitaria aplicable. 

3. Cada denominación de calidad diferenciada con-
tará con una normativa específica, que recogerá entre 
otras, las obligaciones derivadas de la presente Ley y 
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demás normativa comunitaria y estatal de aplicación, 
así como las referidas al sistema de control de la 
misma y al pliego de condiciones. Dicha normativa se-
rá aprobada por la persona titular de la Consejería 
competente en materia agraria y pesquera. 

CAPÍTULO II 
Régimen aplicable a determinadas denominaciones 

de calidad 

Artículo 8. Protección. 

1. La protección de las DOP, de las IGP, y de las 
IGBE, se extiende al nombre geográfico de la deno-
minación, así como desde la producción o elaboración 
a todas las fases de la comercialización de los produc-
tos, incluyendo la presentación, etiquetado, publicidad y 
documentación comercial, e implica la prohibición de: 

a) Toda utilización comercial, directa o indirecta, de 
una denominación registrada para productos no am-
parados por el Registro, en la medida en que sean 
comparables a los productos registrados bajo dicha 
denominación o en la medida en que al usar la deno-
minación se aprovechen de la reputación o renombre 
de la denominación registrada. 

b) Toda usurpación, uso indebido, imitación o evo-
cación, incluso cuando se indique el origen verdadero 
del producto y aunque la denominación registrada esté 
traducida o vaya acompañada de una expresión como 
género", "tipo", "método", "estilo", "elaborado", "aroma", 
"imitación", "gentilicio" o una expresión similar. 

c) Cualquier otro tipo de indicación falsa o falaz en 
cuanto a la procedencia, el origen, la naturaleza o las 
características esenciales de los productos, en el en-
vase o en el embalaje, en la publicidad o en los do-
cumentos relativos a los productos de que se trate, así 
como la utilización de envases que por sus caracterís-
ticas puedan crear una impresión errónea acerca de 
su origen. 

d) Cualquier otra práctica que pueda inducir a error 
al consumidor sobre el auténtico origen del producto. 

2. Las marcas que hagan referencia a los nombres 
geográficos protegidos únicamente podrán emplearse 
en productos amparados, sin perjuicio de lo previsto 
en la normativa comunitaria. 

3. Cualquier otro tipo de marcas, que se utilicen en 
los productos con derecho a un nombre geográfico pro-
tegido, no podrán ser empleadas, ni siquiera por las 
propias personas titulares, en la comercialización del 
mismo producto no amparado, salvo que se entienda 
que su aplicación no causa perjuicio a los productos 
protegidos, siendo la persona titular de la Consejería 
competente en materia agraria y pesquera quien podrá 
autorizar la utilización de dichas marcas, en la comer-
cialización de dichos productos. La autorización expre-

sa para el uso de la marca, requerirá informe previo del 
Consejo Regulador correspondiente, teniendo en cuen-
ta como criterios valorativos, la promoción del desarro-
llo de la actividad económica sectorial en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía y la garantía de la protección a 
los consumidores, estando sujetos los operadores a la 
obligación de que las etiquetas que se utilicen para la 
comercialización de productos amparados, incluyan 
elementos que identifiquen con claridad el origen de 
cada uno de ellos y la indicación de la denominación de 
calidad a la que pertenecen. 

4. La Administración de la Junta de Andalucía, a tra-
vés de la Consejería competente en materia agraria y 
pesquera, dispondrá los medios necesarios para la de-
fensa efectiva de los nombres geográficos protegidos. 

5. La utilización del término "certificado" o una expre-
sión similar, queda restringida en el ámbito de la calidad 
agroalimentaria para los productos agroalimentarios y 
pesqueros sujetos a la verificación de la conformidad, de 
acuerdo a lo establecido en normas o pliegos de condi-
ciones de titularidad pública, pliegos de condiciones au-
torizados o pliegos de condiciones privados. 

6. En el caso de ETG, la protección implica la 
prohibición de cualquier práctica que pueda llevar a 
error al consumidor, incluidas aquellas prácticas que 
hagan creer que el producto es una especialidad tra-
dicional garantizada reconocida por la Comunidad. 

7. En los casos de la Producción Ecológica y Pro-
ducción Integrada, la protección afecta a todas las fa-
ses de comercialización de los productos, incluyendo 
la presentación, etiquetado, publicidad y documenta-
ción comercial, sus ingredientes o las materias primas 
para alimentación animal, en particular a la indicación 
Producción Ecológica, los términos ecológico, biológi-
co, sus derivados o abreviaturas, tales como "BIO" y 
"ECO", utilizados aisladamente o combinados, que só-
lo podrán emplearse para designar un producto que 
haya sido obtenido según la normativa aplicable. 

Artículo 9. Solicitud de reconocimiento y registro de 
DOP, IGP, IGBE y ETG. 

1. En los términos de lo establecido en la normativa 
comunitaria de aplicación, pueden presentar solicitu-
des de reconocimiento de DOP, IGP, IGBE y ETG, las 
agrupaciones, entendiéndose por éstas, respectiva-
mente, a toda organización, cualquiera que sea su 
forma jurídica o composición, de productores o de 
transformadores interesados en el mismo producto 
agrícola y alimenticio o bebida espirituosa. 

2. Quienes soliciten reconocimientos de DOP, IGP 
e IGBE deberán acreditar su vinculación profesional, 
económica y territorial con los productos para los cua-
les se solicita el registro, por su condición de produc-
tores o transformadores que ejercen su actividad en el 
área territorial relacionada con la denominación. 
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3. La solicitud de registro comunitario de una DOP, 
IGP, IGBE y ETG, se dirigirá a la Consejería competen-
te en materia agraria y pesquera la cual, tras valorar su 
adecuación a la normativa comunitaria, procederá, en 
su caso, a su remisión al Ministerio competente en ma-
teria agraria y pesquera para su traslado a la Comisión 
europea. Una vez presentada dicha solicitud en la 
Comisión podrá concederse el reconocimiento provi-
sional de la Comunidad Autónoma. 

Artículo 10. Titularidad, uso y gestión de los nombres 
geográficos protegidos. 

1. Los nombres geográficos protegidos de las DOP, 
IGP, e IGBE son bienes de dominio público y no pue-
den ser objeto de apropiación individual, venta, enaje-
nación o gravamen. La titularidad de estos bienes de 
dominio público corresponde a la Comunidad Autó-
noma de Andalucía cuando comprenda exclusivamen-
te el territorio de esta Comunidad. 

2. El uso y gestión de los nombres geográficos pro-
tegidos están regulados por la presente Ley, por las 
normas que la desarrollen y por la normativa básica 
estatal y comunitaria que le sea de aplicación. 

3. No podrá negarse el uso de los nombres geográ-
ficos protegidos a cualquier persona física o jurídica 
que lo solicite y cumpla los requisitos establecidos en 
la normativa de aplicación, salvo que se hubiera im-
puesto sanción de pérdida temporal o definitiva del 
uso del nombre protegido o concurra otra causa esta-
blecida en la normativa aplicable a la denominación. 

CAPÍTULO III 
Marcas de calidad de titularidad pública 

Artículo 11. Marcas de calidad de titularidad pública. 

Las marcas de calidad referidas a productos agroa-
limentarios y pesqueros que cree reglamentariamente 
y registre la Junta de Andalucía, serán marcas de ca-
lidad de titularidad pública, correspondiendo a ésta el 
derecho exclusivo de uso de las mismas, pudiendo 
autorizar su uso en los términos que reglamentaria-
mente se determinen. 

 

CAPÍTULO IV 
Consejos Reguladores 

Artículo 12. Naturaleza, régimen jurídico y ámbito de 
competencias. 

1. La gestión de las DOP, IGP e IGBE, será reali-
zada por un órgano de gestión, denominado Consejo 

Regulador, en el que estarán representadas las per-
sonas productoras y/o elaboradoras inscritas en los 
registros que se establezcan en el reglamento especí-
fico de las citadas denominaciones de calidad. 

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 16 
se entiende autorizado el Consejo Regulador, adqui-
riendo la naturaleza jurídica definida en la presente 
Ley con la publicación de su reglamento en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía. 

3. Los Consejos Reguladores se constituyen como 
Corporaciones de Derecho Público, con personalidad 
jurídica propia, autonomía económica y plena capaci-
dad de obrar para el cumplimiento de las funciones 
que determine la presente Ley y establezcan los re-
glamentos que se dicten en desarrollo de la misma. 
Podrán participar, constituir o relacionarse con toda 
clase de asociaciones, fundaciones y sociedades civi-
les o mercantiles, así como con la Administración Pú-
blica, estableciendo entre ellos, en su caso, los opor-
tunos acuerdos de colaboración. Con carácter general 
sujetan su actividad al Derecho Privado, excepto en 
las actuaciones que impliquen el ejercicio de potesta-
des públicas, en las que deben sujetarse al Derecho 
Administrativo. 

4. Los Consejos Reguladores se regirán por lo dis-
puesto en la presente Ley, en la normativa básica del 
Estado, sus respectivas normas de desarrollo, y por el 
reglamento específico de cada una de las denomina-
ciones de calidad. 

5. Las competencias de cada Consejo Regulador 
quedan limitadas a la zona de producción, transforma-
ción y elaboración, en su caso, a las personas inscritas 
en los registros correspondientes, y a los productos 
protegidos por la DOP, IGP e IGBE, en cualquier fase 
de producción, transformación, elaboración, acondicio-
namiento, almacenaje, envasado, circulación y comer-
cialización. 

Artículo 13. Fines y funciones. 

1. Los fines de los Consejos Reguladores son la 
representación, defensa, garantía, formación, investi-
gación, desarrollo e innovación de mercados y promo-
ción tanto de los productos amparados, como de la 
denominación de calidad. 

2. Para el cumplimiento de sus fines los Consejos 
Reguladores desempeñarán, al menos, las siguientes 
funciones: 

a) Proponer el Reglamento específico y el pliego de 
condiciones del producto, así como sus posibles modi-
ficaciones. 

b) El control y la defensa del nombre de la denomi-
nación. 

c) Orientar la producción y calidad así como la 
promoción genérica de los productos amparados e in-
formar a los consumidores sobre éstos y sus caracte-
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rísticas específicas, garantizando en el ámbito de sus 
competencias el cumplimiento del principio de veraci-
dad y demostrabilidad de la información que figure en 
el etiquetado de los productos amparados en la de-
nominación. 

d) Velar por el prestigio de la denominación de calidad 
y el cumplimiento de la normativa específica del producto 
amparado, pudiendo denunciar, ante los órganos admi-
nistrativos y jurisdiccionales competentes, cualquier uso 
incorrecto o incumplimiento tanto de su Reglamento co-
mo de la normativa que sea de aplicación. 

e) Adoptar, en su caso, en el marco de su normati-
va específica, el establecimiento de los rendimientos, 
límites máximos de producción, de transformación y 
de comercialización en caso de autorización, la forma 
y condiciones de riego, o cualquier otro aspecto de 
coyuntura anual que pueda influir en estos procesos, 
según criterios de defensa y mejora de la calidad, de 
acuerdo con la normativa vigente en materia de com-
petencia y dentro de los límites fijados por su Regla-
mento. 

f) Establecer, en el ámbito de sus competencias, 
los requisitos que deben cumplir las etiquetas de los 
productos amparados. 

g) La gestión de los registros definidos en su Re-
glamento. 

h) Elaborar estadísticas de producción, elaboración 
y comercialización de los productos amparados, para 
uso interno y para su difusión y general conocimiento. 

i) La elaboración y aprobación del presupuesto de 
cada ejercicio y la liquidación del ejercicio pasado. 

j) Gestionar las cuotas y derechos obligatorios que 
en el Reglamento se establezcan para su financiación. 

k) Proponer la planificación y programación del 
control al que debe someterse cada operador agroa-
limentario y pesquero inscrito, en todas y cada una de 
las fases de producción, elaboración y comercializa-
ción de los productos amparados y, en su caso, los 
mínimos de control para la concesión inicial y para el 
mantenimiento de la certificación. 

l) Colaborar con las autoridades competentes en 
materia agroalimentaria y pesquera en el manteni-
miento de los Registros públicos oficiales correspon-
dientes, así como, en su caso, con los órganos encar-
gados del control. 

m) Expedir a petición del órgano u organismo de 
control y previo informe vinculante de certificación, los 
certificados de origen tanto de los productos agroali-
mentarios o pesqueros como de los productos inter-
medios que de acuerdo con el pliego de condiciones 
tengan la consideración de aptos para la elaboración 
de aquéllos. 

n) Retirar, previo informe vinculante del órgano u 
organismo de control, el derecho al uso de la certifica-
ción a aquellos productos que, de acuerdo con el sis-
tema de control elegido, incumplan los requisitos del 
pliego de condiciones. 

ñ) Colaborar con las distintas Administraciones Pú-
blicas en la preparación, elaboración y aplicación de 
normas que afecten a materias propias de denomina-
ciones de calidad, realizando estudios y emitiendo in-
formes a requerimiento de las mismas. 

o) Las funciones de control que, en su caso, esta-
blezca su Reglamento. 

p) La organización y convocatoria de sus procesos 
electorales. 

q) La gestión de marcas de titularidad pública, en el 
ámbito de sus competencias, cuando así se establez-
ca reglamentariamente. 

r) Elaborar, en su caso, un plan de control de los 
operadores inscritos para verificar el cumplimiento de 
las obligaciones a que se refiere el artículo 6, cuyas 
directrices serán desarrolladas vía reglamentaria, el 
cual estará integrado en el Plan de Control Oficial de 
la Calidad Agroalimentaria. 

s) Cualesquiera otras que le atribuya expresamente 
su Reglamento y la legislación en vigor. 

3. Las decisiones que adopten los Consejos Regu-
ladores, respecto a las funciones enumeradas en las le-
tras e), g) y j) del apartado 2, así como, en el ejercicio de 
la función de control a que se refieren los artículos 24.4 b) 
y 33.1 b), podrán ser objeto de impugnación en vía ad-
ministrativa, ante la Consejería competente en materia 
agraria y pesquera. 

Artículo 14. Organización. 

La organización de los Consejos Reguladores se 
desarrollará reglamentariamente, bajo los principios de 
autonomía de gestión, ausencia de ánimo de lucro, fun-
cionamiento democrático, representatividad de los inter-
eses económicos y sectoriales, con especial atención de 
los minoritarios, debiendo existir paridad en la represen-
tación de los diferentes intereses que concurran, pudién-
dose establecer las mayorías cualificadas necesarias pa-
ra la adopción de acuerdos por el Consejo Regulador. 

Artículo 15. Estructura de los Consejos Reguladores. 

1. Constituyen órganos de los Consejos Reguladores: 
a) La Presidencia. 
b) El Pleno. 
c) La Secretaría General. 
d) La Comisión Específica, cuando así se disponga en 

el Reglamento, en el caso de Consejos Reguladores que 
gestionen más de una Denominación de Calidad. 

e) Cualquier otro órgano que establezca el regla-
mento de la denominación. 

2. Los Consejos Reguladores deberán comunicar a 
la Consejería competente en materia agraria y pes-
quera la composición de sus órganos, así como las 
modificaciones que en ellos se produzcan. 
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3. El Pleno es el órgano colegiado de gobierno y 
administración del Consejo Regulador. Está compuesto 
por distintas vocalías cuyo procedimiento de elección 
ha de establecerse en el Reglamento de la denomina-
ción y debe realizarse por sufragio entre todos los 
miembros inscritos en los distintos registros que gestio-
na el Consejo Regulador, debiendo existir paridad en la 
representación de elaboradores y productores. Para la 
adopción de acuerdos en el seno del Consejo Regula-
dor el voto de cada vocalía tendrá igual valor. Regla-
mentariamente se regulará el proceso electoral para la 
designación de sus miembros. 

4. Las personas jurídicas integrantes del Pleno de-
berán designar una persona física que las represente 
en las sesiones del mismo. 

5. La persona titular de la Presidencia tiene voto de 
calidad, ejerce la representación legal del Consejo 
Regulador y preside habitualmente sus órganos, salvo 
en los supuestos que determine el Reglamento de la 
denominación. 

6. Los Consejos Reguladores podrán designar en-
tre las vocalías a la Vicepresidencia, para que sustitu-
ya a la Presidencia en los casos de vacante, ausen-
cia, enfermedad u otra causa legal. 

7. En todos los Consejos Reguladores existirá la Se-
cretaría General. La designación de la persona titular de 
la Secretaría General se hará por el Pleno, a propuesta 
de la Presidencia, y desempeñará las funciones que 
vengan determinadas en su Reglamento. En el caso de 
que el puesto de la Secretaría General no estuviese cu-
bierto, el Consejo podrá provisionalmente, encomendar 
sus funciones a otra persona a su servicio. Su nombra-
miento deberá ser comunicado a la Consejería compe-
tente en materia agraria y pesquera. 

8. La Consejería competente en materia agraria y 
pesquera designará una persona representante que 
asistirá a las reuniones del Consejo Regulador, con 
voz pero sin voto. Dicho representante deberá ser 
personal funcionario adscrito a la Consejería a la que 
deberá remitir un informe de los temas tratados en las 
reuniones del Consejo Regulador. 

Artículo 16. Autorización. 

Los Consejos Reguladores deberán ser autoriza-
dos por la persona titular de la Consejería competente 
en materia agraria y pesquera antes de iniciar su acti-
vidad. El procedimiento de autorización se establecerá 
reglamentariamente. 

Artículo 17. Gestión de más de una denominación de 
calidad. 

Un mismo Consejo Regulador podrá gestionar dos 
o más DOP, IGP e IGBE, incluidas las Denominacio-
nes de Origen y Denominaciones de Origen Califica-

das establecidas en la Ley 10/2007, de 26 de noviem-
bre, de Protección del Origen y la Calidad de los Vinos 
de Andalucía. 

Artículo 18. Deber de colaboración. 

1. La Consejería competente en materia agraria y 
pesquera y los Consejos Reguladores de las denomi-
naciones de calidad, deberán colaborar en las siguien-
tes actuaciones: 

a) El fomento entre las personas productoras, 
transformadoras y comercializadoras de la utilización 
voluntaria de las diversas denominaciones de calidad. 

b) La defensa de los nombres geográficos protegidos. 
c) El establecimiento de medidas que favorezcan 

las iniciativas de colaboración, interacción y sinergia 
entre los operadores agroalimentarios y pesqueros de 
la cadena de producción, transformación y comerciali-
zación, con la finalidad de incrementar el mercado de 
productos de calidad diferenciada. 

d) La contribución a la promoción de los productos 
de calidad diferenciada en el mercado. 

e) La preservación y revalorización del patrimonio 
de los productos agroalimentarios y pesqueros de An-
dalucía. 

2. Para la buena ejecución de sus fines, la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía facilitará a los Conse-
jos Reguladores la información que le sea solicitada 
para la ejecución de sus funciones, respetando lo es-
tablecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de di-
ciembre, por la que se regula la protección de datos 
de carácter personal. 

Artículo 19. Tutela de los Consejos Reguladores. 

1. La Consejería competente en materia agraria y 
pesquera, en el ejercicio de sus competencias, ejerce-
rá la tutela sobre los Consejos Reguladores. 

2. A estos efectos, la Consejería competente en 
materia agraria y pesquera a través de sus órganos, 
podrá realizar las actuaciones de control e inspección 
que estime convenientes para comprobar el grado de 
cumplimiento de las obligaciones de los Consejos Re-
guladores. 

3. Los Consejos Reguladores, facilitarán a la Con-
sejería competente en materia agraria y pesquera, to-
da la información que les sea requerida en los plazos 
establecidos, la cual auditará al menos bienalmente 
las funciones de verificación del cumplimiento de plie-
go de condiciones ejercidas por el órgano de control 
de la denominación. 

Artículo 20. Financiación de los Consejos Reguladores. 

1. Los Consejos Reguladores se financiarán con 
los siguientes recursos: 
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a) Los bienes que constituyan su patrimonio y los 
productos, rentas y ventas del mismo. 

b) Las subvenciones, legados y donativos que reciban. 
c) Las cantidades que pudieran percibirse en con-

cepto de indemnizaciones por daños y perjuicios oca-
sionados a la Denominación de calidad. 

d) La cantidad recaudada por cuotas y derechos 
por prestación de servicios. 

e) Cualquier otro ingreso que proceda. 
2. El Consejo Regulador establecerá en su regla-

mento cuotas de pertenencia y derechos por presta-
ción de servicios en las condiciones autorizadas por la 
Consejería competente en materia agraria y pesquera 
y en los términos que por la normativa correspondien-
te se determinen. En caso de impago, las cuotas de 
pertenencia y los derechos por prestación de servicios 
de los Consejos Reguladores podrán ser exigibles por 
la vía de apremio. 

 

TÍTULO IV 
EVALUACIÓN DE LA CONFORMIDAD DE LA CALIDAD 

DIFERENCIADA 

Artículo 21. Organismos de evaluación de la confor-
midad. 

A los efectos de la presente Ley, los organismos de 
evaluación de la conformidad son: 

a) Órganos de control de las DOP, IGP e IGBE. 
b) Organismos independientes de control. 
c) Organismos independientes de inspección. 
d) Laboratorios de control. 

Artículo 22. Autorización, inscripción y revocación. 

1. Los organismos de evaluación de la conformi-
dad, para el ejercicio del control oficial, deberán contar 
con la autorización previa al inicio de la actividad. El 
procedimiento de autorización de los organismos de 
evaluación de la conformidad será establecido regla-
mentariamente. 

2. Los organismos de evaluación de la conformidad 
autorizados se inscribirán en los Registros estableci-
dos al efecto. 

3. En el supuesto de que a un organismo de eva-
luación de la conformidad, le sea revocada la autori-
zación, deberá entregar al operador agroalimentario, 
su expediente completo. Los operadores afectados 
por la revocación de la autorización al organismo de 
evaluación de la conformidad que los certifica, man-
tendrán su situación de certificación en el nuevo orga-
nismo de evaluación de la conformidad que designen. 

4. Los organismos de evaluación de la conformidad 
autorizados por otras Comunidades Autónomas, que 
pretendan operar en el territorio de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía deberán cumplir lo establecido 

en la normativa andaluza y comunicar el inicio de su 
actividad a los efectos de la inscripción en el Registro 
correspondiente. 

En el caso de que, como consecuencia del proceso 
de evaluación realizado por la Administración, se detec-
taran incumplimientos por parte de los organismos de 
evaluación de la conformidad, se procederá, previo pro-
cedimiento, a la cancelación de dicha inscripción en el 
Registro, no pudiendo operar, desde ese momento, en 
el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Artículo 23. Obligaciones de los organismos de eva-
luación de la conformidad y de las entidades colabo-
radoras. 

1. Los organismos de evaluación de la conformidad 
estarán obligados a: 

a) Controlar el cumplimiento de las normas corres-
pondientes a cada producto, conforme a los protocolos 
adoptados y de acuerdo con lo establecido en los manua-
les de calidad, procedimientos y pliegos de condiciones. 

b) Estar inscritos en los Registros administrativos 
ligados al desarrollo de la actividad y, específicamente 
en los regulados por la Consejería competente en ma-
teria agraria y pesquera. 

c) Realizar, en tiempo y forma, a la Consejería 
competente en materia agraria y pesquera, las comu-
nicaciones establecidas en las disposiciones vigentes 
en materia de calidad y conformidad que le sean apli-
cables, mediante los sistemas de información de da-
tos que se establezcan reglamentariamente. 

d) Establecer medidas específicas y documentadas 
para garantizar su imparcialidad, independencia y au-
sencia de conflictos de intereses, así como la eficacia 
de los controles. 

e) Disponer de pólizas de seguro que cubran los 
riesgos de su responsabilidad en la cuantía que se es-
tablezca reglamentariamente. 

f) Evaluar la capacidad de producción de los ope-
radores relacionados con productos acogidos a siste-
mas de certificación. 

g) Con respecto al Proceso de Evaluación de la 
Administración establecido en el artículo 25, deberán; 

1.º Permitir las visitas de auditoría para controlar el 
funcionamiento del sistema de certificación. 

2.º Facilitar copia o reproducción de la documenta-
ción relativa al sistema de certificación. 

3.º Remitir a la Consejería competente en materia 
agraria y pesquera, en los plazos establecidos en la 
normativa vigente, la información relativa a los produc-
tos certificados. En el caso de la producción ecológi-
ca, la validez de la documentación relativa a los pro-
ductos certificados no será superior a un año. 

4.º Informar a la Administración, a solicitud de ésta, 
y en los plazos establecidos en la normativa vigente, 
del resultado de los controles realizados. En caso de 
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que los resultados de los controles revelen o hagan 
sospechar un incumplimiento, informará inmediata-
mente de ello a la Administración competente, al igual 
que de todas aquellas reclamaciones formuladas res-
pecto de los operadores que estén sometidos a su 
control y de las medidas, en su caso, aplicadas. 

h) Autorizar a la entidad colaboradora a suministrar 
la información requerida por la Administración. 

i) Realizar funciones de control en relación a las 
ayudas agroalimentarias y pesqueras cuando así se 
establezca reglamentariamente. 

j) Comunicar a los operadores la suspensión tem-
poral o la revocación de la autorización e inscripción 
en el Registro correspondiente. 

k) Comunicar a la Consejería competente en mate-
ria agraria y pesquera la existencia de acuerdos, con-
tratos o convenios con organismos de control de paí-
ses terceros que posibiliten el uso del logo de esos 
organismos de control en el etiquetado de productos 
agroalimentarios y pesqueros andaluces. 

l) Denegar o rechazar las solicitudes de clientes 
que se encuentren en situación de suspensión de la 
certificación en otro organismo de evaluación de la 
conformidad, o en caso de encontrarse en situación 
de retirada de certificación, hasta que haya concluido 
el período de retirada. 

m) Verificar que el operador agroalimentario o pes-
quero está inscrito en los Registros administrativos li-
gados al desarrollo de su actividad. 

2. Los laboratorios de control, además de las obli-
gaciones previstas en las letras a), b), c) d), e), g) y h) 
del apartado anterior, estarán obligados a: 

a) Participar en aquellas pruebas o ensayos que 
les sean solicitados por la Consejería competente en 
materia agraria y pesquera. 

b) Realizar las muestras caracterizadas que se les 
pudiera demandar por la Consejería competente en 
materia agraria y pesquera. 

3. Asimismo, además de las obligaciones previstas 
en el apartado 2 del presente artículo, los organismos 
independientes de control, los organismos indepen-
dientes de inspección y los órganos de control de las 
DOP, IGP e IGBE, estarán obligados a verificar que el 
operador agroalimentario está inscrito en los Registros 
administrativos ligados al desarrollo de su actividad. 

4. Serán obligaciones de la entidad colaboradora, 
las siguientes: 

a) Realizar la evaluación del cumplimiento de los 
requisitos fijados por la Administración tanto de los or-
ganismos de evaluación de la conformidad como de 
las entidades auxiliares, confirmando su competencia 
técnica, mediante la realización de auditorías. 

b) Informar a la Administración de los resultados de 
dichas auditorías. 

c) Evaluar acciones correctoras de las entidades. 
d) Coordinar sus acciones con las realizadas por la 

Consejería competente en materia agraria y pesquera, 

en su función de control de las actividades de los or-
ganismos de evaluación de la conformidad. 

e) Comunicar a los operadores la cesión de infor-
mación requerida por la Administración. 

f) Informar a la Administración sobre las auditorías 
a las que deba someterse como entidad colaboradora. 

Artículo 24. Laboratorios de control. 

1. Los laboratorios que intervengan en la caracteriza-
ción de productos, como entidades auxiliares en el ámbi-
to de aplicación de esta Ley, deberán contar con los me-
dios técnicos suficientes y con personal debidamente 
cualificado de forma que se garantice una adecuada ca-
pacidad técnica. En casos excepcionales, los laborato-
rios podrán subcontratar la realización de análisis que, 
por determinadas causas no puedan llevar a cabo, siem-
pre previa información al cliente, estableciéndose regla-
mentariamente las condiciones de la subcontratación. 

2. Siempre que los resultados de la caracterización 
incidan en el intercambio comercial de los productos, 
los laboratorios que realicen su medición deberán 
demostrar la independencia de ambas partes. 

3. Se podrán establecer diferentes niveles de recono-
cimiento y autorización dependiendo de la pretensión del 
uso que se derive de los resultados aportados por un la-
boratorio. La diferencia entre los distintos niveles se fun-
damentará principalmente en la exigencia y verificación 
de la totalidad o partes de los diferentes estándares de 
calidad aplicables a este tipo de centros. 

4. En los procesos de certificación y control, la eva-
luación de la conformidad de las características medi-
bles de un producto agroalimentario o pesquero podrá 
ser efectuada: 

a) Por un laboratorio independiente del organismo 
independiente de control, cuyos requisitos de autori-
zación se desarrollarán reglamentariamente. 

b) En el caso de las DOP, IGP e IGBE, podrá reali-
zarse, además: 

Por un laboratorio de la denominación de calidad, 
que se encuentre adecuadamente separado del órga-
no de gestión y de control, realizando su actividad con 
independencia jerárquica de los órganos de dirección 
del Consejo Regulador y bajo la tutela de la Conseje-
ría competente en materia agraria y pesquera, estan-
do autorizado y designado por la misma, de acuerdo a 
lo que se establezca reglamentariamente. 

5. Sin perjuicio de los métodos de análisis de las ca-
racterísticas de los productos y medios de producción es-
tablecidas en la reglamentación vigente y que éstos de-
ben cumplir, la evaluación de las características no 
contempladas por la misma, se realizará usando los mé-
todos de análisis que deberán ser establecidos y detalla-
dos en los diferentes reglamentos o pliegos. 

6. Sin perjuicio de las obligaciones que se deriven 
de los diferentes niveles de reconocimiento, la Conse-
jería competente en materia agraria y pesquera podrá 
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establecer diversas actividades dirigidas a la verificación 
de la capacidad técnica de los centros reconocidos y au-
torizados, entre otras, la realización de auditorias y visitas 
de seguimiento del funcionamiento de los centros, el en-
vío para su análisis de muestras caracterizadas o la rea-
lización de ensayos de aptitud, así como cualesquiera 
otras que se establezcan reglamentariamente, sin perjui-
cio de lo establecido en el artículo 25. 

7. A excepción de los supuestos contemplados en 
esta Ley, los laboratorios están obligados a la confi-
dencialidad para con su clientela. 

Artículo 25. Evaluación de la Administración. 

1. La finalidad del proceso de evaluación, por parte 
de la Administración, es la de realizar un control a los 
organismos de evaluación de la conformidad del cum-
plimiento de las obligaciones y condiciones que la au-
torización conlleva incluidas aquellas que se deriven 
del procedimiento de delegación de competencias. La 
Consejería competente en materia agraria y pesquera 
realizará el seguimiento y la verificación de la sistemá-
tica de calidad elegida e implantada por dichos orga-
nismos para el cumplimiento de las normas EN 45011, 
ISO 17020 e ISO 17025 o normas que las sustituyan, 
y la evaluación del mismo, así como de las obligacio-
nes de los organismos de evaluación de la conformi-
dad establecidas en el artículo 23. 

2. El seguimiento, verificación y evaluación de la 
competencia de los organismos de evaluación de la 
conformidad se realizará mediante un programa de 
inspección y auditorías, en las cuales se verificará: 

a) La adecuación del Sistema de Calidad diseñado 
por la entidad con la norma de referencia aplicable en 
cada caso. 

b) La correcta implantación del sistema en la orga-
nización. 

c) La competencia técnica de la entidad y su per-
sonal para la realización de evaluaciones de confor-
midad eficaces. 

d) La verificación del cumplimiento de las obliga-
ciones establecidas en el artículo 23. 

3. La evaluación será realizada por personal de la 
Consejería competente en materia agraria y pesquera 
debidamente acreditado. 

 

TÍTULO V 
CONTROL DE LA CALIDAD 

CAPÍTULO I 
Control oficial de la calidad agroalimentaria 

y pesquera 

Artículo 26. Controles oficiales. 

1. Por control oficial de la calidad agroalimentaria y 
pesquera se entenderá, de conformidad con lo dis-

puesto en el Reglamento (CE) núm. 882/2004, de 29 
de abril, toda forma de control que con respecto a la 
calidad se realice por: 

a) Los servicios de inspección de la Administración 
de la Junta de Andalucía en su respectivo ámbito 
competencial. 

b) Por la Consejería competente en materia agraria 
y pesquera a través de los órganos de control propios 
de las Denominaciones de Origen Protegidas, Indica-
ciones Geográficas Protegidas e Indicaciones Geográ-
ficas de bebidas espirituosas, referenciados en el artícu-
lo 33.1.b a los que se haya atribuido la verificación del 
cumplimiento del pliego de condiciones antes de la 
comercialización de los productos. 

c) Los órganos de control de las Denominaciones 
de Origen Protegidas, Indicaciones Geográficas Pro-
tegidas e Indicaciones Geográficas de bebidas espiri-
tuosas, a los que se les haya delegado expresamente 
la verificación del cumplimiento del pliego de condi-
ciones antes de la comercialización de los productos. 

d) Los organismos independientes de control a los 
que expresamente se haya delegado según lo con-
templado en este Título V. 

2. La Consejería competente en materia agraria y 
pesquera organizará en su ámbito competencial los 
controles oficiales. El objetivo fundamental de los 
mismos es la prevención y lucha contra el fraude en 
materia de calidad agroalimentaria, la verificación de 
las características de los productos agroalimentarios y 
pesqueros y el cumplimiento de la normativa en mate-
ria de calidad comercial o diferenciada, en todas las 
etapas de la producción, transformación y distribución, 
así como de los procedimientos y servicios con ellos 
relacionados. 

3. El control oficial realizado por la Consejería compe-
tente en materia agraria y pesquera, por circunstancias 
excepcionales derivadas de las investigaciones, podrá 
extenderse, previa comunicación al órgano competente, 
a otras etapas, entre otras, los puntos de venta al con-
sumidor final. 

4. A fin de garantizar la eficacia de los controles, 
éstos se realizarán generalmente sin previo aviso. 

5. El control oficial de la calidad verificará: 
a) La calidad e idoneidad de los productos y los 

medios de producción. 
b) La veracidad suministrada en el etiquetado, pre-

sentación y publicidad de los productos. 
c) La lealtad de las transacciones comerciales en 

cualquiera de las etapas de la producción, transfor-
mación y distribución. 

d) La identidad y actividad de los operadores 
agroalimentarios. 

e) El adecuado uso de las denominaciones de cali-
dad. 

f) Las obligaciones y requisitos que al respecto de la 
calidad comercial deben cumplir los operadores agroali-
mentarios y pesqueros. 
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Artículo 27. Personal inspector de la calidad. 

1. Los controles oficiales de la calidad a realizar por 
los servicios de inspección de la Consejería competente 
en materia agraria y pesquera se llevarán a cabo: 

a) Por personal de la Consejería competente en 
materia agraria y pesquera, que será reconocido y 
habilitado como inspector de la calidad de conformi-
dad con lo establecido en la regulación general de la 
Función Pública. En el ejercicio de sus funciones, ten-
drá la consideración de agente de la autoridad y podrá 
solicitar la colaboración de cualquier administración 
pública, de las organizaciones profesionales y de las 
organizaciones de consumidores e incluso, si proce-
de, el apoyo necesario de las fuerzas y cuerpos de 
seguridad estatales, autonómicas o locales. 

b) Por los inspectores o veedores de los órganos 
de control propios de las DOP, IGP e IGBE, a que se 
refiere el artículo 33 apartado 1 b), para los servicios 
de control y vigilancia de las mismas, los cuales ten-
drán igual consideración y atribuciones que los ins-
pectores de las Administraciones Públicas, a los efec-
tos de la inspección, a excepción de las propias de los 
agentes de la autoridad. 

2. El personal que lleve a cabo funciones de inspec-
ción levantará actas que incluirán todas las actuaciones y 
observaciones ocurridas durante la inspección, teniendo 
aquéllas valor probatorio de los hechos recogidos en las 
mismas que resulten de su constancia personal para los 
actuarios. Los hechos consignados en las actas, se pre-
sumen ciertos, sin perjuicio de las pruebas que en defen-
sa de los respectivos derechos o intereses puedan seña-
lar o aportar los inspeccionados. 

Artículo 28. Actuaciones del personal inspector de la 
calidad. 

Las actuaciones de la inspección de la calidad con-
sisten en el control de la calidad y la verificación de la 
conformidad del etiquetado y publicidad de los produc-
tos agroalimentarios y pesqueros. Los inspectores de 
la calidad realizarán al menos las siguientes: 

a) La verificación del cumplimiento de las obliga-
ciones de los operadores agroalimentarios y pesque-
ros previstas en el artículo 6. 

b) La verificación del cumplimiento de los requisitos 
y características de los productos acabados, materias 
primas, ingredientes, aditivos, vitaminas, sales mine-
rales, oligoelementos, auxiliares tecnológicos, produc-
tos intermedios y otros productos que puedan utilizar-
se como componente. 

c) La comprobación de las condiciones en que se 
llevan a cabo las fases de producción, transformación 
y comercialización, y su incidencia en la calidad y con-
formidad de los productos. 

d) El control y la inspección de la designación, de-
nominación, presentación e inscripciones de cualquier 
naturaleza de los productos, envases, embalajes, do-
cumentos de acompañamiento de los transportes, fac-
turas, documentos comerciales, publicidad, registros, 
contabilidad, documentación y sistemas de garantía 
de la trazabilidad. 

e) La detección y comprobación de riesgos de 
fraude, adulteración, falsificación y prácticas no auto-
rizadas, prohibidas, antirreglamentarias o clandestinas 
de los productos agroalimentarios y pesqueros, así 
como las conductas que puedan afectar negativamen-
te o perjudiquen a los intereses económicos del sector 
agroalimentario de Andalucía o de los consumidores. 

f) Localizar los productos agroalimentarios y las mate-
rias y elementos para la producción y comercialización 
agroalimentarias no conformes, así como impedir el ac-
ceso de los mismos a los circuitos de comercialización. 

g) La evaluación y verificación de la fiabilidad de los 
medios, sistemas de gestión, procedimientos de trazabi-
lidad y toma de muestras, utilizados por los operadores 
agroalimentarios para asegurar la ejecución correcta de 
su actividad en cumplimiento de la reglamentación aplica-
ble en materia de calidad y conformidad de los productos. 

h) El impulso del trámite de las acciones correcti-
vas o punitivas derivadas de las infracciones detecta-
das en las acciones de control. 

Artículo 29. Plan de Control Oficial de la Calidad 
Agroalimentaria. 

1. Para realizar el control y verificación del cumpli-
miento de la legislación agroalimentaria, la Consejería 
competente en materia agraria y pesquera elaborará y 
aprobará el Plan de Control Oficial de la Calidad 
Agroalimentaria, que incluirá la información relativa a 
la estructura y organización de los sistemas de control 
oficial agroalimentario. 

2. La estructura del Plan de Control Oficial de la Cali-
dad Agroalimentaria contendrá al menos los siguientes 
apartados: 

a) Objetivos estratégicos del Plan. 
b) Programación de actuaciones. 
c) La delegación de tareas de control a que se re-

fieren los artículos 33 y 34, en la que se describirá su 
ejercicio y las condiciones en que pueden realizarla. 

d) Prioridades. 
d) Asignación de recursos. 
e) Organización y gestión de los controles oficiales. 
f) Sistemas de control aplicados a los distintos sec-

tores. 
g) Formación del personal que efectúa los controles. 
h) Auditorías. 
3. La programación de actuaciones se realizará 

anualmente por la Consejería competente en materia 
agraria y pesquera conforme a un análisis de riesgos 
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que determinará la frecuencia apropiada de las visitas 
de inspección. 

4. Asimismo, podrán realizarse inspecciones en los 
siguientes supuestos: 

a) En desarrollo de estrategias para fomentar la ca-
lidad dentro del sector agroalimentario. 

b) Con motivo de denuncia, reclamación, queja o 
sospecha. 

c) A iniciativa propia del personal inspector. 
d) Cualquier otro que la Administración considere 

necesario. 

Artículo 30. Toma de muestras. 

Los métodos de toma de muestras utilizados en los 
controles oficiales de la calidad, serán los estableci-
dos en las normas o protocolos internacionalmente 
reconocidos y, en su defecto, por un método adecua-
do al objeto perseguido, según el ámbito material de 
que se trate, sin perjuicio de lo establecido en el artí-
culo 15 del Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, 
por el que se regulan las infracciones y sanciones en 
materia de defensa del consumidor y de la producción 
agroalimentaria o en su normativa de desarrollo. 

Artículo 31. Análisis de las muestras. 

1. Los análisis de las muestras tomadas en los con-
troles oficiales, se realizarán en los laboratorios agroa-
limentarios designados por la Consejería competente 
en materia agraria y pesquera para participar en el 
control oficial, de acuerdo con lo que se establezca 
reglamentariamente. 

2. Los métodos de análisis de las muestras toma-
das en controles oficiales se realizarán de acuerdo 
con las normas y protocolos internacionalmente reco-
nocidos, y en su defecto por medio de un método 
desarrollado de acuerdo con un protocolo científico, 
según el ámbito material de que se trate. La validación 
del método de análisis se podrá realizar, en último ca-
so, en un único laboratorio conforme a un protocolo 
aceptado internacionalmente, sin perjuicio de lo esta-
blecido en el artículo 16, apartados 2 a 10 del Real 
Decreto 1945/1983, de 22 de junio, o norma que lo 
sustituya. 

CAPÍTULO II 
Sistemas de control para la calidad diferenciada 

Artículo 32. Sistemas de control. 

1. La norma específica reguladora de cada deno-
minación de calidad, a la que se refiere el artículo 7.3, 

establecerá su sistema de control que, en todo caso, 
estará separado de la gestión de la misma. 

2. Sin perjuicio de los controles a los que se refieren 
los artículos siguientes, la Consejería competente en ma-
teria agraria y pesquera, podrá efectuar los controles que 
considere convenientes, tanto a los operadores agroa-
limentarios y pesqueros, como a los órganos de control 
u organismos independientes de control. Asimismo, 
realizará las pruebas necesarias para verificar la com-
petencia del organismo de evaluación de la conformi-
dad correspondiente. 

3. El Plan de Control Oficial de la calidad agroali-
mentaria previsto en el artículo 29, incluirá los siste-
mas de control adoptados por las denominaciones de 
calidad, describiendo en su caso, el organismo de 
control en el que se delega, sistema de garantías es-
tablecido, tareas de control delegadas y norma por la 
que se delega. 

Artículo 33. Control de las denominaciones de origen 
protegidas, indicaciones geográficas protegidas e in-
dicaciones geográficas de bebidas espirituosas. 

1. La verificación del cumplimiento del pliego de 
condiciones, antes de la comercialización del produc-
to, de las DOP, IGP e IGBE, garantizará los principios 
de imparcialidad, objetividad y competencia técnica, y 
podrá ser efectuado por: 

a) Por un órgano de control propio de la denomina-
ción o indicación, acreditado en el cumplimiento de la 
norma UNE-EN 45011 o norma que la sustituya. 

b) Por la Consejería competente en materia agraria 
y pesquera a través de los órganos de control de las 
denominaciones o indicaciones, los cuales serán tute-
lados específicamente para este fin por dicha Conse-
jería, debiendo cumplir lo establecido en la norma 
UNE-EN 45011 o norma que la sustituya. El contenido 
de dicha tutela se establecerá mediante Orden de la 
Consejería competente en materia agraria y pesquera. 

Además, deberán: 
1.º Disponer de un manual de calidad, de procedi-

mientos y registros, que demuestre el cumplimiento de 
la norma UNE-EN 45011. 

2.º Separar claramente en el organigrama las fun-
ciones de certificación y las de gestión. 

No obstante, las funciones de inspección que con-
temple el sistema de control previsto en el Reglamen-
to de la denominación, podrán realizarse por un orga-
nismo independiente de inspección, autorizado por la 
Consejería competente en materia agraria y pesquera, 
y acreditado en el cumplimiento de la norma sobre 
“Criterios generales para el funcionamiento de los di-
versos tipos de organismos que realizan inspección” 
(ISO 17020 o norma que la sustituya). 

c) Por un organismo independiente de control. 
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d) Por un órgano de control creado a iniciativa de 
varios Consejos Reguladores, debiendo cumplir los 
requisitos exigibles a los organismos independientes 
de control. 

e) Por un órgano de control de otro Consejo Regu-
lador, debiendo cumplir los requisitos exigibles a los 
organismos independientes de control. 

2. Cuando se opte por una de las opciones de con-
trol, contempladas en el apartado 1, será a ésta a la 
que deben acogerse todos los operadores agroali-
mentarios y pesqueros. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, en el 
caso de la existencia de superposición de denomina-
ciones o indicaciones, la Consejería competente en 
materia agraria y pesquera podrá establecer la com-
patibilidad entre las diferentes opciones de control. 

Artículo 34. Control de las ETG, de la Indicación Pro-
ducción Ecológica y de la Producción Integrada. 

1. El control de las ETG, de las indicaciones Pro-
ducción Ecológica y Producción Integrada, deberá ser 
efectuado por organismos independientes de control, 
debiendo estar acreditados en el cumplimiento de la 
norma UNE EN 45011 o norma que la sustituya. Re-
glamentariamente se desarrollarán las condiciones y 
garantías para la delegación del control de las mismas. 

2. En relación a las ETG, a la Producción Ecológica 
y la Producción Integrada, será la Consejería compe-
tente en materia agraria y pesquera, previa solicitud, 
el órgano competente para conceder la autorización 
correspondiente a los organismos independientes de 
control que pretendan realizar en el ámbito territorial 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía la evalua-
ción de la conformidad. Cada uno de los operadores 
agroalimentarios sólo podrán tener para cada alcance 
un único organismo independiente de control. 

Artículo 35. Elección del organismo independiente de 
control o de inspección. 

1. La elección del organismo independiente de con-
trol o de inspección, corresponderá al operador agroa-
limentario y pesquero que deba ser objeto de control, 
en el caso de: 

a) Las DOP, IGP e IGBE que hayan optado por el 
sistema de control a que se refiere el apartado 1, c) 
del artículo 33. 

b) Las Especialidades Tradicionales Garantizadas. 
c) La Producción Ecológica. 
d) La Producción Integrada. 
2. El organismo independiente de control o inspec-

ción que resulte elegido, deberá ponerlo en conoci-
miento de la Consejería competente en materia agra-
ria y pesquera y, en su caso, del Consejo Regulador. 

Artículo 36. Cambio de organismo independiente de 
control o de inspección. 

1. El operador podrá cambiar de organismo inde-
pendiente de control o de inspección siempre que no 
exista ningún proceso abierto derivado de incumpli-
mientos con el anterior organismo independiente de 
control o de inspección para el alcance solicitado. 

2. El apartado anterior será de aplicación sin per-
juicio de la regulación específica desarrollada para 
cada alcance. 

Artículo 37. Control subsidiario de la Administración. 

1. Excepcionalmente, y de forma subsidiaria, cuan-
do el órgano de control, el organismo independiente 
de control u organismo independiente de inspección 
no puedan llevar a cabo sus funciones, la Consejería 
competente en materia agraria y pesquera podrá de-
signar, provisionalmente, otro organismo autorizado o, 
en su defecto, realizarlas subsidiariamente. 

2. Del mismo modo, y de forma excepcional y subsi-
diaria, los laboratorios agroalimentarios de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía realizarán las actividades 
de desarrollo y validación de los procedimientos técnicos 
que sean demandados por los órganos de control u or-
ganismos independientes de control y no puedan reali-
zarse por otros laboratorios de control. 

TÍTULO VI 
RÉGIMEN SANCIONADOR EN MATERIA DE CALIDAD 

AGROALIMENTARIA Y PESQUERA 

CAPÍTULO I 
Actuaciones previas y medidas cautelares 

Artículo 38. Actuaciones previas. 

Con anterioridad a la iniciación del procedimiento 
sancionador, el personal inspector de calidad podrá 
realizar actuaciones previas con objeto de determinar 
con carácter preliminar si concurren circunstancias que 
justifiquen tal iniciación. 

Artículo 39. Medidas cautelares. 

1. En el ejercicio de la función inspectora de la cali-
dad pueden adoptarse, mediante acuerdo motivado, 
las medidas cautelares o preventivas que resulten 
adecuadas para asegurar la eficacia de la resolución 
que pudiera recaer, debiendo ser proporcionadas con 
el daño que se pretende evitar y mantenerse durante 
el tiempo estrictamente necesario para la realización 
de las pertinentes diligencias o, en caso de que la fal-
ta de conformidad sea corregible, durante el tiempo 
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necesario para la eliminación del hecho que motivó su 
adopción, lo que debe ser verificado por el personal 
que realiza las funciones inspectoras. 

2. Las medidas cautelares a adoptar, en su caso, al 
inicio del procedimiento o durante su tramitación, pue-
den consistir en las siguientes actuaciones: 

a) La inmovilización de los productos agroalimenta-
rios y pesqueros, materias o elementos para la pro-
ducción y la comercialización agroalimentaria y pes-
quera, así como la retirada de cualquier forma de 
publicidad difundida a través de cualquier medio, in-
cluido el electrónico. 

b) El control previo de los productos que se preten-
dan comercializar y respecto de los que con anteriori-
dad se haya detectado alguna irregularidad que haya 
sido subsanada. 

c) La paralización de los vehículos en los cuales se 
transporten productos agroalimentarios, pesqueros o 
materias y elementos para la producción y la comer-
cialización agroalimentaria y pesquera. 

d) La retirada del mercado de productos agroalimen-
tarios, pesqueros o materias y elementos para la produc-
ción y la comercialización agroalimentaria y pesquera. 

e) La suspensión temporal del funcionamiento de 
un área, un elemento o una actividad del estableci-
miento inspeccionado. 

f) La suspensión provisional de la comercialización, 
compra o adquisición de productos agroalimentarios, 
pesqueros o materias y elementos para la producción 
y la comercialización agroalimentaria y pesquera. 

g) Además, para los operadores agroalimentarios 
voluntariamente acogidos a una denominación de ca-
lidad, la medida cautelar podrá consistir en la suspen-
sión del derecho al uso de la denominación, marca o 
elemento identificativo de que se trate, o la baja en el 
censo correspondiente. 

3. Las medidas provisionales o cautelares adopta-
das por el personal inspector de calidad deberán ser 
confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo 
de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse 
dentro de los quince días siguientes a su adopción. En 
todo caso las medidas quedarán sin efecto si no se 
inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el 
acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento 
expreso acerca de las mismas. 

4. Cuando la presunta infracción detectada, fuera 
imputable a un organismo de evaluación de la con-
formidad, podrá acordarse la suspensión cautelar de 
las actividades del citado órgano. En tal caso, la reso-
lución que se dicte establecerá el sistema de control 
aplicable a los operadores afectados, en tanto se sus-
tancia el procedimiento sancionador. 

5. Cuando la presunta infracción detectada fuera 
imputable a un Consejo Regulador, podrá acordarse 
la suspensión temporal del Consejo Regulador en el 
ejercicio de sus funciones, por un período máximo de 
seis meses, con nombramiento de una comisión ges-

tora que sustituirá al órgano suspendido durante la 
sustanciación del procedimiento sancionador. Dicha 
comisión será nombrada por el centro directivo com-
petente en materia de calidad agroalimentaria en los 
términos que reglamentariamente se determinen. 

6. No se podrán adoptar las medidas cautelares re-
feridas en los apartados 2, 4 y 5 anteriores cuando 
puedan causar perjuicios de difícil o imposible repara-
ción a las personas interesadas o que impliquen viola-
ción de derechos amparados por las leyes. 

7. En todo caso, las medidas previstas en este artí-
culo podrán ser alzadas o modificadas, de oficio o a 
instancia de parte, durante la tramitación del procedi-
miento por providencia de quien instruya, extinguién-
dose con la eficacia de la resolución administrativa 
que ponga fin al procedimiento correspondiente. 

8. Cuando no pueda iniciarse un procedimiento san-
cionador por falta de competencia sobre el presunto res-
ponsable, y el órgano competente no haya levantado la 
inmovilización de las mercancías intervenidas caute-
larmente, éstas no podrán ser comercializadas en nin-
gún caso. El presunto responsable, o cualquier persona 
titular de derechos sobre tales mercancías, optará entre 
la reexpedición al lugar de origen y la subsanación de 
los defectos cuando sea posible, o solicitará su decomi-
so, estando a su cargo los gastos derivados de tales 
operaciones. 

Artículo 40. Destino de los productos sometidos a 
inmovilización cautelar. 

1. Si el órgano competente para iniciar el procedi-
miento sancionador confirma la inmovilización cautelar a 
la que se refiere la letra a) del apartado 2 del artículo an-
terior, en el mismo acuerdo de inicio comunicará a la 
persona responsable o titular de los derechos sobre los 
productos o mercancías inmovilizados que dispone de 
un plazo de 15 días para optar, por algunas de las si-
guientes operaciones, en función de los supuestos que 
motivaron la adopción de la medida cautelar: 

a) Regularizar y subsanar la deficiencia de los pro-
ductos o mercancías, y proceder a su adaptación a la 
normativa vigente mediante la aplicación de las prácti-
cas o tratamientos autorizados. 

b) Regularizar y subsanar la deficiencia de los pro-
ductos o mercancías, y adaptar la designación en el 
etiquetado, los documentos de acompañamiento o la 
presentación a la normativa de aplicación. 

c) Destinar los productos o mercancías a sectores 
distintos del agroalimentario y pesquero, especialmen-
te para uso industrial, con exclusión de la alimentación 
humana o animal, según corresponda. En el caso de 
la Producción Ecológica, destinar a sectores distintos 
de la Producción Ecológica, siempre y cuando se cum-
pla la calidad comercial agroalimentaria y pesquera. 

d) Destinar los productos o mercancías a entidades 
benéficas, siempre que no haya riesgo para la salud. 
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e) Reenviar o devolver los productos o mercancías 
a su lugar de origen, previa constitución de una fianza 
suficiente que cubra la responsabilidad civil y la posi-
bilidad de sanción. 

f) Destruir o mantener en depósito los productos o 
mercancías, en tanto no se resuelva el procedimiento 
sancionador. 

2. Asimismo, el órgano competente, atendiendo a 
las circunstancias del producto decomisado, podrá re-
solver, bien de oficio o a instancia de parte interesada, 
sobre el destino de los productos, adoptando con ca-
rácter de urgencia una de las operaciones estableci-
das en el apartado anterior. 

3. Los gastos generados por las operaciones a las 
que se refiere el apartado 1 correrán a cargo de la 
persona responsable o titular de los derechos sobre 
los productos o mercancías. 

4. Con anterioridad a la confirmación de la inmovili-
zación cautelar, la persona responsable o titular de los 
derechos sobre los productos o mercancías inmovili-
zados podrá dirigirse al órgano competente para ini-
ciar el procedimiento, al objeto de que le facilite las 
opciones a que puede acceder respecto de los mis-
mos. El órgano competente, comunicará las opciones 
que procedan de entre las especificadas en el aparta-
do 1 del presente artículo. 

5. En el acuerdo de incoación, el órgano competen-
te decidirá subsidiariamente el destino de los produc-
tos o mercancías inmovilizados para el supuesto de 
que la persona responsable o titular de los derechos 
sobre los mismos no opte, en el plazo otorgado al 
efecto, por alguna de las alternativas a que se refiere 
el apartado 1 del presente artículo. Sin perjuicio de la 
iniciación del procedimiento sancionador, si procede, 
el órgano competente puede ordenar el levantamiento 
de la medida cautelar si se constatase que los produc-
tos o mercancías han sido regularizados o se les ha 
dado uno de los destinos determinados por el aparta-
do 1 del presente artículo. 

6. En el caso de que la suspensión cautelar afecte a 
organismos de evaluación de la conformidad, los ope-
radores afectados podrán optar por no comercializar 
sus productos hasta que, bien por la Comisión Gestora 
en el supuesto previsto en el artículo 39.5, o bien por el 
organismo de evaluación que se designe en el resto de 
los casos, se decida sobre la idoneidad de la certifica-
ción otorgada por el organismo de control suspendido, 
o bien comercializarlos sin la marca de calidad. 

CAPÍTULO II 
Infracciones y sanciones 

Artículo 41. Clasificación de las infracciones en mate-
ria de calidad agroalimentaria y pesquera. 

1. Los incumplimientos de lo dispuesto en la pre-
sente Ley y demás disposiciones vigentes en la mate-

ria serán considerados como infracciones administra-
tivas que serán sancionadas conforme a lo dispuesto 
en la normativa en vigor. 

2. Corresponde a la Administración de la Junta de 
Andalucía y dentro de ella, a las diferentes Consejerías 
en sus ámbitos competenciales, la titularidad de la po-
testad sancionadora por las infracciones tipificadas en 
esta Ley. 

3. Se consideran infracciones las acciones u omi-
siones tipificadas como tales en la presente Ley y que 
a su vez se clasifican en leves, graves y muy graves. 

4. En ningún caso tendrá la consideración de san-
ción la denegación de la utilización del nombre geo-
gráfico o la suspensión temporal de ésta, por la retira-
da de la certificación por parte del organismo de 
evaluación de la conformidad. 

Artículo 42. Infracciones leves. 

Constituyen infracciones leves: 
a) No presentar el certificado actualizado acredita-

tivo de la inscripción oficial de la empresa, industria, 
establecimiento, instalación, local, medio de transpor-
te, actividad, producto o la materia o elemento para la 
producción y la comercialización, cuando esté obliga-
do a su inscripción, o no exhibirlo en el correspondien-
te local de la forma establecida. 

b) Efectuar ampliaciones o reducciones sustancia-
les en el correspondiente local, trasladar, cambiar de 
titularidad, cambiar de domicilio social, no tener activi-
dad, cerrar una industria agroalimentaria sin la corres-
pondiente modificación registral. 

c) No disponer de un sistema de registro y trata-
miento de las reclamaciones y de retirada de produc-
tos no conformes. 

d) No presentar las declaraciones de existencias, de 
producción o de movimiento de productos, o presentar-
las incompletas, con inexactitudes, errores u omisiones, 
o fuera del plazo reglamentario. 

e) Presentar con inexactitudes, errores u omisio-
nes, las declaraciones que deban efectuarse antes de 
la ejecución de prácticas de elaboración y tratamiento 
de productos determinados si los hechos constitutivos 
de infracción no afectan a la naturaleza, calidad, ca-
racterísticas, composición, procedencia u origen de 
los productos consignados. 

f) Cometer inexactitudes, errores u omisiones en 
los datos o informaciones en el etiquetado, los docu-
mentos de acompañamiento, los documentos comer-
ciales, los registros, la rotulación, la presentación y el 
embalaje de los productos o de las materias y elemen-
tos para la producción y la comercialización si dichas 
inexactitudes, errores u omisiones no se refieren a in-
dicaciones obligatorias o no afectan a su naturaleza, 
identidad, calidad, características, composición, pro-
cedencia u origen. 
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g) No tener autorización para etiquetar en los su-
puestos en los que dicha autorización sea preceptiva 
o en los que las indicaciones que consten no sean las 
autorizadas. 

h) Validar o autenticar los documentos de acompa-
ñamiento o los documentos comerciales sin la autori-
zación del órgano competente en la materia, o no va-
lidarlos o autenticarlos en el caso de que este trámite 
sea obligatorio. 

i) No estar habilitado o autorizado para llevar los 
registros si este trámite es preceptivo o no hacer ano-
taciones en el registro en el plazo de quince días des-
de la fecha en que debían haberse efectuado, siempre 
que los asientos no registrados puedan justificarse 
mediante otra documentación. 

j) Incurrir en discrepancia entre las características 
reales del producto o la materia o elemento para la 
producción y comercialización y las que ofrece el ope-
rador agroalimentario si se refiere a parámetros o 
elementos cuyo contenido queda limitado por la re-
glamentación de aplicación y el exceso o defecto no 
afecta a su propia naturaleza, identidad, definición re-
glamentaria, calidad, designación o denominación del 
producto, siempre que las diferencias no superan el 
doble de la tolerancia admitida por el reglamento para 
el parámetro o elemento de que se trata. 

k) Aplicar tratamientos, prácticas o procesos en la 
producción, la elaboración o transformación de los 
productos regulados en esta Ley, de forma distinta a 
la establecida, siempre que no afecten a su composi-
ción, definición, identidad, naturaleza, características 
o calidad de los productos agroalimentarios, los pro-
ductos pesqueros o las materias o elementos para la 
producción y que no entrañen un riesgo para la salud. 

l) Incumplir las obligaciones meramente formales que 
impongan las disposiciones generales vigentes en la ma-
teria regulada por esta Ley para los organismos de eva-
luación de la conformidad u operadores agroalimenta-
rios, en particular, la falta de inscripción de explotaciones, 
empresas, industrias, establecimientos, instalaciones, lo-
cales, medios de transporte, actividades, mercancías o 
productos, en los Registros de las Administraciones Pú-
blicas, regulados en dichas disposiciones generales, o la 
no comunicación de los cambios de titularidad. 

m) Suministrar de forma incompleta la información o 
documentación necesarias para las funciones de audi-
toría e inspección. 

n) La no comunicación por parte de los operadores 
inscritos en los Registros de la Denominación de cali-
dad, que estén sometidos al control de un organismo 
de evaluación de la conformidad, con carácter inmedia-
to y tras tener conocimiento de las reclamaciones que 
se formulen. 

ñ) Incumplir las obligaciones adicionales a las gene-
rales de cualquier operador agroalimentario que esta-
blezcan las normas reguladoras de las denominaciones 
de calidad. 

o) No comunicar a la Consejería competente en 
materia agraria y pesquera la existencia de acuerdos, 
contratos o convenios con organismos de control de 
terceros países que posibiliten el uso del logo de esos 
organismos de control en el etiquetado de productos 
agroalimentarios y pesqueros andaluces. 

p) El impago de las cuotas obligatorias estableci-
das, en su caso, para la financiación del Consejo Re-
gulador de la Denominación de Calidad. 

Artículo 43. Infracciones graves. 

Constituyen infracciones graves: 
a) Ejercer actividades relacionadas con cualquiera de 

las etapas de la producción, transformación o comerciali-
zación de productos alimentarios o materias y elementos 
para la producción y comercialización agroalimentarias, 
así como la certificación, inspección y ensayo, sin la au-
torización correspondiente. 

b) No inscribir los productos, materias o elementos de 
la forma y en los supuestos establecidos para cada uno. 

c) Incumplir las cláusulas de autorización establecidas 
para inscribirse en los correspondiente Registros o los 
requisitos exigibles y los plazos establecidos. 

d) No comunicar en el plazo de 15 días a la Conse-
jería competente en materia agraria y pesquera la 
comercialización de productos, materias o elementos 
que no cumplen la legislación en materia de calidad y 
conformidad. 

e) No denunciar ante la Consejería competente en 
materia agraria y pesquera cualquier forma de fraude, 
alteración, adulteración, abuso o negligencia que per-
judique o ponga en riesgo la calidad de los productos, 
la protección de las personas consumidoras o los in-
tereses generales, económicos o sociales del sector 
agroalimentario. 

f) No tener o no llevar un sistema interno de control 
de calidad, cuando ello sea exigible. 

g) No tener implantado un sistema de gestión de la 
calidad comercial o desarrollado un documento central 
donde se detalle la referencia al sistema o sistemas 
que contengan dicha información. En el caso de ope-
radores agroalimentarios y pesqueros acogidos a las 
denominaciones de calidad, no tener implantado un 
sistema de calidad para garantizar el cumplimiento de 
los requisitos adicionales establecidos en normas y 
pliegos de condiciones específicos. 

h) No disponer de datos en el sistema de asegura-
miento de la trazabilidad, como la identidad de quie-
nes suministran y reciben los productos, o no disponer 
de informaciones relativas a la vida de estos produc-
tos, como su identificación, naturaleza, origen, carac-
terísticas cualitativas y condiciones de producción y 
distribución. 

i) No disponer de alguno de los elementos regla-
mentarios en el sistema de aseguramiento de la tra-
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zabilidad, como la identificación, los registros y la do-
cumentación de acompañamiento de los productos, o 
no tener sistemas y procedimientos de trazabilidad 
adecuados, comprensibles y actualizados. 

j) Comercializar productos, materias o elementos 
sin el correspondiente etiquetaje, los documentos de 
acompañamiento, los documentos comerciales, la ro-
tulación, la presentación, los embalajes, los envases o 
los recipientes que sean preceptivos, o comercializar-
los con una información que induzca a engaño a las 
personas receptoras o consumidoras. 

k) No conservar durante el período reglamentario 
los originales de los documentos de acompañamiento 
de productos recibidos y las copias de los documentos 
de acompañamiento de productos expedidos. 

l) No poder demostrar la exactitud de las informa-
ciones que constan en el etiquetado, los documentos 
de acompañamiento o los documentos comerciales de 
los productos agroalimentarios o pesqueros, o las que 
constan en los productos utilizados en su producción 
o transformación. 

m) No llevar registros o libros de registro comercia-
les, no tener talonarios matriz de facturas de venta o 
demás documentos establecidos por las disposiciones 
vigentes, tener estos documentos con una información 
poco legible o comprensible o gestionarlos defectuo-
samente. 

n) No hacer las pertinentes anotaciones en los re-
gistros transcurridos más de quince días desde la fe-
cha en que reglamentariamente debían hacerse, o, 
cuando sin transcurrir dicho plazo, no puedan justifi-
carse los asientos registrados mediante otra docu-
mentación. 

ñ) No conservar los registros durante el tiempo re-
glamentario. 

o) No poder correlacionar los productos existentes 
en las instalaciones con las características principales 
de estos productos que constan en los registros y con 
la documentación de acompañamiento o, si procede, 
en la documentación comercial, o no tener constancia 
de las entradas y salidas de los productos y de las 
manipulaciones, tratamientos y prácticas que se han 
efectuado en los mismos. 

p) Cometer inexactitudes, errores u omisiones en los 
datos o informaciones en el etiquetado, los documentos 
de acompañamiento, documentos comerciales, registros, 
rotulación, presentación y embalajes de los productos o 
de las materias y elementos para la producción y la co-
mercialización, si dichas inexactitudes, errores u omisio-
nes se refieren a indicaciones obligatorias, o afectan a su 
naturaleza, identidad, calidad, características, composi-
ción, procedencia u origen. 

q) No identificar los depósitos, silos, contenedores y 
todo tipo de envases de productos a granel o no identifi-
carlos claramente o con marcaje indeleble equívoco. 

r) Depositar productos no identificados en cualquier 
instalación o medio de transporte. 

s) No presentar, o presentar fuera del plazo estable-
cido, las declaraciones que deban realizarse antes de 
la ejecución de prácticas de elaboración y tratamiento 
de determinados productos, o tener inexactitudes, erro-
res u omisiones en las declaraciones, si los hechos 
constitutivos de infracción afectan a su naturaleza, cali-
dad, características, composición, procedencia u origen 
de los productos consignados. 

t) Utilizar en el etiquetado, los envases, embalajes, 
presentación, oferta, publicidad de los productos o las 
materias y elementos para la producción y comerciali-
zación, indicaciones, razones sociales, nombres o de-
nominaciones comerciales, expresiones, signos, mar-
cas, símbolos, emblemas, denominaciones, designacio-
nes, calificaciones, clases de producto, indicaciones de 
su origen o procedencia, indicaciones sobre el sistema 
de producción o elaboración que: 

1.º No correspondan al producto o que, por su simi-
litud fonética, gráfica u ortográfica, puedan inducir a 
confusión, aunque estén precedidos por los términos 
tipo, estilo, género, imitación, sucedáneo, o análogos. 

2.º No correspondan a la verdadera identidad del 
operador agroalimentario. 

3.º No correspondan al verdadero lugar de produc-
ción, fabricación, elaboración, envase, comercializa-
ción o distribución. 

4.º No sean verificables. 
u) Modificar la verdadera identidad de los produc-

tos o de las materias y elementos para la producción y 
la comercialización mediante la falsificación de los da-
tos o documentos que sirvan para identificarlos. 

v) En general, falsificar productos o materias y ele-
mentos para la producción y la comercialización, inducir 
a confusión o engaño en lo que concierne a estos pro-
ductos, así como expedirlos, o comercializarlos, incluso 
en el caso de que la falsificación sea conocida por las 
personas receptoras, compradoras o consumidoras. 

w) Cometer fraude en las características de los 
productos o las materias y los elementos para la pro-
ducción y la comercialización, especialmente las rela-
tivas a su identidad, naturaleza, especie, composición, 
contenido, designación, definición reglamentaria, cali-
dad, riqueza, peso, volumen o cantidad, exceso de 
humedad, contenido en principios útiles, aptitud para 
el uso o cualquier otra discrepancia existente entre las 
características reales del producto o de la materia o 
los elementos de que se trate y las que ofrece el ope-
rador agroalimentario, así como todo acto de natura-
leza similar que implique una transgresión o incum-
plimiento de lo dispuesto por la legislación vigente. 

x) Utilizar o comercializar productos o materias y 
elementos para la producción y la comercialización no 
conformes, y tener productos, sustancias, equipos, 
maquinaria, materias o elementos no autorizados por 
la legislación específica para actividades relacionadas 
con las etapas de producción, transformación o comer-
cialización. 
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y) Comercializar productos o materias y elementos 
para la producción y la comercialización que hayan si-
do objeto de prácticas o tratamientos no autorizados, 
o bien que están etiquetados, marcados o identifica-
dos con nombres o indicaciones no conformes, aun-
que esta circunstancia sea conocida por las personas 
receptoras, compradoras o consumidoras. 

z) Tener medios de producción o elaborar productos 
o materias y elementos para la producción y la comer-
cialización, mediante tratamientos o procesos no auto-
rizados por la legislación vigente, así como adicionar o 
sustraer sustancias o elementos que modifiquen su 
composición. 

a') Aplicar tratamientos, prácticas o procesos en la 
elaboración o transformación y/o distribución de los 
productos regulados en esta Ley, de forma distinta a 
la establecida, siempre que afecten a su composición, 
definición, identidad, naturaleza, características o cali-
dad de los productos agroalimentarios y pesqueros o 
las materias o elementos para la producción y que en-
trañen un riesgo para la salud. 

b’) La promoción o venta para uso alimentario o la 
utilización o tenencia de aditivos o sustancias extrañas 
cuyo uso no esté autorizado por la normativa vigente en 
la elaboración del producto alimenticio o alimentario de 
que se trate, cuando no produzcan riesgos graves y di-
rectos para la salud de los consumidores. 

c’) La elaboración, distribución, suministro o venta 
de productos alimenticios, cuando en su presentación 
se induzca a confundir al consumidor sobre sus ver-
daderas características nutricionales, sin trascenden-
cia directa para la salud. 

d’) Negarse o resistirse a suministrar datos o a faci-
litar la información requerida por los órganos compe-
tentes o los respectivos agentes, para el cumplimiento 
de las funciones de control, auditoría, información, vigi-
lancia, investigación, inspección, tramitación y ejecu-
ción en las materias a que se refiere la presente Ley, y 
suministrar información inexacta o documentación fal-
sa, y concretamente las siguientes actuaciones: 

1.º No permitir el acceso a los locales, instalaciones 
o vehículos de transporte. 

2.º No permitir la toma de muestras o la realización 
de otros tipos de controles sobre los productos. 

3.º No justificar las verificaciones y controles efec-
tuados sobre los productos puestos en circulación. 

4.º No proporcionar en el momento de la inspec-
ción toda la documentación y los datos e informacio-
nes que el personal de la Administración Pública que 
efectúa funciones inspectoras necesite para llevar a 
cabo sus funciones de investigación, o no permitir su 
comprobación. 

5.º No proporcionar al personal que realiza funcio-
nes de inspección, en el plazo que éste le otorgue, los 
datos o informaciones requeridos. 

6.º No aportar la documentación requerida por el 
personal que realiza funciones inspectoras en el mo-

mento de la inspección, o no aportarla en el plazo in-
dicado. 

e’) Trasladar físicamente, manipular o disponer en 
cualquier forma, de las mercancías intervenidas cau-
telarmente, sin la autorización del órgano competente 
en la materia, cuando no resulte acreditado que en-
trañasen un riesgo para la salud, siempre que no se 
violen los precintos y que las mercancías no salgan de 
las instalaciones donde han quedado intervenidas. 

f’) Incumplir las medidas cautelares recogidas en el 
apartado 2 del artículo 39. 

g’) Expedir por los organismos de evaluación de la 
conformidad, certificados o informes cuyo contenido no 
se ajuste a la realidad y realizar controles, inspecciones 
o actividades incompletas o con resultados inexactos, 
por una insuficiente constatación de los hechos o una 
deficiente aplicación de normas técnicas. 

h’) Incumplir por los organismos de evaluación de 
la conformidad, la medida de suspensión cautelar pre-
vista en el artículo 39.4. 

i’) Incumplir por los organismos de evaluación de la 
conformidad la obligación de inscripción en los Regis-
tros correspondientes. 

j´) Incumplir por los organismos de evaluación de la 
conformidad las obligaciones y los requisitos exigidos 
para su autorización, así como los plazos establecidos 
para el suministro de datos o información requerida 
por los órganos competentes. 

k´) Incumplir por los órganos de gestión, la medida 
de suspensión cautelar prevista en el artículo 39.5. 

l’) No comunicar aquellas reclamaciones a opera-
dores que estén sometidos al control de algún orga-
nismo de evaluación de la conformidad. 

m’) Aceptar solicitudes de clientes que se encuen-
tren en situación de suspensión de certificación en otro 
organismo de evaluación de la conformidad, o en caso 
de encontrarse en situación de retirada de certificación 
hasta que haya concluido el periodo de retirada. En ca-
so de detectarse en solicitudes que existe una vincula-
ción de un operador con la certificación suspendida o 
retirada, o que implique la continuidad de las activida-
des y/o responsabilidades respecto a parcelas o insta-
laciones, no haberlos incluido en su plan de control 
como clientes de alto riesgo. 

n’) Incumplir la obligación de los organismos de 
evaluación de la conformidad, establecida en las nor-
mas reguladoras de la denominación de calidad Pro-
ducción Ecológica, en relación a efectuar como míni-
mo una vez al año, un control físico completo de todos 
los operadores. 

ñ’) Ejercer por los organismos de evaluación de la 
conformidad la actividad y no someterse al Plan de 
Control. 

o’) Tener, negociar, utilizar indebidamente los do-
cumentos, etiquetas y demás elementos de identifica-
ción propios de las DOP, IGP, IGBE, ETG, las deno-
minaciones geográficas, las marcas de calidad de 
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titularidad pública u otros sistemas de protección de la 
calidad agroalimentaria. 

p’) Utilizar, sin tener derecho a ello, indicaciones, 
nombres comerciales, marcas, símbolos o emblemas 
referidos a los nombres protegidos por una DOP, IGP, 
IGBE, ETG, una denominación geográfica o una mar-
ca de calidad de titularidad pública que tengan otros 
sistemas de protección de calidad agroalimentaria, o 
que tengan similitud fonética o gráfica con los nom-
bres protegidos o con los signos o emblemas que les 
sean característicos, que puedan inducir a confusión 
sobre la naturaleza, calidad u origen de los productos, 
aunque vayan acompañados de los términos tipo, esti-
lo, género, imitación, sucedáneo, o análogos. 

q´) No entregar a los operadores, por los organis-
mos de evaluación de la conformidad a los que se 
haya retirado la autorización, el expediente con toda la 
información necesaria sobre los controles realizados a 
cada uno de ellos y demás documentación necesaria 
para el nuevo organismo de evaluación de la confor-
midad. 

r’) No realizar por los organismos de evaluación de 
la conformidad, las funciones de control en materia de 
ayudas agroalimentarias y pesqueras, cuando así se 
establezca reglamentariamente. 

s’) Reincidir en una infracción leve. Se considera 
reincidencia la comisión, en el plazo de tres años, de 
una segunda o más infracciones de la misma natura-
leza si así se ha declarado por resolución firme. 

Artículo 44. Infracciones muy graves. 

Constituyen infracciones muy graves: 
a) Falsificar los documentos, etiquetas y demás 

elementos de identificación propios de las DOP, IGP, 
IGBE, ETG, las denominaciones geográficas, las mar-
cas de calidad de titularidad pública u otros sistemas 
de protección de la calidad agroalimentaria. 

b) Realizar cualquier acción que cause desprestigio 
o perjuicio a las denominaciones de calidad, o que 
tienda a producir confusión sobre la verdadera natura-
leza del producto. 

c) Cometer infracciones graves que, en todo o en 
parte, sean concurrentes con infracciones graves de 
la normativa sanitaria o que hayan servido para facili-
tarlas o encubrirlas. 

d) Cometer infracciones graves que impliquen la 
extensión de la alteración, la adulteración, la falsifica-
ción o el fraude a realizar por terceros a los cuales se 
faciliten la sustancia, informes, los medios o procedi-
mientos para realizarlos, encubrirlos o enmascararlos. 

e) Suministrar a industrias agroalimentarias, a título 
oneroso o gratuito, productos agroalimentarios, pes-
queros o materias o sustancias no permitidas para la 
elaboración de los productos para los cuales están au-
torizadas dichas industrias. 

f) Negarse absolutamente a la actuación de los 
servicios públicos de inspección. 

g) Coaccionar, amenazar, injuriar, tomar represa-
lias, agredir al personal de la Administración que reali-
za funciones de inspección o auditoría, a quienes ins-
truyan los expedientes sancionadores, al personal de 
los Consejos Reguladores o a los organismos de eva-
luación de la conformidad, o hacerles cualquier otra 
forma de presión. 

h) Interferir en la actividad del órgano de control o 
perturbar la independencia o inamovilidad de los con-
troladores. 

i) Manipular, trasladar o disponer de cualquier forma, 
de mercancías intervenidas cautelarmente, sin la auto-
rización del órgano competente en la materia, si se vio-
lan los precintos o si las mercancías salen de las insta-
laciones donde fueron intervenidas. 

j) Reincidir en una infracción grave. Se considera 
reincidencia la comisión en el plazo de tres años de 
más de una infracción de la misma naturaleza cuando 
así se haya declarado por resolución firme. 

Artículo 45. Responsabilidad por las infracciones. 

1. Serán responsables de las infracciones tipificadas 
en la presente Ley las personas físicas o jurídicas que 
por acción u omisión hayan participado en las mismas. 

2. De las infracciones puestas de manifiesto en las 
instalaciones del fabricante o elaborador será respon-
sable el titular de la actividad. 

3. De las infracciones puestas de manifiesto en las 
instalaciones del distribuidor o comercializador y que 
sean concernientes a los productos envasados, y con 
el dispositivo de cierre íntegro, serán responsables: 

a) La persona, la firma o razón social que figura en 
el etiquetado o en los documentos de acompañamien-
to, excepto en caso de que se demuestre que las per-
sonas tenedoras han falsificado el producto o lo han 
conservado mal, siempre que en el etiquetado se es-
pecifiquen sus condiciones de conservación. En el su-
puesto de que se hayan falsificado el etiquetado o los 
documentos de acompañamiento, la responsabilidad 
corresponde a quien haya efectuado la falsificación. 

b) Las personas que elaboran o fabrican que no fi-
guren en el etiquetado o en los documentos de acom-
pañamiento, si se prueba su connivencia. 

c) Las personas que comercializan productos no 
conformes, si del etiquetado o los documentos de 
acompañamiento se deduce directamente la infracción. 

d) Los comercializadores del producto, en caso de 
que el producto envasado no tenga los datos necesa-
rios para identificar a los responsables, a menos que 
puedan identificarse los envasadores, sin perjuicio de 
la responsabilidad que corresponda a los tenedores. 

4. Son responsables de las infracciones cometidas 
en lo que concierne a la producción, los productos a 
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granel o envasados sin etiqueta, o cuando en la eti-
queta no figure ninguna firma o razón social, los ope-
radores agroalimentarios que tengan el producto, con 
excepción de que éstos puedan demostrar la respon-
sabilidad de anteriores personas tenedoras, sin perjui-
cio de la responsabilidad que corresponda a la actual. 

5. Si una infracción es imputada a una persona ju-
rídica, pueden ser consideradas responsables subsi-
diariamente las personas que integran sus órganos 
rectores o de dirección que no realizaren los actos ne-
cesarios que fuesen de su incumbencia para el cum-
plimiento de las obligaciones infringidas, consintieren 
el incumplimiento por quienes de ellos dependan o 
adoptaren acuerdos que hicieran posibles tales infrac-
ciones. Asimismo, se considerará responsable el per-
sonal técnico encargado de la producción, la elabora-
ción o fabricación y del control interno, respecto de las 
infracciones directamente relacionadas con su activi-
dad profesional. 

6. Las personas transportistas que trasladen mer-
cancías sin la adecuada documentación son conside-
radas responsables si se prueba su connivencia con 
las personas responsables. 

7. Si, en la comisión de una misma infracción, ha 
participado más de una persona, física o jurídica, la 
responsabilidad es solidaria. 

8. La responsabilidad administrativa por las infrac-
ciones reguladas en esta Ley será independiente de la 
responsabilidad civil o penal que, en su caso, pueda 
exigirse a sus responsables, sin perjuicio de que no 
puedan concurrir sanción penal y administrativa cuando 
se aprecie identidad del sujeto, hecho y fundamento. 

Artículo 46. Sanciones. 

1. A las infracciones contra las disposiciones de la 
presente Ley les corresponden las siguientes sancio-
nes pecuniarias: 

a) Las infracciones leves, serán sancionadas con 
apercibimiento o multa de hasta 3.000 euros. 

b) Las infracciones graves, serán sancionadas con 
multa comprendida entre 3.001 y 50.000 euros, pu-
diendo rebasarse esta cantidad hasta alcanzar el cin-
co por ciento del volumen de ventas del producto obje-
to de infracción correspondiente al ejercicio económico 
inmediatamente anterior al de la iniciación del procedi-
miento sancionador. 

c) Las infracciones muy graves, serán sancionadas 
con multa comprendida entre 50.001 y 800.000 euros, 
pudiendo rebasarse esta cantidad hasta alcanzar el 
diez por ciento del volumen de ventas del producto 
objeto de infracción correspondiente al ejercicio eco-
nómico, inmediatamente anterior al de la iniciación del 
procedimiento sancionador. 

2. La imposición de las sanciones pecuniarias debe 
efectuarse de forma que la comisión de las infraccio-

nes no resulte más beneficiosa para los infractores 
que el cumplimiento de las normas infringidas, siem-
pre de acuerdo con el principio de proporcionalidad y 
con la debida adecuación entre la gravedad del hecho 
constitutivo de la infracción y la sanción a imponer. 

3. En el supuesto de la comisión de infracción gra-
ve o muy graves, el órgano competente para resolver 
podrá imponer como sanción accesoria alguna de las 
siguientes: 

a) Medidas de corrección, seguridad o control que 
impidan la continuidad en la producción del daño. 

b) Decomiso de mercancías, productos, envases, 
etiquetas y demás objetos relacionados con la infrac-
ción, o cuando se trate de productos no identificados. 

c) Clausura temporal, parcial o total, de la empresa 
sancionada, por un período máximo de cinco años. 

d) Suspensión de los organismos de evaluación de 
la conformidad, de forma definitiva o por un período 
máximo de diez años. 

e) Inhabilitación para el desarrollo de sus funciones 
del personal técnico así como de las personas directi-
vas de los organismos de evaluación de la conformi-
dad que hayan sido declarados responsables de las 
infracciones cometidas. 

f) Retirada de la autorización tanto de los órganos 
de gestión como de los organismos de evaluación de 
la conformidad. 

g) Denegación, supresión, cancelación o suspen-
sión total o parcial de acceder a ayudas, créditos, o 
subvenciones públicas reconocidas o solicitadas. 

4. No tienen carácter de sanción el cierre, cese, 
clausura, suspensión o interrupción temporal de las 
actividades empresariales, instalaciones, locales o es-
tablecimientos que no dispongan de las autorizacio-
nes administrativas o los Registros preceptivos mien-
tras no se cumplan los requisitos exigidos. 

5. En los supuestos de infracciones calificadas co-
mo graves o muy graves, cometidas por personas ins-
critas en los Registros de las DOP, IGP o IGBE, relati-
vas a las denominaciones geográficas, las marcas de 
calidad agroalimentaria y otros sistemas de protección 
de la calidad agroalimentaria, puede acordarse, como 
sanción accesoria, la suspensión temporal del dere-
cho de uso de la denominación o marca, por un plazo 
máximo de 3 años o de 5 años según la infracción sea 
grave o muy grave, o su baja definitiva en los Regis-
tros. La suspensión temporal del derecho de uso de la 
denominación o marca supone la suspensión del de-
recho de utilizar etiquetas y otros documentos de la 
denominación. La baja definitiva en los registros del 
consejo implica la exclusión de los infractores y, como 
consecuencia, la pérdida de sus derechos inherentes 
a la denominación o marca. 

6. En materia de producción ecológica, se prohibirá 
al operador en cuestión, la comercialización de pro-
ductos con referencia al método de producción ecoló-
gica en el etiquetado y publicidad, durante un plazo de 
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seis a dieciocho meses, en el caso de infracciones 
graves, y de dieciocho a treinta y seis meses, en las 
infracciones muy graves. 

7. En caso de que se hayan intervenido cautelar-
mente productos, mercancías, materias o elementos 
para la producción y la comercialización relacionados 
con la infracción sancionada, el órgano competente 
para resolver el procedimiento sancionador acordará 
su destino. Las mercancías o productos deberán ser 
destruidos si su utilización o consumo constituyera pe-
ligro para la salud pública. En todo caso, los gastos 
originados por el destino alternativo, la destrucción o 
el decomiso correrán por cuenta de la persona infrac-
tora, incluida la indemnización que deba abonarse al 
propietario de la mercancía decomisada cuando éste 
no sea la persona infractora. 

8. Las sanciones previstas en esta Ley serán com-
patibles con la pérdida o retirada de derechos econó-
micos previstos en la normativa comunitaria. 

Artículo 47. Multas coercitivas. 

En el supuesto de que los infractores no cumplan 
las obligaciones no pecuniarias que se les imponen 
como sanción o de que las cumplan de forma incomple-
ta, podrán imponérseles multas coercitivas con la finali-
dad de que cumplan íntegramente dichas obligaciones. 
Las multas coercitivas se impondrán con una periodici-
dad de tres meses hasta el cumplimiento total de la 
sanción a que se refieran y el importe de cada una de 
ellas no podrá ser superior a 3.000 euros y además se-
rán independientes y compatibles con las multas que 
procedan como sanción por la infracción cometida. 

Artículo 48. Graduación de las sanciones. 

1. Para la determinación concreta de la sanción 
que se imponga, entre las asignadas a cada tipo de 
infracción, se tomarán en consideración los siguientes 
criterios: 

a) La existencia de intencionalidad o de simple ne-
gligencia. 

b) La reiteración, entendida como la concurrencia 
de varias irregularidades o infracciones que se san-
cionen en el mismo procedimiento. 

c) La naturaleza de los perjuicios causados; en par-
ticular, el efecto perjudicial que la infracción haya podi-
do producir sobre la salud o intereses económicos de 
las personas consumidoras, los precios, el consumo o, 
en su caso, el prestigio de la denominación de calidad. 

d) La reincidencia por comisión en el término de 
tres años de una segunda o más infracciones de la 
misma naturaleza, cuando así se haya declarado por 
resolución firme, siempre que no haya sido tenida en 
cuenta para calificar la infracción. 

e) El volumen de ventas o de producción y la posi-
ción de la empresa infractora en el sector. 

f) El reconocimiento y la subsanación de las infrac-
ciones con anterioridad a la resolución del correspon-
diente procedimiento sancionador. 

g) El valor y el volumen o cantidad de las mercan-
cías o productos afectados por la infracción. 

h) La falta de los controles y precauciones exigibles 
en la actividad, servicio o instalación de que se trate. 

i) El incumplimiento de las advertencias previas. 
j) El importe del beneficio ilícito obtenido por la co-

misión de las infracciones una vez cuantificado. 
2. La cuantía de la sanción podrá minorarse motiva-

damente cuando los hechos constitutivos de la infrac-
ción sancionada ocasionen, al mismo tiempo, la pérdida 
o retirada de beneficios comunitarios en proporción a la 
efectiva pérdida o retirada de dichos beneficios. Asi-
mismo, podrá minorarse motivadamente la sanción, en 
atención a las circunstancias específicas del caso, 
cuando la sanción resulte excesivamente onerosa. 

3. Cuando en la instrucción del correspondiente 
procedimiento sancionador se determine la cuantía 
del beneficio ilícito obtenido por la comisión de las in-
fracciones sancionadas, la sanción impuesta en nin-
gún caso podrá ser inferior en su cuantía al mismo. 

Artículo 49. Prescripción de infracciones y sanciones. 

1. Los plazos de prescripción de las infracciones 
son de tres años para las muy graves, de dos años 
para las graves y de un año para las leves, a contar 
desde la fecha de comisión de la infracción. 

2. Los plazos de prescripción de las sanciones son 
los mismos que establece el apartado 1 para las res-
pectivas infracciones, a contar desde el día siguiente 
a aquél en que adquiera firmeza la resolución por la 
que se impone la sanción. 

Artículo 50. Inicio e instrucción del procedimiento 
sancionador. 

1. El procedimiento sancionador se iniciará de ofi-
cio, por acuerdo del órgano competente, bien por pro-
pia iniciativa o como consecuencia de orden superior, 
a petición razonada de otros órganos o por denuncia, 
de conformidad con la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre de Régimen Jurídico de las Administraciones Pú-
blicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

2. En todo caso, tanto si la persona infractora está 
inscrita en alguno de los Registros de operadores 
agroalimentarios de las distintas denominaciones de 
calidad, como si las infracciones son cometidas contra 
lo dispuesto en esta Ley por personas físicas o jurídi-
cas que no se encuentren en el supuesto anterior y 
estén ubicadas en el territorio de la Comunidad Autó-
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noma de Andalucía, será la Consejería competente en 
materia agraria y pesquera la encargada de incoar e 
instruir el procedimiento. 

3. Los Consejos Reguladores, deberán ser infor-
mados por parte de los órganos competentes de las 
incoaciones de los procedimientos sancionadores y de 
la imposición de las sanciones, si procede, que afec-
ten a las personas titulares inscritas en los Registros 
de los Consejos Reguladores. 

4. Cuando llegue a conocimiento de un Consejo 
Regulador cualquier presunto incumplimiento de la 
normativa aplicable, incluida la propia de cada deno-
minación de calidad, aquél deberá denunciarlo a la 
autoridad que en cada caso resulte competente. 

5. En el caso de infracciones cometidas fuera del terri-
torio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la Con-
sejería competente en materia agraria y pesquera comu-
nicará a la Comunidad Autónoma correspondiente, las 
supuestas infracciones de que tenga conocimiento que 
se hayan cometido en el territorio de ésta última. 

Artículo 51. Resolución de procedimientos sanciona-
dores. 

1. La competencia para la resolución de los proce-
dimientos sancionadores por las infracciones estable-
cidas en la presente Ley se determinará reglamenta-
riamente. 

2. El plazo máximo para resolver y notificar la reso-
lución expresa de los procedimientos sancionadores 
por las infracciones establecidas en la presente Ley 
será de diez meses. 

Disposición adicional primera. Denominaciones es-
pecíficas. 

Los productos andaluces amparados por Denomi-
naciones Específicas, se entienden protegidos por la 
figura de la Indicación Geográfica Protegida. 

Disposición adicional segunda. Bebidas aromatizadas. 

La presente Ley será de aplicación a los vinos 
aromatizados, bebidas aromatizadas a base de 

Disposición adicional tercera. Régimen aplicable a 
las denominaciones de calidad con reconocimiento 
provisional. 

Sin perjuicio de lo establecido en la normativa bási-
ca estatal y comunitaria, la presente Ley será de apli-
cación a las denominaciones e indicaciones geográfi-
cas que hayan sido reconocidas provisionalmente por 

la Comunidad Autónoma, hasta tanto se produzca la 
decisión comunitaria sobre su registro. 

Disposición adicional cuarta. Artesanía alimentaria. 

1. Las Consejerías competentes en materia de 
agricultura y pesca y de artesanía establecerán re-
glamentariamente las medidas necesarias para el re-
conocimiento y regulación de la artesanía alimentaria, 
entendida como un valor añadido de identificación del 
producto alimentario producido de manera artesana y 
reconocible por los consumidores como un elemento de 
calidad diferenciado. A estos efectos, en dicha norma 
reglamentaria se establecerán las condiciones y requi-
sitos de aplicación a este ámbito de la Ley 15/2005, 
de 22 de diciembre, de Artesanía de Andalucía. 

2. Las condiciones técnicas específicas necesarias 
para la producción artesanal de los productos alimen-
tarios referidos en esta Ley, así como las especialida-
des de dichos productos en función del proceso de 
elaboración empleado, se determinarán reglamenta-
riamente por la Consejería competente en materia de 
agricultura y pesca, en virtud de lo establecido en el 
artículo 13 del Reglamento (CE) nº 852/2004, del Par-
lamento Europeo y del Consejo de 29 de abril, relativo 
a la higiene de los productos alimentarios. 

3. Corresponderá a la Consejería competente en 
materia de agricultura y pesca adoptar las medidas de 
fomento, promoción y control de la actividad artesana 
alimentaria. 

Disposición transitoria primera. Adaptación normativa. 

1. En el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente Ley, deberán adaptarse a sus previsio-
nes los actuales reglamentos, pliegos de condiciones, 
así como los reglamentos de los órganos de gestión, 
tanto de las DOP, IGP como de las IGBE. 

2. Los reglamentos actuales de las DOP, IGP e 
IGBE, mantienen la vigencia hasta que se haga la 
adaptación correspondiente. 

Disposición transitoria segunda. Producción Ecológica. 

Durante un período transitorio que expirará a los 
tres meses de la entrada en vigor de la presente Ley, 
en el caso de la producción ecológica, los organismos 
de evaluación de la conformidad podrán emitir docu-
mentación relativa a los productos certificados con va-
lidez superior a un año. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual 
o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la pre-
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sente Ley y, en particular, los siguientes preceptos de 
la Ley 10/2007, de 26 de noviembre, de Protección del 
Origen y la Calidad de los Vinos de Andalucía: 

a) Artículo 44.1 m). 
b) Artículo 45.2 e). Los actuales párrafos f) a i), pa-

san a ser, respectivamente, los párrafos e) a h). 
c) Disposición adicional primera. 
d) Disposición transitoria segunda. 

Disposición final primera. Modificación de la Ley 10/2007, 
de 26 de noviembre, de Protección del Origen y la Ca-
lidad de los Vinos de Andalucía. 

1. El apartado 5 del artículo 11 de la Ley 10/2007, 
de 26 de noviembre, queda modificado del siguiente 
modo: 

“5. Cualquier otro tipo de marcas, símbolos, em-
blemas, leyendas publicitarias o cualquier otro tipo de 
propaganda que se utilicen en los vinos, con derecho 
a un nombre geográfico protegido, no podrá ser em-
pleado, ni siquiera por las propias personas titulares, 
en la comercialización de otros vinos, salvo que se en-
tienda que su aplicación no causa perjuicio a los vinos 
protegidos, siendo la persona titular de la Consejería 
competente en materia agraria y pesquera quien po-
drá autorizar la utilización de dichas marcas.” 

2. El artículo 28 de la Ley 10/2007, de 26 de no-
viembre, queda modificado del siguiente modo: 

“1. En el caso de los vinos con denominación de 
origen o con denominación de origen calificada, la ve-
rificación del cumplimiento del pliego de condiciones, 
antes de la comercialización del producto, garantizará 
los principios de imparcialidad, objetividad y compe-
tencia técnica y podrá ser efectuado: 

a) Por un órgano de control propio de la denomina-
ción, acreditado en el cumplimiento de la norma UNE-
EN 45011 o norma que la sustituya. 

b) Por la Consejería competente en materia agraria 
y pesquera a través del órgano de control de la deno-
minación, el cual será tutelado específicamente para 
este fin por dicha Consejería, debiendo cumplir lo es-
tablecido en la norma UNE-EN 45011 o norma que la 
sustituya. El contenido de dicha tutela se establecerá 
mediante Orden de la Consejería competente en ma-
teria agraria y pesquera. 

Además, deberán: 
1.º Disponer de un manual de calidad, de procedi-

mientos y registros, que demuestre el cumplimiento de 
la norma UNE-EN 45011. 

2.º Separar claramente en el organigrama las fun-
ciones de certificación y las de gestión. 

No obstante, las funciones de inspección que con-
temple el sistema de control previsto en el Reglamen-
to de la denominación, podrán realizarse por un orga-
nismo independiente de inspección, autorizado por la 
Consejería competente en materia agraria y pesquera, 

y acreditado en el cumplimiento de la norma sobre 
“Criterios generales para el funcionamiento de los di-
versos tipos de organismos que realizan inspección” 
(ISO 17020 o norma que la sustituya). 

c) Por un organismo independiente de control. 
d) Por un órgano de control creado a iniciativa de 

varios Consejos Reguladores, debiendo cumplir los 
requisitos exigibles a los organismos independientes 
de control. 

e) Por un órgano de control de otro Consejo Regu-
lador, debiendo cumplir los requisitos exigibles a los 
organismos independientes de control. 

2. Cuando se opte por una de las opciones de con-
trol, contempladas en el apartado 1, será a ésta a la 
que deben acogerse todos los operadores agroali-
mentarios y pesqueros. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, en el 
caso de la existencia de superposición de niveles de 
protección, la Consejería competente en materia agra-
ria y pesquera podrá establecer la compatibilidad en-
tre las diferentes opciones de control. 

4. Los órganos de control de las denominaciones de 
origen y de origen calificadas pueden extender su acti-
vidad de control a otros niveles de protección, siempre 
que estén autorizados por la Consejería competente en 
materia agraria, actuando en estos casos como orga-
nismos independientes de control, excepto en el su-
puesto de que el control se realice a un vino de calidad 
con indicación geográfica, cuyo reconocimiento duran-
te, al menos, cinco años, sea previo a su incorporación 
a la denominación de origen, en el que se entenderá 
como órgano de control propio de la denominación. 

5. En el supuesto de los órganos de control propios 
de la denominación a que se refieren los subaparta-
dos a) y b) del apartado 1, dichos órganos deberán 
cumplir además, las exigencias establecidas en el ar-
tículo 27.1 b) de la Ley 24/2003, de 10 de julio, de la 
Viña y del Vino”. 

3. El artículo 30 de la Ley 10/2007, de 26 de no-
viembre, queda modificado del siguiente modo: 

“1.La elección del organismo independiente de con-
trol o de inspección, corresponderá al operador que 
deba ser objeto de control, en el caso de las denomi-
naciones que hayan optado por el sistema de control 
a que se refiere el apartado 1, c) del artículo 28. 

2. El organismo independiente de control o inspec-
ción que resulte elegido, deberá ponerlo en conoci-
miento de la Consejería competente en materia agra-
ria y pesquera y, en su caso, del Consejo Regulador”. 

4. Se crea una nueva letra d) en el artículo 44.2 de 
la Ley 10/2007, de 26 de noviembre, con el siguiente 
contenido: 

“d) El impago de las cuotas obligatorias establecidas, 
en su caso, para la financiación del órgano de gestión.” 

5. Se crea un nuevo párrafo p) en el artículo 45.1 
de la Ley 10/2007, de 26 de noviembre, con el si-
guiente contenido: 
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“p) No denunciar a la autoridad competente cual-
quier forma de fraude, alteración, adulteración, abuso 
o negligencia que perjudique o ponga en riesgo la ca-
lidad de los productos, la protección de las personas 
consumidoras o los intereses generales, económicos 
o sociales del sector alimentario.” 

Disposición final segunda. Facultad de desarrollo. 

1. El desarrollo reglamentario de esta Ley se lleva-
rá a efecto de acuerdo con lo dispuesto en los artícu-
los 112 y 119.3 del Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía y 44 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del 
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. Asimismo, se autoriza al Consejo de Gobierno 
para actualizar la cuantía de las sanciones pecunia-
rias previstas teniendo en cuenta las variaciones del 
índice de precios al consumo. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses 
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía. 

 

DECRETO LEY 

8-10/DL-000004, Decreto-ley 4/2010, de 6 de julio, 
de medidas fiscales para la reducción del déficit 
público y para la sostenibilidad 

 

Convalidación y tramitación como proyecto de ley por el 
procedimiento de urgencia 
Sesión del Pleno celebrada los días 15 y 16 de septiem-
bre de 2010 
Remisión a la Comisión de Hacienda y Administración 
Pública 
Sesión de la Mesa del Parlamento del día 15 de septiembre 
de 2010 
Orden de publicación de 16 de septiembre de 2010 

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 110.2 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía, el Decreto-
ley 4/2010, de 6 de julio, de medidas fiscales para la 
reducción del déficit público y para la sostenibilidad, 
8-10/DL-000004 fue sometido a debate y votación 
por la Diputación Permanente en su sesión del 22 de 
julio de 2010, en la que se acordó su convalidación, así 
como su tramitación como proyecto de ley por el pro-
cedimiento de urgencia. 

El Pleno del Parlamento de Andalucía, en el trans-
curso de la sesión convocada para los días 15 y 16 de 
septiembre de 2010, de conformidad con lo dispuesto 
en el punto quinto de la Resolución de la Presidencia 
sobre control por el Parlamento de los Decretos-leyes 
dictados por el Consejo de Gobierno, ha acordado ra-
tificar la decisión adoptada por la Diputación Perma-
nente en orden a la tramitación como proyecto de ley 
del citado Decreto-ley. 

La Mesa del Parlamento de Andalucía, en sesión 
celebrada el día 15 de septiembre de 2010, ha acor-
dado la remisión del Proyecto de Ley a la Comisión de 
Hacienda y Administración Pública para que prosiga 
su tramitación, así como la apertura de un plazo de 
ocho días hábiles, que expiraría el 24 de septiembre 
de 2010, para que los diputados y grupos parlamenta-
rios, mediante escrito dirigido a la Mesa de la Comi-
sión, propongan la comparecencia ante la misma de 
los agentes sociales y organizaciones que pudiesen 
estar interesados en su regulación, incluidas, en su 
caso, las Administraciones Públicas. 

Sevilla, 17 de septiembre de 2010. 
El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía, 

José Antonio Víboras Jiménez. 

PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS FISCALES 
PARA LA REDUCCIÓN DEL DÉFICIT PÚBLICO 

Y PARA LA SOSTENIBILIDAD 
(PROCEDENTE DEL DECRETO-LEY 4/2010, DE 6 DE JULIO) 

El presente Decreto-ley contempla medidas fisca-
les que aseguren la sostenibilidad fiscal a medio pla-
zo, materializando el compromiso del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía de contribuir a la 
aceleración de la reducción del déficit público, en 
coordinación con el Gobierno de la Nación. 

En el marco de las obligaciones asumidas por 
nuestro país en el ámbito de la Unión Europea, en de-
fensa de la Unión Monetaria y de las economías de la 
eurozona, las Comunidades Autónomas, en la reunión 
del Consejo de Política Fiscal y Financiera celebrada 
el pasado 15 de junio, manifestaron su voluntad de 
adaptar sus objetivos presupuestarios para 2010-2013 
a la nueva senda de reducción del déficit, derivada de 
la aplicación del Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de 
mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias 
para la reducción del déficit público. 

En la misma reunión del Consejo de Política Fiscal 
y Financiera se aprobaron o se revisaron los planes 
de reequilibrio de las Comunidades Autónomas, en el 
mismo marco de la renovada senda de consolidación 
fiscal que afecta a la Administración central, a la Ad-
ministración autonómica y a la Administración local. 

La extraordinaria y urgente necesidad de las medi-
das que aquí se adoptan radica en que todas ellas 
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tendrán importantes efectos desde esta fecha, siendo 
la rapidez, seguridad y determinación de la actuación, 
parte del compromiso asumido por los países inte-
grantes de la zona euro para reforzar la confianza en 
la moneda única y en la estabilidad de la eurozona. 

En cualquier caso, la extraordinaria y urgente ne-
cesidad de las medidas que integran este Decreto-ley 
no radica tanto en su impacto presupuestario comple-
to inmediato, sino en la rapidez en su adopción y en la 
seguridad y determinación, claras e inequívocas, de la 
Comunidad Autónoma en llevarlas a cabo a corto y 
medio plazo, aprobándolas de manera urgente por ley. 

A este respecto, debe tenerse en cuenta que, aun-
que la evolución reciente de las finanzas públicas res-
ponde a una situación económica excepcional, es im-
portante asegurar que el déficit para el conjunto de las 
Administraciones Públicas se reconduce al objetivo del 3 
por ciento del Producto Interior Bruto en 2013, de acuer-
do al Plan de Estabilidad y Crecimiento 2010-2013. Ello 
permitirá, tanto unos volúmenes de deuda pública 
sostenibles, que evitarán una carga excesiva en los 
presupuestos futuros, como garantizar la máxima va-
loración de la deuda pública española en los merca-
dos financieros, con las ventajas que ello supone en 
términos de menor coste y más fácil acceso a la fi-
nanciación para las Administraciones Públicas y el re-
sto de agentes económicos. 

Las medidas que se contemplan en este Decreto-ley 
contribuyen a los objetivos de aceleración en la reduc-
ción del déficit y de sostenibilidad fiscal, por la vía de los 
ingresos tributarios, siempre desde la perspectiva del 
mantenimiento de un sistema en el que se primen los 
principios de capacidad económica, justicia, igualdad y 
progresividad, a la vez que se hace un especial énfasis 
en la desincentivación de prácticas especialmente poco 
respetuosas con la protección del medio ambiente. 

La regulación del Decreto-ley en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía se contempla en 
el artículo 110 del Estatuto de Autonomía que esta-
blece que «en caso de extraordinaria y urgente nece-
sidad el Consejo de Gobierno podrá dictar medidas 
legislativas provisionales en forma de decretos-leyes, 
que no podrán afectar a los derechos establecidos en 
este Estatuto, al régimen electoral, ni a las institucio-
nes de la Junta de Andalucía. No podrán aprobarse 
por Decreto-ley los presupuestos de Andalucía». 

Adopta la redacción de este apartado una configu-
ración similar a la definida en el artículo 86 de la 
Constitución. Por un lado, se exige un presupuesto de 
hecho habilitante, en concreto una «extraordinaria y 
urgente necesidad», y por otro, se limita la aplicación 
del Decreto-ley, en el sentido de que están vedados 
para este cauce de normación determinados ámbitos 
materiales, como los derechos contemplados en el 
Estatuto, el régimen electoral, el presupuesto o las ins-
tituciones de la Junta de Andalucía. Esta similar confi-
guración determina que sea de aplicación la doctrina 

del Tribunal Constitucional, expresada en múltiples sen-
tencias, tanto por lo que respecta al presupuesto de 
hecho habilitante como en lo que hace referencia a la 
definición de los límites materiales del Decreto-ley. 

Las medidas que se adoptan para el cumplimiento 
de sus objetivos finales siguen varias direcciones: la 
progresividad y equidad del sistema fiscal; la revisión 
de beneficios fiscales con criterios de eficiencia; la so-
lidaridad del sector financiero; la simplificación de trá-
mites; el apoyo a la Andalucía sostenible y la lucha 
contra el fraude fiscal. 

En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas, desde el 1 de enero de 2011, se crean tres nuevos 
tramos en la tarifa autonómica para bases superiores a 
los 80.000 euros. 

Asimismo, para aumentar la progresividad del im-
puesto se introduce el límite de renta de 80.000 euros en 
tributación individual y de 100.000 euros en tributación 
conjunta en algunos beneficios fiscales: la deducción au-
tonómica para padres y madres de familias monoparen-
tales por hijos, así como por ascendientes mayores de 
75 años, en su caso; la deducción autonómica por asis-
tencia del contribuyente a personas con discapacidad. 

Además, para un mayor control del fraude fiscal en la 
aplicación de deducciones en el impuesto, se reproducen 
los límites de renta existentes en otra normativa vigente. 

Así, se contempla en la deducción autonómica para 
los beneficiarios de las ayudas a viviendas protegidas y 
en la deducción autonómica por inversión en vivienda 
habitual que tenga la consideración de protegida, el lími-
te de renta de la unidad familiar de 5,5 veces el Indicador 
Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM). 

Además, se modifica la redacción de las deducciones 
autonómicas para los beneficiarios de las ayudas familia-
res, en la que se detallan los límites de renta vigentes en 
la legislación en función del número de hijos. 

En la deducción por adopción de hijos en el ámbito 
internacional, aumenta el límite de renta de los 39.000 
y 48.000 euros actuales a los 80.000 y 100.000 euros 
en tributación individual y conjunta, respectivamente. 

Atendiendo a razones de equidad y eficiencia, se 
equiparan las parejas de hecho y los cónyuges a los 
padres o madres de familias monoparentales, debien-
do ser los primeros también padres o madres para 
aplicarse la deducción autonómica por ayuda domés-
tica. Se establece que no podrán aplicar la deducción 
autonómica por alquiler de la vivienda habitual aque-
llos contribuyentes menores de 35 años que ya po-
sean beneficios fiscales en el mismo ejercicio por ad-
quisición de vivienda habitual, exceptuando aquellos 
que se refieran a cuentas de ahorro-vivienda. 

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se 
introduce el requisito de patrimonio preexistente para 
la aplicación de la mejora de la reducción autonómica 
a favor de personas con discapacidad cuya base im-
ponible no supere los 250.000 euros, si no pertenecen 
a los grupos I y II de parentesco. 
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En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
se eliminan los tipos reducidos en transmisiones de 
viviendas protegidas, armonizando la normativa tribu-
taria con la específica de vivienda protegida. 

En la Tasa Fiscal sobre el Juego, se regula el de-
vengo semestral para las máquinas recreativas “tipo B”. 

Se crea el Impuesto sobre los Depósitos de Clien-
tes en las Entidades de Crédito en Andalucía, a través 
de la aplicación de una tarifa en tres tramos a la base 
integrada por el valor de los depósitos de los clientes 
en las entidades de crédito con oficinas en Andalucía. 

Se aumenta el tipo de gravamen del Impuesto Espe-
cial de Determinados Medios de Transporte para aque-
llos especialmente contaminantes o de elevado valor. 

Se crea el Impuesto sobre las Bolsas de Plástico 
de un Solo Uso en Andalucía, repercutiendo los esta-
blecimientos comerciales sobre los clientes un importe 
por cada bolsa de plástico de un solo uso, suministra-
da para el transporte de las compras realizadas. 

Se incrementa el tipo aplicable en el Impuesto so-
bre Residuos Radiactivos de 7.000 a 10.000 euros por 
metros cúbicos de residuos. 

En el caso del Impuesto sobre Ventas Minoristas de 
Determinados Hidrocarburos, se regula el tipo autonómico. 

También se adoptan medidas que contribuyen a la 
actualización de nuestra normativa fiscal, debido a 
cambios en la propia normativa autonómica, estatal o 
comunitaria, así como a la simplificación de trámites o 
a la racionalización de la Administración. 

Debe indicarse que mediante el presente Decreto-
ley se ejercen las competencias normativas de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía sobre tributos, atribuidas 
por los artículos 176 y 180 del Estatuto de Autonomía pa-
ra Andalucía, de acuerdo con las leyes estatales dictadas 
al amparo del artículo 157.3 de la Constitución Española. 
Todo ello, dentro del alcance de las competencias nor-
mativas en materia tributaria de las Comunidades Autó-
nomas que establece la Ley 22/2009, de 18 de diciem-
bre, por la que se regula el sistema de financiación de 
las Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 
determinadas normas tributarias. 

Por todo ello, en ejercicio de la facultad concedida por 
el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Andalu-
cía, a propuesta de la Consejera de Hacienda y Adminis-
tración Pública, y previa deliberación del Consejo de Go-
bierno en su reunión del día 6 de julio de 2010, 

DISPONGO 

Artículo primero. Modificación del Texto Refundido de 
las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma 
de Andalucía en materia de tributos cedidos, aprobado 
por Decreto Legislativo 1/2009, de 1 de septiembre. 

UNO. El artículo 5 queda redactado de la siguiente 
forma: 

Artículo 5. Deducción autonómica para los benefi-
ciarios de las ayudas a viviendas protegidas. 

1. Los contribuyentes que hayan percibido subvencio-
nes o ayudas económicas en aplicación de la normativa 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía para la adqui-
sición o rehabilitación de vivienda habitual que tenga la 
consideración de protegida conforme a dicha normativa 
podrán aplicar, en la cuota íntegra autonómica del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas, una de-
ducción de 30 euros, en el periodo impositivo en que se 
haya percibido la subvención o ayuda económica. 

2. Tendrán derecho a aplicar esta deducción aque-
llos contribuyentes cuyos ingresos anuales de la uni-
dad familiar en la que se integran no excedan de 5,5 
veces el IPREM, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3 del Plan Concertado de Vivienda y Suelo 
2008-2012, regulado por Decreto 395/2008, de 24 de 
junio, o norma que lo sustituya. 

3. Se consideran ingresos anuales de la unidad 
familiar los compuestos por la base imponible general 
y la base imponible del ahorro. 

DOS. Se modifica el apartado 1 del artículo 6 queda 
redactado de la siguiente forma: 

1. Sin perjuicio de la aplicación del tramo autonó-
mico de la deducción por inversión en vivienda habi-
tual establecida en la normativa estatal del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, se establece 
una deducción del 2 por ciento por las cantidades sa-
tisfechas en el periodo impositivo por la adquisición o 
rehabilitación de la vivienda que constituya o vaya a 
constituir la residencia habitual del contribuyente, 
siempre que concurran los siguientes requisitos: 

a) Que la vivienda tenga la calificación de protegida 
de conformidad con la normativa de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en la fecha del devengo del impuesto. 

b) Que los ingresos anuales de la unidad familiar 
en la que se integran no excedan de 5,5 veces el 
IPREM, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3 
del Plan Concertado de Vivienda y Suelo 2008-2012, 
regulado por Decreto 395/2008, de 24 de junio, o 
norma que lo sustituya. 

c) Que la adquisición o rehabilitación de la vivienda 
habitual se haya iniciado a partir del día 1 de enero 
de 2003. 

d) Se consideran ingresos anuales de la unidad 
familiar los compuestos por la base imponible general 
y la base imponible del ahorro. 

TRES. Se modifica el artículo 7 que queda redacta-
do como sigue: 

Artículo 7. Deducción autonómica por cantidades 
invertidas en el alquiler de vivienda habitual. 

1. Los contribuyentes que sean menores de 35 
años en la fecha del devengo del impuesto tendrán 
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derecho a aplicar en la cuota íntegra autonómica del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas una de-
ducción del 15 por ciento con un máximo de 500 euros 
anuales de las cantidades satisfechas en el periodo im-
positivo por alquiler de la que constituya su vivienda habi-
tual, siempre que concurran los siguientes requisitos: 

a) Que la suma de las bases imponibles general y 
del ahorro no sea superior a 19.000 euros en tributa-
ción individual o a 24.000 euros en caso de tributación 
conjunta. 

b) Que se acredite la constitución del depósito obli-
gatorio de la fianza a la que se refiere el artículo 36 de 
la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamien-
tos Urbanos, a favor de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, de acuerdo con la normativa autonómica 
de aplicación. 

c) Que el contribuyente identifique al arrendador o 
arrendadora de la vivienda haciendo constar su NIF 
en la correspondiente declaración-liquidación. 

d) Que el contribuyente no se aplique en el mismo 
periodo impositivo ninguna deducción por inversión en 
vivienda habitual, con excepción de la correspondien-
te a las cantidades depositadas en cuentas vivienda. 

2. En caso de tributación conjunta, el requisito de la 
edad deberá cumplirlo, al menos, uno de los cónyuges 
o, en su caso, el padre o la madre en el supuesto de 
familias monoparentales. 

CUATRO. Se modifica el artículo 10 que queda re-
dactado como sigue: 

Artículo 10. Deducciones autonómicas para los be-
neficiarios de las ayudas familiares. 

1. Los contribuyentes que hayan percibido en el pe-
riodo impositivo ayudas económicas en aplicación de 
la normativa de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
de apoyo a las familias andaluzas tendrán derecho a 
aplicar, en la cuota íntegra autonómica del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, las deduccio-
nes que se indican a continuación: 

a) 50 euros por hijo menor de tres años que integre 
la unidad familiar del contribuyente, cuando se tuviera 
derecho a percibir ayudas económicas por hijo menor 
de tres años en el momento de un nuevo nacimiento. 

b) 50 euros por hijo que integre la unidad familiar 
del contribuyente, cuando se tuviera derecho a perci-
bir ayudas económicas por parto múltiple. 

2. Podrán aplicar esta deducción aquellos contribu-
yentes cuyos ingresos anuales de la unidad familiar en 
la que se integra el contribuyente no excedan de 11 ve-
ces el Salario Mínimo Interprofesional, establecido en 
el Decreto 137/2002, de 30 de abril, de apoyo a las 
familias andaluzas, o en la norma que lo sustituya. 

3. Cuando sean dos los contribuyentes que tengan 
derecho a la aplicación de las deducciones previstas 
en el apartado anterior, su importe se distribuirá por 
partes iguales. 

4. Se consideran ingresos anuales de la unidad fami-
liar los compuestos por la base imponible general y la 
base imponible del ahorro. 

CINCO. Se modifica el 11 queda redactado de la si-
guiente forma: 

Artículo 11. Deducción autonómica por adopción de 
hijos en el ámbito internacional. 

1. En los supuestos de adopción internacional, los 
contribuyentes tendrán derecho a aplicar en la cuota 
íntegra autonómica del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas una deducción de 600 euros por 
cada hijo adoptado en el periodo impositivo en el que 
se haya inscrito la adopción en el Registro Civil. 

Tendrán derecho a aplicar esta deducción aquellos 
contribuyentes cuando la suma de las bases imponi-
bles general y del ahorro no sea superior a 80.000 eu-
ros en caso de tributación individual o a 100.000 euros 
en caso de tributación conjunta. 

Se entenderá que la adopción tiene carácter inter-
nacional cuando así resulte de las normas y conve-
nios aplicables a esta materia. 

2. Cuando sean dos los contribuyentes que tengan 
derecho a la aplicación de la deducción prevista en el 
apartado anterior, su importe se distribuirá por partes 
iguales. 

3. Esta deducción será compatible con las deduc-
ciones para los beneficiarios de ayudas familiares re-
guladas en el artículo 10 de la presente Ley. 

SEIS. El apartado 1 del artículo 13 queda redactado 
de la siguiente forma: 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 de es-
te artículo, los contribuyentes que sean madres o padres 
de familia monoparental en la fecha del devengo del 
impuesto, tendrán derecho a aplicar en la cuota íntegra 
autonómica del Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas una deducción de 100 euros, siempre que 
la suma de las bases imponibles general y del ahorro 
no sea superior a 80.000 euros en tributación individual 
o a 100.000 euros en caso de tributación conjunta. 

SIETE. Se modifica el apartado 1 del artículo 14 que 
queda redactado de la siguiente forma: 

1. Los contribuyentes que tengan derecho a la apli-
cación del mínimo por discapacidad de descendientes 
o ascendientes conforme a la normativa estatal del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, po-
drán deducirse de la cuota íntegra autonómica la can-
tidad de 100 euros por persona con discapacidad, 
siempre que la suma de las bases imponibles general 
y del ahorro no sea superior a 80.000 euros en tribu-
tación individual o a 100.000 euros en caso de tributa-
ción conjunta. 

Cuando varios contribuyentes tengan derecho a la 
aplicación de la deducción prevista en el párrafo ante-



BOPA 522 PARLAMENTO DE ANDALUCÍA 17 de septiembre de 2010 

Pág. 34 Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía 

rior, se estará a las reglas del prorrateo, convivencia y 
demás límites previstos en la normativa estatal del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

OCHO. La letra a) del apartado 1 del artículo 15 
queda redactado de la siguiente forma: 

a) Que los cónyuges o integrantes de la pareja de 
hecho, inscrita en el Registro de Parejas de Hecho de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, sean madres 
o padres de hijos que formen parte de la unidad fami-
liar y que ambos perciban rendimientos del trabajo o 
de actividades económicas. 

En este supuesto, podrá aplicarse la deducción la 
persona titular del hogar familiar o su cónyuge o pare-
ja de hecho. 

NUEVE. El artículo 20 queda redactado de la si-
guiente forma: 

Artículo 20. Mejora autonómica en la reducción de 
la base imponible correspondiente a las adquisiciones 
mortis causa por sujetos pasivos con discapacidad. 

1. El importe de la reducción en la base imponible 
prevista en el artículo 20.2.a), último párrafo, de la 
Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, para las adquisiciones mor-
tis causa, incluidas las de los beneficiarios de pólizas 
de seguros de vida, consistirá en una cantidad varia-
ble, cuya aplicación determine una base liquidable de 
importe cero, siempre que concurran en el sujeto pa-
sivo los siguientes requisitos: 

a) Que tenga la consideración legal de persona con 
discapacidad. 

b) Que su base imponible no sea superior a 
250.000 euros. 

2. En el supuesto en que el sujeto pasivo esté 
comprendido en los grupos III y IV del artículo 20.2.a) 
de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, su patrimonio 
preexistente debe estar comprendido en el primer 
tramo de la escala establecida en el artículo 22 de la 
citada Ley. 

DIEZ. La letra c) del apartado 1 del artículo 22 que-
da redactada de la siguiente forma: 

c) Que el importe íntegro de la donación se destine 
a la compra de la primera vivienda habitual. 

ONCE. El artículo 24 queda redactado de la siguien-
te forma: 

Artículo 24. Tipo de gravamen reducido para pro-
mover una política social de vivienda. 

En la modalidad de Transmisiones Patrimoniales 
Onerosas del Impuesto sobre Transmisiones Patrimonia-
les y Actos Jurídicos Documentados se aplicará el tipo 
de gravamen reducido del 3,5 por ciento en la transmi-
sión de inmuebles cuyo valor real no supere 130.000 

euros, cuando se destinen a vivienda habitual del ad-
quirente y éste sea menor de 35 años o tenga la con-
sideración legal de persona con discapacidad. 

En los supuestos de adquisición de viviendas por ma-
trimonios o parejas de hecho, el requisito de la edad o, 
en su caso, de la discapacidad deberá cumplirlo, al me-
nos, uno de los cónyuges o uno de los integrantes de la 
pareja de hecho inscrita en el Registro de Parejas de 
Hecho previsto en el artículo 6 de la Ley 5/2002, de 16 
de diciembre, de Parejas de Hecho. 

DOCE. El artículo 27 queda redactado de la siguien-
te forma: 

Artículo 27. Tipo impositivo reducido para promover 
una política social de vivienda. 

En los supuestos previstos en el artículo anterior se 
aplicará el tipo de gravamen reducido del 0,3 por cien-
to en la adquisición de viviendas y constitución de 
préstamos hipotecarios efectuados por sujetos pasi-
vos menores de 35 años o que tengan la considera-
ción legal de persona con discapacidad, siempre que 
concurran los siguientes requisitos: 

a) Para el caso de adquisición de vivienda, que el 
inmueble adquirido se destine a vivienda habitual y su 
valor real no sea superior a 130.000 euros. 

b) Para el caso de constitución de préstamo hipo-
tecario, que éste se destine a la adquisición de vivien-
da habitual de valor real no superior a 130.000 euros y 
siempre que el valor del principal del préstamo no su-
pere esta cantidad. 

En los supuestos de adquisición de vivienda y 
constitución de préstamos por matrimonios o parejas 
de hecho, el requisito de la edad o, en su caso, de la 
discapacidad deberá cumplirlo, al menos, uno de los 
cónyuges o uno de los integrantes de la pareja de 
hecho inscrita en el Registro de Parejas de Hecho 
previsto en el artículo 6 de la Ley 5/2002, de 16 de di-
ciembre, de Parejas de Hecho. 

TRECE. Los apartados 2 y 4 del artículo 30 quedan 
redactados como sigue: 

2. Las cuotas fijas, en los casos de explotación 
de máquinas o aparatos automáticos aptos para la 
realización de los juegos, se determinarán en función 
de la clasificación de las máquinas realizada por la 
Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, y disposiciones 
reglamentarias de desarrollo, conforme a las siguien-
tes normas: 

a) Máquinas tipo “B” o recreativas con premio: 
Se aplicará una cuota semestral de 1.636,34 euros. 
Cuando se trate de máquinas o aparatos automáti-

cos tipo “B” en los que puedan intervenir dos o más 
jugadores de forma simultánea siendo el juego de ca-
da uno de ellos independiente del realizado por otros 
jugadores, la cuota será la que resulte de incrementar 
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la asignada a un solo jugador en un 10 por ciento por 
cada nuevo jugador. 

b) Máquinas tipo “C” o de azar: 
Se aplicará una cuota anual de 4.623,89 euros. 
4. En caso de modificación del precio máximo de 20 

céntimos de euro de la partida en máquinas tipo «B» o 
recreativas con premio, la cuota tributaria de 1.636,34 
euros se incrementará en 37,64 euros por cada cuatro 
céntimos de euro o fracción inferior en que el nuevo 
precio máximo establecido exceda de 20 céntimos de 
euro. 

El incremento de la cuota tributaria por modifica-
ción del precio máximo de la partida será calculado 
según lo previsto en el párrafo anterior aunque la au-
torización de la subida del precio tenga lugar con pos-
terioridad a la fecha del devengo de la tasa. 

CATORCE. El apartado 2 del artículo 31 queda re-
dactado de la siguiente forma: 

2. Tratándose de máquinas recreativas “tipo B”, la 
tasa será exigible semestralmente, devengándose el 1 
de abril y el 1 de octubre de cada año en cuanto a las 
autorizadas en los semestres anteriores. 

En el primer periodo de actividad, el devengo coin-
cidirá con la autorización y deberá abonarse en su en-
tera cuantía. 

En los casos de las máquinas autorizadas provisio-
nalmente, a los exclusivos efectos de exhibición o ex-
plotación en régimen de ensayo a que se refiere el ar-
tículo 46 del Reglamento de Maquinas Recreativas y 
de Azar, de Salones Recreativos y de Juego y del Re-
gistro de Empresas de Juego de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, aprobado por Decreto 250/2005, 
de 22 de noviembre, el devengo se producirá con la 
autorización y la tasa se exigirá, exclusivamente, por 
el trimestre en que se produzca la autorización. 

Tratándose de máquinas de azar “tipo C”, la tasa 
será exigible por años naturales, devengándose el 1 
de enero de cada año en cuanto a las autorizadas en 
los semestres anteriores. 

En el primer año, el devengo coincidirá con la auto-
rización y deberá abonarse en su entera cuantía, sal-
vo que aquella se otorgue después del 30 de junio, en 
cuyo caso por ese año se abonará solamente el 50 
por ciento de la tasa. 

QUINCE. El apartado 2 del artículo 37 queda redac-
tado de la siguiente forma: 

2. Cuando se utilice el medio referido en el artícu-
lo 57.1.b) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, Ge-
neral Tributaria, el valor real de los bienes inmuebles de 
naturaleza urbana se podrá estimar a partir del valor 
catastral que figure en el correspondiente registro fiscal. 
A tal efecto, al valor catastral actualizado a la fecha de 
realización del hecho imponible se le aplicará un co-
eficiente multiplicador que tendrá en cuenta el coefi-
ciente de referencia al mercado establecido en la 

normativa reguladora del citado valor y la evolución 
del mercado inmobiliario desde el año de aprobación 
de la ponencia de valores. 

Por Orden de la Consejería competente en materia 
de Hacienda se publicará anualmente los coeficientes 
aplicables al valor catastral y la metodología seguida 
para su obtención. La Orden del año anterior se con-
siderará automáticamente prorrogada, en todos sus 
términos, hasta la aprobación de la nueva. 

DIECISÉIS. Se añade un nuevo artículo 40 bis con la 
siguiente redacción: 

Artículo 40 bis. Obligación de autoliquidar. 

1. El incumplimiento de los requisitos exigidos en la 
regulación de los beneficios fiscales aprobados por la 
Comunidad Autónoma determinará la obligación de 
regularizar la situación tributaria mediante la presen-
tación de una declaración donde se exprese tal cir-
cunstancia, dentro del plazo de un mes desde que se 
produzca el hecho determinante del incumplimiento. 

2. A dicha declaración se acompañará el ingreso 
mediante autoliquidación complementaria de la parte 
del impuesto que se hubiera dejado de ingresar como 
consecuencia de la aplicación del beneficio fiscal, más 
los intereses de demora correspondientes. 

3. La obligación de declarar se extenderá a cual-
quier beneficio fiscal cuya efectividad dependa de 
condiciones futuras. 

4. En particular, cuando se hayan aplicado benefi-
cios fiscales de la Comunidad Autónoma en la adqui-
sición de la vivienda habitual, el incumplimiento de los 
requisitos regulados en la normativa estatal del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas relati-
vos a que se habite de forma efectiva y permanente y 
por plazo continuado, determinará la obligación de 
presentar la declaración y autoliquidación en la forma 
establecida en el apartado anterior. 

5. A los efectos del presente artículo se considera-
rá beneficio fiscal aquel que establezca exenciones, 
reducciones a la base imponible, deducciones en cuo-
ta y cualquier otro incentivo fiscal. 

DIECISIETE. Se añade un nuevo artículo 42 bis con 
la siguiente redacción: 

Artículo 42 bis. Escrituras de cancelación hipotecaria. 

A los efectos de lo dispuesto en los artículos 51 y 54 
del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados, no será obligatoria la presentación por par-
te de los sujetos pasivos ante la Agencia Tributaria de 
Andalucía de las escrituras públicas que formalicen, 
exclusivamente, la cancelación de hipotecas sobre 
bienes inmuebles, cuando tal cancelación obedezca al 
pago de la obligación garantizada y resulten exentas 
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Ac-
tos Jurídicos Documentados, de acuerdo con lo pre-
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visto el artículo 45.1.b.18 de la citada Ley, entendién-
dose cumplido lo previsto en el citado artículo 51.1 
mediante su presentación ante el Registro de la Pro-
piedad. 

Lo anterior se entiende sin perjuicio de los deberes 
notariales de remisión de información relativa a tales es-
crituras, conforme al artículo 52 del mismo texto legal. 

DIECIOCHO. El artículo 44 queda redactado como 
sigue: 

Artículo 44: Gestión y recaudación de tasas por 
máquinas autorizadas en ejercicios o semestres ante-
riores. 

1. Tratándose de máquinas recreativas “tipo B” au-
torizadas en semestres anteriores, la Agencia Tributa-
ria de Andalucía practicará de oficio una liquidación 
por la cuota semestral, para cada autorización de ex-
plotación que esté vigente a la fecha del devengo en 
el registro de matrículas al que se refiere el artículo 
anterior. 

Tratándose de máquinas de azar “tipo C” autoriza-
das en ejercicios anteriores, la Agencia Tributaria de 
Andalucía practicará de oficio una liquidación por la 
cuota anual, para cada autorización de explotación 
que esté vigente a la fecha del devengo en el registro 
de matrículas al que se refiere el artículo anterior. 

Con carácter previo a la expedición de dichas liqui-
daciones y con efectos meramente informativos, el ór-
gano gestor procederá a publicar en el tablón de 
anuncios de los servicios territoriales de la Agencia 
Tributaria de Andalucía correspondiente a la provincia 
en que estuviere instalada la máquina a la fecha del 
devengo los datos del registro de matrículas de auto-
rizaciones de explotación de máquinas recreativas, 
habilitando un plazo de diez días naturales para la 
realización de alegaciones por los interesados. 

2. Las liquidaciones a que se refiere el apartado 
anterior se notificarán colectivamente, conforme a lo 
previsto en el artículo 102.3 de la Ley 58/2003, de 17 
diciembre, General Tributaria, mediante su publicación 
en el tablón de anuncios de los servicios territoriales 
de la Agencia Tributaria de Andalucía correspondiente 
a la provincia en que estuviese instalada la máquina a 
la fecha del devengo. La Administración pondrá a dis-
posición de los sujetos pasivos, en los dos primeros 
meses del semestre para las máquinas recreativas “ti-
po B” y en los dos primeros meses del ejercicio para el 
caso de máquinas de azar “tipo C”, los documentos en 
que se efectuará el ingreso de los pagos fraccionados 
iguales de la cuota a que se refiere el artículo 46 de es-
ta Ley. 

No obstante, si se producen modificaciones respec-
to al semestre anterior para las máquinas recreativas 
“tipo B” o ejercicio anterior para las máquinas de azar 
“tipo C”, en la titularidad de la autorización de explota-
ción o en los elementos determinantes de la deuda 

tributaria, la liquidación deberá notificarse individual-
mente con arreglo a lo dispuesto en el apartado 2 del 
artículo 45 de esta Ley. 

3. En caso de que se produzcan modificaciones en 
las autorizaciones de explotación acordadas por el ór-
gano competente que tengan repercusión en la cuan-
tía de la cuota tributaria y produzcan sus efectos con 
posterioridad a la fecha de devengo, deberá expedirse 
nueva liquidación que será notificada individualmente 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente. 

4. Con carácter exclusivo para las máquinas de 
azar, ”tipo C”, en el supuesto de que dichas modifica-
ciones se produzcan con posterioridad al día 30 de ju-
nio, únicamente reducirán la cuota anual en un 50 por 
ciento. 

DIECINUEVE. El apartado 1 del artículo 45 queda re-
dactado como sigue: 

1. Tratándose de máquinas recreativas de nueva 
autorización, o que a la fecha del devengo se encon-
trasen en situación de baja temporal pretendiéndose 
darlas nuevamente de alta, los sujetos pasivos, con 
carácter previo a la presentación de su solicitud ante 
el órgano competente, solicitarán a los servicios terri-
toriales de la Agencia Tributaria de Andalucía de la 
misma provincia que aquél, la expedición de liquidación 
provisional de la cuota de la tasa. Ésta se practicará por 
su cuantía semestral para las máquinas recreativas “ti-
po B”, y, para las máquinas de azar “tipo C”, por su 
cuantía anual o inferior, según corresponda de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 31.2. 

VEINTE. El artículo 46 queda redactado como sigue: 

Artículo 46. Lugar, forma y plazo del ingreso. 

1. El pago de la tasa fiscal se realizará en los servi-
cios territoriales de la Agencia Tributaria de Andalucía, 
o en cualquier entidad colaboradora en la gestión re-
caudatoria de la Comunidad Autónoma. 

2. El ingreso de las liquidaciones por la tasa fiscal 
correspondiente a máquinas recreativas “tipo B” se 
fraccionará de modo automático en dos plazos trimes-
trales. El ingreso de las tasas devengadas en abril se 
efectuará dentro de los veinte primeros días naturales 
de los meses de junio y septiembre, mientras que las 
tasas devengadas en octubre se efectuarán dentro de 
los veinte primeros días naturales de los meses de di-
ciembre y marzo. 

En caso de renuncia expresa al fraccionamiento, 
debidamente comunicada al órgano competente, el 
ingreso se practicará en los veinte primeros días natu-
rales del mes de junio para el primer semestre y del 
mes de diciembre para el segundo semestre. 

El ingreso de las liquidaciones por la tasa fiscal co-
rrespondiente a máquinas de azar “tipo C” se fraccio-
nará de modo automático en cuatro plazos trimestra-
les, que se efectuarán dentro de los veinte primeros 
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días naturales de los meses de marzo, junio, septiem-
bre y diciembre, salvo en los supuestos previstos en el 
artículo 31.2. 

En caso de renuncia expresa al fraccionamiento, 
debidamente comunicada al órgano competente, el 
ingreso se practicará en los veinte primeros días natu-
rales del mes de marzo. 

El incumplimiento de cualesquiera de dichos plazos 
determinará el inicio del periodo ejecutivo por la frac-
ción impagada. 

3. Ninguno de los pagos fraccionados a que se refiere 
el apartado anterior podrá ser objeto de aplazamiento o 
nuevo fraccionamiento, ni siquiera en caso de renuncia 
expresa al fraccionamiento prevista en el apartado ante-
rior. Tampoco cabrá fraccionamiento respecto del pago 
previo de los trimestres vencidos o corrientes a los que 
se refiere el artículo 45.3 de la presente Ley. 

Toda solicitud de aplazamiento o fraccionamiento 
relativa a dichas deudas será inadmitida y no impedirá 
el inicio del periodo ejecutivo y la exigencia de aque-
llas por el procedimiento de apremio, con los recargos 
e intereses legalmente exigibles. 

4. Los documentos de ingreso de los pagos frac-
cionados serán expedidos por la Agencia Tributaria de 
Andalucía, que los pondrá a disposición del contribu-
yente, bien de forma física o a través de medios tele-
máticos. 

VEINTIUNO: Se añade un nuevo artículo 49 con la 
siguiente redacción: 

Artículo 49. Tipo de gravamen autonómico. 

El tipo de gravamen autonómico en el Impuesto 
sobre las Ventas Minoristas de determinados Hidro-
carburos es el siguiente: 

a)  Gasolinas: 24 euros por 1.000 litros. 
b) Gasóleo de uso general: 24 euros por 1.000 li-

tros. 
c) Gasóleo de usos especiales y de calefacción, 

excepto el gasóleo al que resulte aplicable la devolu-
ción del Impuesto sobre Hidrocarburos establecida en 
el artículo 52 ter de la Ley 38/1992, de 28 de diciem-
bre, de Impuestos Especiales: 2 euros por 1.000 litros. 

d) Fuelóleo: 1 euro por tonelada. 
e) Queroseno de uso general: 24 euros por 1.000 litros. 

VEINTIDÓS. Se añade un nuevo Capítulo VI “Impues-
to Especial sobre Determinados Medios de Transporte” 
con un nuevo artículo 50 con la siguiente redacción: 

Artículo 50. Tipo impositivo del Impuesto Especial 
sobre Determinados Medios de Transporte. 

En el Impuesto Especial sobre Determinados Me-
dios de Transporte la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía fija el tipo impositivo aplicable a los medios de 
transporte de los epígrafes 4º y 9º del artículo 70.1 de 
la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Espe-

ciales, en el 16 por ciento y en el 13,2 por ciento el tipo 
impositivo aplicable al epígrafe 5º del mismo artículo. 

Artículo segundo. Modificación de la Ley 4/1988, de 5 
de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. 

Se introducen las siguientes modificaciones en la 
Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía: 

UNO. Modificación del Capítulo V del Título V de la 
Ley 4/1988, de Tasas y Precios Públicos de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, regulador de la tasa por 
ordenación de transportes mecánicos por carretera, es-
tableciéndose una nueva regulación de la misma. 

Los artículos 55, 56, 57 y 58 de la Ley 4/1988, de 5 
de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, reguladores de la tasa por 
ordenación del transporte mecánico por carretera, 
quedan redactados de la siguiente forma: 

Artículo 55. Hecho imponible. 

Constituye el hecho imponible de la tasa la presta-
ción de los servicios y la realización de las actividades 
en materia de ordenación del transporte por la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, que se relacionan a con-
tinuación: 

– El otorgamiento, rehabilitación, visado o modifica-
ción de las autorizaciones de transporte o tarjetas que 
las documentan, para la realización de transportes dis-
crecionales públicos o privados de mercancías o viaje-
ros, transportes regulares de viajeros de uso especial o 
actividades auxiliares y complementarias del transporte 
por carretera. 

– La comprobación, reconocimiento y acreditación 
del cumplimiento de los requisitos de capacitación o 
cualificación profesional exigibles, de conformidad con 
la normativa reguladora de los transportes por carrete-
ra y ferrocarril. 

– Los servicios administrativos generales inheren-
tes a la prestación y realización de ordenación de los 
transportes por carretera y de sus actividades auxilia-
res y complementarias. 

Artículo 56. Sujetos Pasivos. 

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas 
o jurídicas, así como las entidades a que se refiere el 
artículo 35 de la Ley General Tributaria, que soliciten o 
a quienes se les presten cualesquiera de los servicios o 
actuaciones que constituyen el hecho imponible. 

Artículo 57. Tarifas. 

1. Autorizaciones de transporte: 
1.1. Autorizaciones para la realización de transportes 

discrecionales públicos o privados de mercancías o via-
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jeros y de actividades auxiliares y complementarias del 
transporte por carretera. Por cada tarjeta, o en su caso 
copia certificada que se expida..........24,05 euros. 

1.2. Autorización de operador de transporte, por 
cada tarjeta que se expida..........48 euros. 

1.3. Autorización de transporte público regular de 
viajeros de uso especial..........24,05 euros. Esta canti-
dad se multiplicará, en su caso, por el número de cur-
sos escolares o años para los que se haya contratado 
el servicio. A estos efectos, las fracciones de tiempo 
que excedan del año de duración se computarán co-
mo años completos. 

2. Servicios para la cualificación inicial y la forma-
ción continua de los conductores de determinados ve-
hículos destinados al transporte de mercancías y de 
viajeros por carretera, de acuerdo con lo previsto en la 
Directiva 2003/59/CE y normativa de desarrollo. 

2.1. Por Autorización de Centros de Formación....... 
...309,00 euros. 

2.2. Por visado o modificación de la autorización de 
Centros de Formación..........103,00 euros. 

2.3. Por homologación de cursos de formación........ 
..62,00 euros. 

3. Derechos de participación en cualquier prueba 
de capacitación o cualificación profesional exigida en 
la legislación ordenadora del transporte por carretera 
o ferrocarril. 

Por cada prueba ........19 euros. 
4. Expedición de cualquier certificado o tarjeta, se-

gún modelo normalizado, de capacitación o cualifica-
ción profesional exigida en la legislación ordenadora 
del transporte por carretera o ferrocarril. 

Por cada certificado o tarjeta ........19 euros. 

Artículo 58. Devengo y pago. 

La tasa se devenga cuando se presente la solicitud 
que inicie la actuación administrativa, que no se reali-
zará o tramitará sin que se haya efectuado el pago co-
rrespondiente. 

DOS. En el capítulo II del Título XI se modifican los 
artículos 133, 134, y 136 de la Ley 4/1988, de Tasas y 
Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, con objeto de introducir el gravamen de la homo-
logación de trofeos de caza, así como el Anexo IX de la 
citada Ley en lo referente a las tarifas de la tasa por 
servicios administrativos en materia de caza, con ob-
jeto de modificar determinas tarifas de esta tasa, que 
quedan redactados de la siguiente forma: 

Artículo 133. Hecho tributable. 

Se añade un apartado 5 del siguiente tenor: 
5. Homologación de trofeos de caza. 

Artículo 134. Sujetos pasivos. 

Se añade un apartado 5 del siguiente tenor: 
5. Las personas físicas o jurídicas que soliciten la 

homologación de trofeos de caza. 

Artículo 136. Devengo. 

Queda redactado de la siguiente forma: 
La tasa se devengará al solicitar la licencia, matrí-

cula, precintado u homologación. 
Anexo IX. Tasa 16.31.02 por servicios administrati-

vos en materia de caza: 
• Se establece un nuevo punto 5: 
5. Homologación de trofeos de caza ........... 38,38 €. 
• Se suprime la tarifa 1.1.1, por licencia de caza 

nacional. 
• Se modifica la tarifa 1.1.3. que queda redactada 

de la siguiente forma: 
Licencia temporal. Válida para aquellas personas 

que soliciten la autorización excepcional para la prác-
tica de la caza contenida en el artículo 75.2 del Decre-
to 185/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Ordenación de la Caza, por un núme-
ro máximo de 15 días ...................................... 13,70 €. 

• Se suprime la palabra hurones del punto 1.3, Cla-
se C, que queda redactado como sigue: 

Licencias especiales para cazar con aves de cetre-
ría, reclamos de perdiz macho o poseer rehalas con 
fines de caza. 

• Se suprime la tarifa 1.3.3, para cazar con hurón. 
• Se modifica la tarifa 3.1. Matrículas de Cotos de 

caza, que queda redactada como sigue: 
3.1. Matrículas de Cotos de caza. La Consejería 

competente en materia de caza facilitará la matrícula 
anual acreditativa de la condición cinegética de los co-
tos de caza. El importe de la tasa será el que corres-
ponda para cada grupo por unidad de superficie, de 
acuerdo con la tabla siguiente: 

 
GRUPO APROVECHAMIENTO 

PRINCIPAL MAYOR 
APROVECHAMIENTO 
PRINCIPAL MENOR 

I 0,05€/ha  0,08€/ha 

II 0,07€/ha 0,09€/ha 

III 0,12€/ha 0,12€/ha 

IV 0,20€/ha 0,20€/ha 

 
La asignación de cotos a cada grupo viene deter-

minada en función del rendimiento neto en piezas de 
caza por unidad de superficie, de acuerdo con la si-
guiente tabla: 

 

GRUPO
APROVECHAMIENTO 
PRINCIPAL MAYOR 

APROVECHAMIENTO 
PRINCIPAL MENOR 

I 1 res por cada 100 ha o 
inferior 

0.3 piezas por ha o in-
ferior 

II Más de 1 y hasta 2 re-
ses por cada 100 ha 

Más de 0,3 y hasta 0,8 
piezas por ha 

III Más de 2 y hasta 3 re-
ses por cada 100 ha 

Más de 0,8 y hasta 1,5 
piezas por ha 

IV Más de 3 reses por ca-
da 100 ha 

Más de 1,5 piezas 
por ha 
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Artículo tercero. Modificación de la denominación de 
la sección 1ª del capítulo I de la Ley 9/1996, de 26 de 
diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales en 
materia de hacienda pública, contratación administra-
tiva, patrimonio, función pública y asistencia jurídica a 
entidades de derecho público, así como del artículo 1, 
y del artículo 2 de la citada Ley. 

UNO. La Sección 1ª del Capítulo I queda redactada 
de la siguiente forma: 

Tasa por inscripción en las convocatorias que reali-
ce la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía para la selección de personal. 

DOS. El artículo 1 queda modificado de la siguiente 
forma: 

Artículo 1. Creación. 

Se crea la tasa por inscripción en las convocatorias 
para la selección de personal que realice la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

TRES. El artículo 2 queda modificado de la siguiente 
forma: 

Artículo 2. Hecho imponible. 

Constituye el hecho imponible de esta tasa la solici-
tud de inscripción en las convocatorias para la selec-
ción de personal que realice la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, tanto de perso-
nal funcionario y estatutario, como laboral. 

Artículo cuarto. Modificación de la Ley 10/2002, de 21 
de diciembre, por la que se aprueban normas en ma-
teria de tributos cedidos y otras medidas tributarias, 
administrativas y financieras. 

Los artículos 37, 38, 39, 40 y 41 reguladores de la 
tasa por expedición o duplicados de títulos para el go-
bierno de embarcaciones de recreo y por renovación o 
duplicados de tarjetas de identidad marítima, quedan 
redactados de la siguiente forma: 

Artículo 37. Creación. 

Se crea la tasa por expedición, convalidación y 
emisión de duplicados de títulos para el gobierno de 
embarcaciones de recreo, así como por expedición, 
renovación y emisión de duplicados de tarjetas de 
identidad marítima. 

Artículo 38. Hecho imponible. 

Constituye el hecho imponible de esta tasa la pres-
tación de los servicios de expedición de los títulos que 
habilitan para el gobierno de las embarcaciones de 
recreo y de la tarjeta de identidad marítima, la conva-
lidación de títulos náutico profesionales y académicos 
por los títulos de recreo actualmente vigentes, así co-

mo la expedición de duplicados de títulos y renovación 
y duplicados de tarjetas de identidad marítima. 

Artículo 39. Sujetos pasivos. 

Son sujetos pasivos de esta tasa quienes soliciten 
la prestación de los servicios que constituyen el hecho 
imponible. 

Artículo 40. Cuota. 

La tasa se exigirá según la siguiente tarifa: 
1. Por expedición de título y por expedición de tarjeta 

para el gobierno de embarcaciones de recreo: 42,68 €. 
2. Por convalidación de títulos: 42,68 €. 
3. Por expedición de duplicado de título: 30,30 €. 
4. Por renovación o duplicado de la tarjeta de iden-

tidad marítima: 6,06 €. 

Artículo 41. Devengo y pago. 

La tasa se devengará en el momento en que se 
presente la solicitud que motive el servicio que consti-
tuye el hecho imponible, la cual no se tramitará sin 
que se haya efectuado el pago correspondiente. 

Artículo quinto. Modificación de la Ley 18/2003, de 29 
de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales 
y administrativas. 

El artículo 61 queda redactado como sigue: 

Artículo 61. Tipo impositivo y cuota tributaria. 

La cuota tributaria será el resultado de aplicar a la 
base liquidable los siguientes tipos impositivos: 

1. 10.000 euros por metro cúbico de residuo radiac-
tivo de baja y media actividad. 

2. 2.000 euros por metro cúbico de residuo radiac-
tivo de muy baja actividad. 

Artículo sexto. Impuesto sobre los Depósitos de 
Clientes en las Entidades de Crédito en Andalucía. 

UNO. Creación. 
Se crea el Impuesto sobre los Depósitos de Clien-

tes en las Entidades de Crédito en Andalucía. 

DOS. Naturaleza y objeto del Impuesto. 
El Impuesto sobre los Depósitos de Clientes en las 

Entidades de Crédito en Andalucía es un impuesto pro-
pio de la Comunidad Autónoma de Andalucía y de carác-
ter directo que, en los términos establecidos en esta Ley, 
grava a las entidades mencionadas en el apartado cinco 
por la tenencia de depósitos de clientes. 

TRES. Hecho imponible. 
Constituye el hecho imponible del Impuesto sobre 

los Depósitos de Clientes en las Entidades de Crédito 
en Andalucía la tenencia de depósitos de clientes que 
comporten la obligación de restitución. 
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CUATRO. No sujeción al impuesto. 
No están sujetos al impuesto: 
1. El Banco de España y las autoridades de regula-

ción monetaria. 
2. El Banco Europeo de Inversiones. 
3. El Banco Central Europeo. 
4. El Instituto de Crédito Oficial. 

CINCO. Sujetos pasivos. 
1. Son sujetos pasivos a título de contribuyentes 

las entidades de crédito por los depósitos de clientes 
de la sede central u oficinas que estén situadas en el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. A efectos de lo previsto en esta Ley, son entida-
des de crédito las definidas en el artículo 1 del Real 
Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de junio, sobre 
adaptación del Derecho vigente en materia de entida-
des de crédito al de las Comunidades Europeas. 

3. Los sujetos pasivos no podrán repercutir a terce-
ros la cuota del impuesto. 

SEIS. Base imponible. 
1. Constituye la base imponible el importe resultan-

te de promediar aritméticamente el saldo final de cada 

trimestre natural del periodo impositivo, correspon-
diente a la partida "4. Depósitos de la clientela" del 
Pasivo del Balance reservado de las entidades de 
crédito, incluidos en los estados financieros individua-
les, y que se correspondan con depósitos en sedes 
centrales u oficinas situadas en el territorio de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía. 

2. Dicho importe se minorará en las cuantías de los 
"Ajustes por valoración" incluidos en las partidas 4.1.5, 
4.2.5, 4.2.2 y 4.4.5 que correspondan a sedes centra-
les u oficinas situadas en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. 

3. Los parámetros a que se refiere el apartado an-
terior se corresponden con los definidos en el Título II 
y en el Anejo IV de la Circular 4/2004, de 22 de di-
ciembre del Banco de España, sobre normas de in-
formación financiera pública y reservada y modelos de 
estados financieros o norma que la sustituya. 

SIETE. Cuota tributaria. 
1. La cuota íntegra será el resultado de aplicar a la 

base imponible la siguiente escala de gravamen: 
 

 

Base imponible 
Hasta (euros) 

Cuota íntegra
(euros) 

Resto base imponible
Hasta (euros) 

Tipo aplicable 
Porcentaje 

  150.000.000 0,3 
150.000.000 450.000 600.000.000 0,4 
600.000.000 2.250.000 en adelante 0,5 

 
2. Deducciones generales. De la cuota íntegra resul-

tante se deducirán, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, las siguientes cantidades: 

1. 200.000 euros cuando el domicilio social de la 
entidad de crédito se encuentre en la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía. 

2. 5.000 euros por cada oficina situada en el territo-
rio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Esta can-
tidad se elevará a 7.500 euros cuando la oficina esté 
radicada en un municipio cuya población de derecho 
sea inferior a 2.000 habitantes. 

3. Deducciones específicas. Serán igualmente de-
ducibles: 

a. Los importes de aquellos créditos y préstamos, 
así como de inversiones, destinados en el ejercicio a 
proyectos de Andalucía en el marco de la Estrategia 
para la Economía Sostenible, que se concierten con la 
Consejería competente en materia de Hacienda, y 
previo informe de la Consejería con competencias en 
la materia. 

Las leyes del Presupuesto de cada año señalarán 
los sectores de interés para la Comunidad Autónoma, 
en cuyo marco podrán establecerse las deducciones. 

b. Los importes destinados a la Obra Social de las 
Cajas de Ahorro y el Fondo de Educación y Promo-

ción de las Cooperativas de Crédito, efectivamente in-
vertidos en el periodo impositivo en Andalucía. 

A los efectos de las deducciones referidas en el pre-
sente apartado, se entenderán efectivamente invertidas 
aquellas cantidades que supongan gastos reales para 
la entidad que pretenda aplicar la deducción, sin que 
puedan serlo las transferencias a otras entidades de 
ella dependientes, salvo que éstas, a su vez, realicen el 
gasto real en el ejercicio correspondiente. 

No obstante lo anterior, en el caso de gastos o in-
versiones de carácter plurianual o que se trasladen a 
ejercicios futuros, se podrá, con la debida justificación, 
optar por deducir la cantidad efectivamente invertida en 
los periodos impositivos correspondientes o bien en el 
primer periodo impositivo el importe total comprometido 
o contratado, siempre que en los dos años siguientes 
se ejecuten tales gastos o inversiones. En este último 
caso, se practicará liquidación caucional por el total im-
porte que hubiera debido girarse de no mediar el benefi-
cio fiscal aplicado, deducidas las cantidades efectiva-
mente invertidas en el primer ejercicio impositivo. 

4. La cuota líquida será el resultado de aplicar las 
deducciones establecidas en el punto anterior. La su-
ma de las deducciones tendrá como límite el importe 
de la cuota íntegra, sin que la cuota líquida pueda 
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presentar un valor menor a cero euros. En los supues-
tos en que no sean aplicables las deducciones, la cuo-
ta líquida será igual a la cuota íntegra. 

5. La cuota diferencial se obtendrá como resultado de 
deducir de la cuota líquida los pagos a cuenta realizados. 
Cuando la cuota diferencial arroje un valor positivo for-
mará parte íntegramente de la cuota tributaria resultante 
de la autoliquidación. Si su valor es negativo se compen-
sará en la forma que establece el apartado once. 

6. La cuota tributaria resultante de la autoliquidación 
se obtendrá como resultado de adicionar a la cuota di-
ferencial el pago a cuenta correspondiente al ejercicio 
en curso. Si el resultado es negativo dará derecho a la 
devolución en la forma que establece el apartado once. 

OCHO. Período impositivo y devengo. 
1. El periodo impositivo de este impuesto será el 

año natural, salvo cuando el sujeto pasivo haya inicia-
do su actividad en Andalucía, bien mediante oficina o 
a través de su sede central, en fecha distinta al prime-
ro de enero, en cuyo caso abarcará desde la fecha de 
comienzo de la actividad hasta el final del año natural. 

En todo caso, el periodo impositivo concluirá cuan-
do la entidad se extinga, surgiendo entonces la obli-
gación de contribuir por este impuesto. 

2. El impuesto se devengará el último día del pe-
riodo impositivo. 

NUEVE. Liquidación del Impuesto. 
1. Los sujetos pasivos deberán determinar e ingre-

sar la deuda tributaria mediante el sistema de decla-
ración-liquidación en el mes de julio de cada ejercicio. 

2. Por Orden de la Consejería competente en ma-
teria de Hacienda se establecerá el lugar y forma de 
presentación, modelos y obligaciones formales, así 
como específicas de justificación e información, desti-
nadas a la aplicación e inspección y al control de las 
deducciones de este impuesto. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado ante-
rior, las entidades sujetas a este impuesto deberán 
acompañar una única certificación comprensiva del 
saldo final de cada trimestre natural al que se refiere 
el apartado seis de esta Ley, desglosada y referida a 
todas las oficinas radicadas en el ámbito de aplicación 
del impuesto así como, en su caso, a la sede central. 

4. La Consejería competente en materia de Hacien-
da podrá establecer la presentación telemática obliga-
toria, así como sustituir la obligación de información 
prevista en el apartado anterior por la cumplimenta-
ción de un Anexo a la declaración. 

DIEZ. Obligación de realizar pago a cuenta. 
1. Los sujetos pasivos están obligados realizar un 

pago a cuenta del Impuesto sobre los Depósitos de 
Clientes en las Entidades de Crédito en Andalucía en 
el mes de julio de cada ejercicio, correspondiente al 
periodo impositivo en curso. 

2. El importe del pago a cuenta se obtendrá multipli-
cando por 0,001 la base imponible correspondiente al 
ejercicio anterior, determinada conforme al apartado seis. 

ONCE. Compensación y devolución de cuotas. 
1. El saldo favorable al sujeto pasivo como conse-

cuencia de una cuota diferencial negativa se compen-
sará con el importe del pago a cuenta correspondiente 
al periodo impositivo en curso. 

2. Si el resultado de la compensación anterior re-
sultara favorable al sujeto pasivo, éste lo hará constar 
en la declaración-liquidación debiendo la Administra-
ción tributaria devolver el exceso, sin perjuicio de la 
práctica de las ulteriores liquidaciones, provisionales o 
definitivas, que procedan. 

3. Transcurrido el plazo de seis meses siguientes al 
término del plazo para la presentación del impuesto 
sin haberse ordenado el pago de la devolución por 
causa no imputable al solicitante, se aplicará a la can-
tidad pendiente de devolución el interés de demora en 
la cuantía y forma prevista en los artículos 26.6 y 31 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tribu-
taria. 

4. El procedimiento de devolución será el previsto 
en los artículos 124 a 127, ambos inclusive, de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
y en su normativa de desarrollo. 

Artículo séptimo. Impuesto sobre las Bolsas de Plás-
tico de un Solo Uso en Andalucía. 

UNO. Creación. 
Se crea el Impuesto sobre las Bolsas de Plástico 

de un Solo Uso en Andalucía. 

DOS. Objeto, naturaleza y finalidad. 
El Impuesto sobre las Bolsas de Plástico de un Solo 

Uso es un impuesto de carácter indirecto y naturaleza 
real, cuyo objeto es disminuir la utilización de las mis-
mas, con la finalidad de minorar la contaminación que 
generan y contribuir a la protección del medio ambiente. 

TRES. Hecho imponible. 
1. Constituye el hecho imponible del impuesto el 

suministro de bolsas de plástico por un establecimien-
to comercial. 

2. A efectos de este impuesto se entenderá por 
bolsas de plástico las fabricadas con este material, 
entregadas a los consumidores en los puntos de venta 
y destinados a facilitar el transporte de los productos 
adquiridos. 

CUATRO. Exenciones. 
Estará exento del impuesto el suministro de las si-

guientes bolsas de plástico: 
1. Las bolsas de plástico usadas exclusivamente 

para contener los productos que se relacionan en este 
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punto y siempre que éstos no estuvieran previamente 
envasados: 

a) Pescado fresco y sus derivados frescos. 
b) Carne fresca y sus derivados frescos. 
c) Frutas y hortalizas. 
d) Alimentos cocinados fríos y calientes. 
e) Alimentos congelados. 
1. Las bolsas de plástico diseñadas para su reutili-

zación. 
2. Las bolsas de plástico biodegradables. 

CINCO. Sujetos pasivos. 
Son sujetos pasivos a título de contribuyentes, las 

personas físicas o jurídicas, así como entes sin per-
sonalidad jurídica a los que se refiere el artículo 36 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributa-
ria, titulares de establecimientos que suministren bol-
sas de plástico de un solo uso a los consumidores. 

SEIS. Base imponible. 
Constituye la base imponible el número total de 

bolsas de plástico de un solo uso suministradas por el 
sujeto pasivo durante el periodo impositivo. 

SIETE. Estimación directa de la base imponible. 
La determinación de la base imponible se realizará 

con carácter general, en régimen de estimación dire-
cta, mediante la contabilización del número de bolsas 
de plástico de un solo uso suministradas a los consu-
midores durante el periodo impositivo. 

OCHO. Estimación indirecta de la base imponible. 
En los supuestos establecidos en el artículo 53 de 

la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributa-
ria, la Administración Tributaria determinará la base 
imponible en régimen de estimación indirecta, utili-
zando para ello cualquiera de los medios referidos en 
el citado artículo. 

NUEVE. Tipo impositivo. 
En el ejercicio 2011 el tipo impositivo será de 5 

céntimos de euro por cada bolsa de plástico de un so-
lo uso suministrada. 

En el ejercicio 2012 y posteriores, el tipo impositivo 
será de 10 céntimos de euro por cada bolsa de plásti-
co de un solo uso suministrada. 

DIEZ. Cuota íntegra. 
La cuota íntegra será el resultado de aplicar a la 

base imponible el tipo impositivo establecido en el 
apartado anterior. 

ONCE. Período impositivo y devengo. 
1. El periodo impositivo coincidirá con el año natural. 
2. El impuesto se devengará el 31 de diciembre de 

cada año, sin perjuicio de lo establecido en el punto 
siguiente. 

3. El periodo impositivo será inferior al año natural 
cuando se inicie la actividad después del uno de ene-

ro o cese la misma antes del 31 de diciembre. En es-
tos casos, el periodo impositivo coincidirá con el pe-
riodo de tiempo que haya durado la actividad. 

DOCE. Repercusión del impuesto. 
1. Los sujetos pasivos deberán repercutir íntegra-

mente el importe total del impuesto al consumidor, 
quedando éste obligado a soportarlo. 

2. El importe a que se refiere el punto anterior de-
berá constar en la factura, recibo o justificante corres-
pondiente, apareciendo como concepto independiente 
e indicando el número de bolsas entregadas. 

TRECE. Liquidación. 
1. El periodo de liquidación coincidirá con el trimes-

tre natural, salvo en los supuestos que establezca la 
Consejería competente en materia de Hacienda. 

2. Por Orden de la Consejería competente en ma-
teria de Hacienda se establecerá el lugar, forma, pla-
zo, modelos y obligaciones formales, así como espe-
cíficas de justificación e información, destinadas a la 
aplicación e inspección. 

3. Dicha Orden podrá establecer en qué casos se 
establece la presentación telemática obligatoria. 

CATORCE. Competencias para la aplicación del im-
puesto. 

1. La determinación de los conceptos y definiciones 
medioambientales aplicables en este impuesto, co-
rresponderá a la Consejería competente en materia 
de Medio Ambiente, de acuerdo con lo establecido por 
la normativa de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, por la normativa básica estatal y por la normativa 
comunitaria. 

Corresponde a la Consejería competente en mate-
ria de Hacienda el desarrollo reglamentario de la apli-
cación, la revisión en vía administrativa y el ejercicio 
de la potestad sancionadora relacionadas con este 
impuesto. 

Disposición Adicional Única. Escala autonómica del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

Escala autonómica del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas. 

Condicionada a la aprobación de la ley reguladora 
de la cesión de tributos del Estado a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, derivada de la Ley 22/2009, 
de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régi-
men común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y 
se modifican determinadas normas tributarias, la es-
cala autonómica del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas que resultará de aplicación durante 
el ejercicio 2011 y los posteriores será la siguiente: 
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Base Liquidable 
– 

Hasta euros 

Cuota íntegra 
– 

Euros 

Resto Base Liquidable 
– 

Hasta euros 

Tipo aplicable 
– 

Porcentaje 
0,00 0,00 17.707,20 12,00 

17.707,20 2.124,86 15.300,00 14,00 
33.007,20 4.266,86 20.400,00 18,50 
53.407,20 8.040,86 26.592,80 21,50 
80.000,00 13.758,31 20.000,00 22,50 

100.000,00 18.258,31 20.000,00 23,50 
120.000,00 22.958,31 en adelante 24,50 

 
 

Disposición Transitoria Primera. Régimen transito-
rio aplicable a la gestión y recaudación de tasas por 
máquinas recreativas autorizadas. 

Se aplicará el devengo semestral previsto en el apar-
tado 2 del artículo 31 del Decreto Legislativo 1/2009, 
de 1 de septiembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de las disposiciones dictadas por la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía en materia de tributos 
cedidos, a las nuevas autorizaciones o restituciones 
que se produzcan con posterioridad al día 1 de octu-
bre de 2010. Produciéndose el siguiente devengo el 
día 1 de abril de 2011. 

Se aplicará un devengo trimestral, cuando se trate 
de nuevas autorizaciones o restituciones, que se pro-
duzcan durante el periodo transcurrido entre la entra-
da en vigor del presente Decreto-ley y el 30 de sep-
tiembre de 2010 inclusive, fecha en la que concluirá el 
periodo impositivo, realizándose un solo pago trimes-
tral. Produciéndose el siguiente devengo el día 1 de oc-
tubre de 2010. 

Para el resto de las autorizaciones realizadas en 
ejercicios anteriores se producirá un devengo el día 1 
de enero, por un periodo de tres meses, que concluirá 
el día 31 de marzo de 2011, en cuyo caso deberán 
realizar un solo pago trimestral. Produciéndose el si-
guiente devengo el día 1 de abril de 2011. 

En los dos casos anteriores, el importe de la tasa 
correspondiente a dicho periodo de devengo, será el 
equivalente al 50 por ciento de la tasa semestral. 

Disposición Transitoria Segunda. Impuesto sobre 
los Depósitos de Clientes en las Entidades de Crédito 
en Andalucía. 

En el periodo impositivo en que entre en vigor el 
Impuesto sobre los Depósitos de Clientes en las Enti-
dades de Crédito en Andalucía, el pago a cuenta a 
que se refiere el apartado Diez del artículo sexto se 
obtendrá multiplicando por 0,001 los resultados del 
ejercicio precedente determinados en la forma previs-
ta en el apartado Seis.1. 

Disposición Derogatoria Única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a este Decreto-ley y, expre-
samente, el Anexo de la Ley 6/1990, de 29 de diciembre, 
de Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía para 1991, en lo que se refiere a la tasa 15.05. por 
ordenación de transportes mecánicos por carretera. 

Disposición Final Primera. Desarrollo reglamentario. 

El desarrollo reglamentario de este Decreto-ley se 
llevará a efecto de acuerdo con lo dispuesto en los ar-
tículos 112 y 119.3 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía y 44 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del 
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Disposición Final Segunda. Entrada en vigor. 

El presente Decreto-ley entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía, excepto las siguientes disposicio-
nes, que entrarán en vigor y surtirán efectos a partir 
del 1 de enero de 2011: 

a) Apartados uno a ocho del artículo primero y la 
disposición adicional única, relativa al Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas. 

b) Artículo quinto, relativo al Impuesto sobre Depó-
sito de Residuos Radiactivos. 

c) Artículo sexto, relativo al Impuesto sobre los Depó-
sitos de Clientes en Entidades de Crédito en Andalucía. 

d) Artículo séptimo, relativo al Impuesto sobre las 
Bolsas de Plástico de un Solo Uso en Andalucía. 

Sevilla, 6 de julio de 2010. 
El Presidente de la Junta de Andalucía, 

José Antonio Griñán Martínez. 
La Consejera de Hacienda y Administración Pública, 

Carmen Martínez Aguayo. 
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